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 RESUMEN 
Los accidentes de tránsito constituyen un serio problema económico social y jurídico. Si 
tenemos en cuenta el número de muertos aumenta cada año en la región sobre todo en la 
provincia de Cusco. Constituyéndose en la primera causa de decesos de las personas.  
Entre las causas pueden distinguirse las siguientes: Ebriedad, imprudencia temeraria, 
propietarios y conductores irresponsables, vehículos en pésimo estado y descuidos 
criminales. Las víctimas pueden ser los pasajeros del vehículo, el conductor y sus 
auxiliares (ayudante), los peatones y demás personas. En todos ellos se afecta personas de 
todas las edades y condiciones sociales, causándose daños tanto patrimoniales como 
extra-patrimoniales.  
La imprudencia junto con la ebriedad son las principales causas de accidentes. En la 
primera se destaca el exceso de velocidad. Que no se da solo por el gusto o necesidad de 
imprimirlas en las carreteras, sino en acciones criminales corno las de "pelea por la vía" 
los conductores de trasporte público, resultando personas fallecidas. Otra forma de 
imprudencia se da respecto de los propietarios de los vehículos como las llamadas combis 
y microbuses, generando verdaderas conductas criminales.  
A raíz de tanta imprudencia e irresponsabilidad causa espanto la impunidad con la cual se 
mata o dejan inválidas a tantas personas, ocasionando sufrimientos personal, familiar y 
consecuencias económicas. 
Ante estos daños causados por los accidentes de tránsito, las víctimas se constituyen en 
parte agraviada del hecho, para lo cual tienen la oportunidad de accionar civil y 
penalmente, a efectos de buscar una reparación económica por los daños ocasionados. 
Ante este hecho prefieren solucionar su problema por lo más inmediato formalizando una 
denuncia penal ante el Ministerio Público y dejar de demandar civilmente, por 
responsabilidad civil extracontractual, donde pueden conseguir una reparación integral 
mayor por los daños ocasionados; puesto que en nuestra realidad jurídica está demostrado 
que cuando el agraviado denuncia penalmente la reparación económica que se otorga es 
irrisoria, lo cual no cubre en real dimensión los daños ocasionados a las víctimas.  
Si las víctimas optaran por demandar civilmente, la reparación que se obtendría sería de 
manera integral de acuerdo a los daños sufridos, en nuestro código civil existen normas 
que permiten demandar, si bien es cierto que existe el SOAT (Seguro Obligatorio Contra 
Accidentes de Tránsito),es solo un mecanismo que cobertura en forma inmediata a las 
víctimas, esto no implica una reparación integral del daño ocasionado, tampoco limita el 
demandar civilmente, por lo que es necesario hacer un análisis de la reparación civil 
extracontractual en los casos de accidentes de Tránsito en la Provincia de Cusco y la 
jurisprudencia existente a nivel nacional. Asimismo se pretende hacer un análisis 
comparativo de los accidentes denunciados en vía penal y el monto de la reparación, con 
los procesos tramitados o demandados en vía civil y los montos de reparación civil. 
Palabras claves: responsabilidad extracontractual, accidentes de tránsito, víctimas 
 
 
 
 
 
ABSTRACT 
Traffic accidents are a serious social and economic problem legal. If we consider the 
number of deaths increases each year in the region especially in the province of Cusco. 
Becoming the first cause of people death. 
 
The causes can be distinguished as follows: while intoxicated, reckless endangerment, 
irresponsible owners and drivers, vehicles in poor condition and criminal negligence. 
Victims may be the passengers of the vehicle, the driver and auxiliary (assistant), 
pedestrians and others. In all people of all ages and social conditions is affected, both 
being caused property damage and extra-patrimonial. 
 
The recklessness with drunkenness are the main causes of accidents. In the first speeding 
it stands. That is not given only by the taste or need to print them on the roads, but the 
horn criminal actions of "fight for the track" drivers of public transport, resulting dead 
people. Another form of recklessness is given with respect to vehicle owners as calls 
combis and microbuses, generating real criminal behavior. 
 
Following such recklessness and irresponsibility because I fear the impunity with which 
kill or invalid leave many people, causing personal, family and economic consequences 
suffering. 
 
Given these damages caused by traffic accidents, victims constitute the fact-aggrieved 
party, for which they have the opportunity to civil and criminal actions, in order to seek 
financial compensation for damages. Given this fact they prefer to solve their problem so 
immediate formalizing a criminal complaint with the public prosecutor and stop civilly 
sue for torts, where they can get a more comprehensive reparation for damage; since in 
our legal reality is shown that when the criminal complaint aggrieved economic 
reparations granted is derisory, which does not cover real dimension damage to victims. 
 
If the victims chose to sue civilly, repair that would result would be holistically according 
to damage suffered in our civil code there are rules that allow sue, although it is true that 
there is SOAT (Mandatory Accident Insurance Transit) it is only a mechanism to cover 
immediate victims form, this does not imply full reparation of the damage, it does not 
limit the sue civilly, so it is necessary to make an analysis of tort compensation in cases 
of traffic accidents in the province of Cusco and existing case law at the national level. It 
also seeks to make a comparative analysis of accidents reported in criminal proceedings 
and the amount of compensation, with the defendants proceedings conducted or civil 
proceedings and civil damages amounts. 
keywords: tort, traffic accidents, victims 
 
 
 
 
 
 
 
INTRODUCCIÓN 
La presente tesis es una investigación que  tiene  por objeto evaluar   las  consecuencias y 
la situación  de   las víctimas en accidentes de tránsito y la responsabilidad 
extracontractual en la provincia de Cusco en el año 2014.  
Cómo han sido indemnizadas las víctimas  de un accidente de tránsito, en el Distrito 
Judicial de Cusco, específicamente en los Juzgados Penales, Mixtos, de Paz Letrado y en 
las Fiscalías Provinciales Penales de la Provincia de Cusco,   en   el año 2014. 
Cuáles han sido las causas que determinan, la inaplicabilidad de la responsabilidad civil 
extracontractual para la reparación integral, por accidentes de tránsito por el daño 
ocasionado a las víctimas. 
Acorde  a  los  lineamientos  de  una  investigación lógica   y  científica , el   trabajo se   
ha estructurado  en  cuatro  capítulos: 
En el primer capítulo se  presenta  el   análisis  de la situación problemática, 
planteamiento   del  problema  y  objetivos de   la  investigación. El problema involucra el 
análisis de las víctimas en accidentes de tránsito y la responsabilidad extracontractual en 
la provincia de Cusco en el periodo 2014  y  nos conlleva a investigar cómo han sido 
indemnizadas las víctimas a consecuencia de un accidente de tránsito, en  el Distrito 
Judicial de Cusco, específicamente en los juzgados penales, mixtos, de paz letrado y en 
las fiscalías provinciales penales de la provincia de Cusco  y porque   la  inaplicabilidad 
de la responsabilidad civil extracontractual para la reparación integral, por accidentes de 
tránsito por el daño ocasionado a las víctimas. 
En el   capítulo   segundo,  se abordan  los  antecedentes  de   la investigación, bases   
teóricas   marco  conceptual   y aspectos  teóricos   relacionados  a  la  responsabilidad 
extracontractual. No es posible entender una institución jurídica a través de la mera 
lectura del articulado correspondiente; pues  es  necesario  conocer  los principios que 
organizan tales normas, de ahí que sea muy importante investigar  la historia, los 
antecedentes de  la investigación   las  diversas  teorías  de la responsabilidad  
extracontractual,    y  desde esta perspectiva observar el funcionamiento de las normas 
referidas    a  la  responsabilidad extracontractual en el Código Civil de 1984. 
En el capítulo  tercero,  se  abordan la metodología   de  la   investigación,   esto es;   
comprende   el  método  de   investigación, población  y muestra, técnicas e instrumentos  
de  investigación. 
En el cuarto  capítulo  se  ofrece  la  discusión,   que   contiene   interpretación  y análisis, 
distribución de frecuencia,   conclusiones   y recomendaciones  de esta tesis. 
 
  
 
 
 
 
CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
1.1. ANÁLISIS DE A SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
Los accidentes de tránsito constituyen un serio problema económico social 
y jurídico. Si tenemos en cuenta el número de muertos aumenta cada año en la 
región sobre todo en la provincia de Cusco, constituyéndose en las causas más 
frecuentes de decesos de las personas. 
Entre las causas que generan los accidentes de tránsito son las siguientes: 
Ebriedad, imprudencia temeraria, propietarios y conductores irresponsables, 
vehículos en pésimo estado. Las víctimas pueden ser los pasajeros del vehículo, el 
conductor y sus auxiliares (ayudante), los peatones y demás personas .En todos 
ellos se afecta personas de todas las edades y condiciones sociales, causándose 
daños tanto patrimoniales como extrapatrimoniales. 
 La imprudencia junto con la ebriedad son las principales causas de 
accidentes más resaltantes. En la primera se destaca el exceso de velocidad. No se 
da solo por el gusto o necesidad de imprimirlas en las carreteras; si no, en 
acciones criminales como las de "pelea por la vía" y la “competencia por recoger 
más pasajeros”. Siendo as principales víctimas los mismos conductores de 
transporte público, los usuarios y peatones. Otra forma de imprudencia se da 
respecto de los propietarios de los vehículos como, las llamadas combis y 
microbuses, generando verdaderas conductas criminales. 
El problema involucra el análisis de las víctimas en accidentes de tránsito 
y la responsabilidad extracontractual en la provincia de Cusco en el periodo 2014. 
Lo que nos conlleva a investigar cómo han sido indemnizadas las víctimas a 
consecuencia de un accidente de tránsito. 
En el Distrito Judicial de Cusco, específicamente en los juzgados penales, 
mixtos, de paz letrado y en las fiscalías provinciales penales de la provincia de 
Cusco, período 2014. Cuáles han sido las causas que determinan, la 
inaplicabilidad de la responsabilidad civil extracontractual para la reparación 
integral, por accidentes de tránsito por el daño ocasionado a las víctimas, 
específicamente en los juzgados mixtos, civiles y de paz letrado de la provincia de 
cusco. 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema general 
¿Cómo han sido indemnizadas las víctimas a consecuencia de un accidente 
 de tránsito, en el Distrito Judicial de Cusco, específicamente en los Juzgados 
Penales, Mixtos, de Paz Letrado y en las Fiscalías Provinciales Penales de la 
Provincia de Cusco, período 2014? 
1.2.2. Problemas específicos 
¿Cuáles han sido las causas que determinan, la inaplicabilidad de la 
Responsabilidad Civil Extracontractual para la reparación integral, por 
accidentes de tránsito por el daño ocasionado a las víctimas, 
específicamente en los Juzgados Mixtos, Civiles y de Paz Letrado de la 
Provincia de Cusco, periodo 2014? 
¿La reparación civil que se da a las víctimas por accidentes de tránsito, se 
compensa al daño causado? 
1.3. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
1.3.1. Objetivo general 
Analizar las diferentes normas legales y Jurisprudencias para plantear 
alternativas a fin de obtener una reparación integral para las víctimas, por el 
daño ocasionado como consecuencia de accidentes de tránsito. 
1.3.2. Objetivos específicos 
a) Determinar cómo han sido indemnizadas las victimas a consecuencia de 
un accidente de tránsito, en la Provincia de Cusco. 
 
 b) Analizar las causas que determinan, por qué las victimas y/o sus 
familiares no aplican la responsabilidad civil extracontractual para la 
reparación integral por accidentes de tránsito por el daño ocasionado a 
las víctimas, en los juzgados mixtos y de paz letrado de la provincia de 
Cusco, periodo 2014. 
 
c) Proponer la acción judicial adecuada para lograr la indemnización justa 
y equitativa para las víctimas de accidente de tránsito, en el Distrito 
Judicial de Cusco, específicamente la reparación civil ordenada por los 
juzgados penales, mixtos y de paz letrado, así como en las fiscalías 
provinciales penales de la provincia de Cusco, período 2014. 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
CAPÍTULO II 
EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
2.1.1. La responsabilidad extracontractual en el derecho romano.  
El Derecho Romano no conoció propiamente una teoría de la 
responsabilidad extracontractual. Nos dicen los hermanos MAZEAUD1 que 
los romanos no tuvieron un principio general aplicable a lo que ahora 
llamarnos responsabilidad extracontractual. No hay un solo texto de 
naturaleza general y principista; los juristas latinos se limitaron simplemente 
a conceder indemnizaciones en ciertos casos específicos. El primer 
reconocimiento del área como tal- que los MAZEAUD califican de ensayo 
de generalización pero hacen la salvedad de que no es todavía un esfuerzo 
dé abstracción teórica- es la Lex Aquilia. Esta norma es fundamentalmente 
                                                          
1 
 MAZEAUD, M. Instituciones del Derecho Civil. Op. Cit. 
 una base de protección de la vida y de la propiedad a través de la concesión 
de una indemnización para ciertos casos específicos en que estos derechos 
resultan afectados; pero aunque ya se trata de un texto normativo sobre el 
tema, todavía no se formula como una institución sino que las normas de la 
legis Aquilia se encuentran limitadas a situaciones absolutamente 
particulares. 
Los MAZEAUD2 aclaran además que la lex Aquilia no exigía la 
culpan como condición para su aplicación, sino que se trataría como una 
responsabilidad que ahora llamaríamos "objetiva", no era necesario probar 
la negligencia del autor del daño sino sólo el damnurn iníuria datum. Es 
recién a fines de la República que juristas corno Quintus Mucius con el 
nombre moderno de culpa aquiliana. Pero se trata todavía de un 
movimiento subjetivista. Por otra parte la lex Aquilia tenía un campo muy 
restringido: sólo otorgaba acción a los propietarios que eran ciudadanos 
romanos. Son los pretores los que ampliaron dificultosamente la protección 
en dos direcciones: de un lado, haciendo extensiva la protección a los 
peregrinos (visitantes, extranjeros), que no tenían nacionalidad Romana. 
BERMAN opina que en el Derecho Romano los conceptos "no eran 
tratados como ideas que subyacen a las reglas y determinan su aplicabilidad. 
No eran considerados filosóficamente. Los conceptos del Derecho Romano, 
como sus numerosas reglas jurídicas, estaban vinculados a situaciones 
                                                          
2 
 MAZEAUD, M. Instituciones del Derecho Civil. Op. Cit. 
 específicas. El derecho romano consistía en un intrincado tejido de reglas; 
pero estas no eran presentadas como un sistema intelectual sino, más bien, 
como un elaborado mosaico de soluciones prácticas a cuestiones jurídicas 
específicas. Por eso uno no puede decir que, aunque existían conceptos en el 
derecho romano, no había un concepto del concepto. 
 Sandro SCHIPANI3, en un libro extraordinariamente minucioso y 
preciso y en un artículo reciente, es quizá quien más extensamente ha 
tratado la terna. Y desde el inicio nos advierte que, si bien la Escuela 
Pandectista alemana del siglo pasado señala sin ninguna duda que la 
responsabilidad ex lege Aquilia en el Derecho Romano se aplicaba en base 
sospechosa: es una forma de leer las fuentes antiguas que responde al uso 
moderno que los juristas alemanes del S. XIX querían dar al Derecho 
Romano. En realidad, las cosas son bastante complicadas y deben ser 
apreciadas en su evolución histórica en el transcurso del desarrollo del 
derecho romano. 
Para algunos, dice SCHIPANI, la forma romana de resolver los 
casos que ahora llamaríamos de responsabilidad extracontractual se acerca 
más a la responsabilidad objetiva que subjetiva. Así SCHIPANI da cuenta 
de que hay quienes corno VENEZIAN, interpretan el sistema. Romano "en 
clave de responsabilidad objetiva". ROTONDI piensa que, para los Juristas 
Romanos clásicos, el término "culpa" no significa culpa en el sentido 
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 técnico, sino mera imputabilidad; por eso, responden también los incapaces 
aun cuando no tengan culpa subjetiva. Y KUNKEL sostiene que la palabra 
misma de culpa habría sido raramente utilizada por los juristas romanos 
clásicos y que su sentido era más bien el de dolo; la culpa entendida como 
negligencia y contrapuesta al dolo, sería una construcción posterior. 
 SCHIPANI nos hace notar que en el texto de la legis Aquilia no hay 
ninguna mención al término "culpa", Ley que, por otra parte, es 
eminentemente casuística. Son los pretores, quienes llevando la legem 
Aquiliam más allá de sus propios términos, iniciaron el desarrollo de la idea 
de responsabilidad. Los juristas clásicos utilizaron fundamentalmente la 
perspectiva de la iniuriae antes que la de la culpa. La diferencia entre ambas 
expresiones es muy importante. El sentido de la iniuriae equivale a una 
conducta sin justificación jurídica: se trata de una conducta injusta porque 
quien la, realiza no tiene derecho para realizarla. En otras palabras. La 
iniuriae es la violación- casi diríamos, objetiva, de un derecho de otro, sin 
derecho propio para hacerlo; y esta violación produce un daño en el otro. 
Así, la iniuria no se refiere a la voluntad del sujeto sino a la ilicitud de la 
conducta; al punto que puede producirse una iniuriam con una conducta 
involuntaria, como la del incapaz. En la calificación de la iniuriae se pone el 
acento en el hecho: es un hecho socialmente reprobable porque el sujeto no 
tenía derecho a hacerlo, independientemente de toda apreciación moral del 
acto, es decir independientemente de que el agente lo haya hecho 
voluntariamente o no, con negligencia o no. En la calificación de la culpa 
 (corno ésta se desarrollará posteriormente) se pone el acento más bien en el 
sujeto: se juzga la moralidad de la conducta y se juzga reprobable en sí 
misma debido a que el sujeto pudo preverla y evitarla, pero no lo hizo por 
negligencia. 
Los pretores se sirvieron de esta noción de culpa- bastante más 
subjetiva que la inuriae- como unos topos que, de un lado, le permitía 
dinamizar las soluciones jurídicas extendiendo el alcance de los casos 
particulares contemplados en la lege aquilia y, de otro lado, constituía una 
ayuda para precisar la causalidad. En efecto, el establecimiento del nexo 
causal ente una acción y un daño es siempre un problema: en un sentido 
extenso, todo es causa de todo. Por eso el pretor considera que la existencia 
de una conducta subjetivamente reprobable- culpa- facilita la 
singularización del "causante" entre los muchos que directa o 
indirectamente tuvieron que ver con la producción del daño. 
Pero no será en Roma sino en Constantinopla donde se acogerá más 
decididamente la idea de culpa: son los maestros de la escuela oriental, 
inspirados en la obra de Ulpiano6, quienes provocarán una expansión de la 
referencia a la culpa- ROTONDI nos dice que recién en el Derecho 
Justinianeo se plantea la culpa –noción que había sido elaborada más bien 
en el ámbito de la responsabilidad contractual- cómo presupuesto subjetivo 
de la responsabilidad aquiliana, es decir, como método para la aplicación de 
 la legis aquilia. Según SCHIPANI4, en la compilación de Justiniano la 
exposición de la legis aquilia se desarrolla tomando la culpa como técnica 
interpretativa y argumentativa. Pero aún en el Derecho Justiniano, la culpa 
no tiene plenamente el sentido de negligencia, sino que permanece 
vinculada al sentido de conducta reprobable de la que se sigue un daño; esta 
conducta reprobable muchas veces constituida por una negligencia, pero no 
siempre. Además si bien hay una consciencia de la culpa- entendida siempre 
en sentido objetivo, como confrontación de la conducta dañina con un 
modelo de conducta y no con las posibilidades reales del sujeto- todavía no 
existe una elaboración conceptual terminada: ocupa un lugar central, pero 
los puntos de vista sobre ella oscilan sin encontrar todavía la estabilidad de 
una concepción dogmática unitaria. 
2.1.2. La responsabilidad extracontractual en el antiguo derecho anglosajón.  
En el mundo del Derecho Anglosajón, los autores reconocen que la 
responsabilidad extracontractual comienza recién y de manera muy 
incipiente en el S. XIII con el recurso denominado trespass (del latín, 
transgresión), que era un remedio contra daños directos y físicos a personas 
o propiedades. 
Es probable que este derecho a reparar tal tipo de daño estuviera 
basado remotamente en la lege Aquilia. Recordemos que la lex Aquilia 
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 tampoco protegía los daños resultantes de cualquier conducta sino "sólo de 
aquélla que ocasiona el evento a través de un contacto inmediato, físico y 
violento, entre el sujeto agente y el sujeto pasivo". De otro lado, en 
Inglaterra corno en Roma, según se ha visto- no hay una preocupación 
teórica sobre la materia y lo que ahora llamarnos responsabilidad 
extracontractual se desarrolla en función de casos específicos. Para accionar 
judicialmente, el demandante tenía que comprar una suerte de formulario o 
recurso (writ); y solo se vendían recursos específicos, el único de tales 
recursos o writs que originalmente tenía vinculación con el campo de 
aplicación de la moderna responsabilidad extracontractual era el trespass. 
Posteriormente los Tribunales fueron creando nuevos writs en este campo y 
es así como poco a poco se fue constituyendo un mosaico de acciones que 
fueron calificados bajo el nombre genérico de torts (que viene del latín 
popular torturo, que significa "torcido", vía el francés tort, que se refiere a 
algo contrario a derecho). Los primeros writs fueron variantes del trespass, 
utilizables siempre frente a situaciones específicas: ingreso violento a la 
propiedad ajena, apropiación violenta de ganado, perturbación violenta del 
cuerpo de otra persona. Uno de los vvrits que aparecen más tardíamente es 
el llamado "negligence" que, de alguna manera, incorpora algo de la idea de 
la culpa. Sin embargo, el tort de negligence nos recuerda más a la iniuriam 
romana que a la de culpa: se constituye porque el agente infringe 
objetivamente un deber establecido, antes que por la moralidad implícita de 
la conducta subjetiva. 
 Es entonces interesante destacar que también en Inglaterra los 
atisbos de responsabilidad extracontractual nacen basados en un principio 
objetivista: el trespass fue un caso de responsabilidad objetiva. Y es sólo a 
partir del S. XVII que la alegación de que no había existido "culpa" en el 
demandado comienza a adquirir la fuerza de una defensa. 
2.1.3. La moderna responsabilidad extracontractual. 
Roma ni el antiguo Derecho Anglosajón desarrollaron la 
responsabilidad extracontractual y no prestaron tampoco importancia 
excesiva al principio de la culpa. ¿De dónde y en qué época nace esa 
responsabilidad extracontractual subjetivista que tan presente está en los 
Códigos del S. XIX? Pues nace en el S. XVII, bajo la influencia de las ideas 
individualistas y liberales. 
A partir del momento en que la sociedad pasa a un segundo plano y 
el individuo se convierte en el constructor dinámico y responsable de su 
contorno social, se considera que no se puede obligar a una persona a 
responder sino por lo que estuvo dentro de su esfera de posibilidades: la 
obligación de indemnizar se deriva única y exclusivamente de la manera-
adecuada o inadecuada- corno el individuo ha ejercido su libertad. Ahí 
donde no ha existido libre decisión, tampoco puede haber responsabilidad. 
En Inglaterra recién en el S. XVIII –cuando surgen los sistemas 
modernos de pensamiento- la culpa es materia de análisis en los casos 
judiciales de trespass; es por ello también que significativamente el tort 
 denominado negligente tiene un desarrollo espectacular en esta época al 
punto que sobrepasa desde entonces a todos los demás torts ya sume un 
sentido cada vez más subjetivista. 
Dentro de las órdenes jurídicos de tradición Romanista, la 
responsabilidad extracontractual sigue una evolución similar. GUARINO5 
nos dice que la aparición del dammi iniuria dati inicia aquélla evolución –
toda vía no plenamente completa en el Derecho Justinianeo- que llevará a 
los ordenamientos jurídicos modernos a considerar que la "responsabilidad 
civil" se presenta esencialmente cuando un sujeto realiza un acto que 
determina un daño económico para otro sujeto: de lo cual se sigue la 
obligación del dañante de resarcir al dañado por un importe equivalente al 
perjuicio económico sufrido. 
Ya en la edad media, a partir del Derecho Canónico, comienza a 
esbozarse una concepción más moralista de la responsabilidad, que se 
modela sobre la idea del pecado. Las órdenes jurídicas medievales admiten 
cada vez en mayor medida la apreciación de la culpa subjetiva como causal 
de responsabilidad del agente; o, dicho de otra manera, se reconoce la falta 
de culpa como defensa válida. Las Partidas de Alfonso el Sabio, por 
ejemplo, se refieren en tal sentido a los daños y menoscabos. 
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 Según ROTONDI6, la culpa moderna – aquélla contemplada en el 
Code Napoleón- tiene sus raíces en la Escuela Clásica del Derecho Natural, 
es decir, en aquella escuela de Derecho Natural individualista que tiene 
como fundador a GROCIO (1583-1645), y que se encuentra conformada 
con juristas como PUFFENDORFF (1632-1694) y HEINECIO (1682-
1741). 
ROTONDI afirma que "es en la obra de la Escuela que por primera 
vez se afirma el principio de que el daño como tal genera obligación de 
resarcimiento. Esta sería la primera afirmación de principio, que libera a la 
responsabilidad de la casuística Aquiliana. Esta sería la partida de 
nacimiento de la responsabilidad extracontractual porque, siempre siguiendo 
a ROTONDI7, "La contribución de la Escuela de Derecho Natural no 
consistiría tanto en haber provocado una aplicación más amplía, sino en 
haber elaborado una justificación autónoma (la equidad), que permitió a la 
doctrina el traducir en una formulación general aquello que la práctica había 
anticipado" 
Sin embargo, los hermanos MAZEAUD8 consideran que es el gran 
jurista francés DOMAT (1625-1696), quien, en el S. XVII, enuncia por 
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 primera vez el principio general: aquél que causa un daño está obligado a 
repararlo, La actio legis Aquiliae, a pesar de todas las extensiones 
pretoriales, nunca había llegado a una formulación de principio. Pero en el 
S. XVII el terreno se encontraba abonado por las nuevas ideas 
individualistas –todavía incipientemente expresadas- que llevaban a pensar 
en la necesidad de reparar al individuo los daños que pudiera sufrir de otro 
en la posibilidad de responsabilizar al individuo agraviante cuando ha 
obrado con culpa. DOMAT9 colocará la noción de culpa como centro de su 
teoría de la responsabilidad extracontractual. 
En cualquier caso, sean los Alemanes de la Escuela Clásica, sea 
DOMAT, lo importante es que existe acuerdo en los autores en señalar el S. 
XVII como la época en que la responsabilidad extracontractual adquiere 
personalidad propia; y la adquiere dentro del cuadro del individualismo 
liberal. La responsabilidad extracontractual llega a la mayoría de edad con la 
acentuación del valor del individuo en el S. XVII. Es entonces que se da 
gran importancia a la protección de los derechos individuales, tanto aquellos 
expresamente contenidos en la Ley como aquéllos considerados implícitos 
al individuo (principalmente, el derecho a la vida, a la integridad corporal y 
a la propiedad). Los romanos ciertamente prefiguraron la importancia del 
individuo y ello hace que, entre todas las tradiciones jurídicas de la 
antigüedad, la del Derecho Romano sea la que mejor pudo ser aceptable a la 
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 época moderna. Pero el niño que nació en Roma, recién se hizo hombre y 
adquirió el rostro que hoy le conocemos después del S. XVII. 
La afirmación de que la responsabilidad extracontractual es una 
Institución inventada y desarrollada en la época moderna, no excluye que 
haya sido construida con elementos extraídos de antiguas construcciones. 
No cabe duda que en ella advertimos las raíces romanas; pero según 
ROTONDI10, el antecedente de la culpa moderna no se encuentra tanto en la 
lege Aquilia sino, más bien, en la reelaboración bizantino-justinianea. 
También se aprecia la presencia (quizá mucho más próxima) de la noción de 
culpa de los canonistas medievales pensada dentro de la perspectiva del 
pecado. 
Pero no se puede decir que un edificio es antiguo porque fue 
construido con restos de demolición de construcciones antiguas; corno no se 
puede decir que el Palazzo Farnesio- que es una de las más espléndidas 
manifestaciones del Renacimiento- debe ser considerado un palacio romano 
porque sus mármoles fueron extraídos de las ruinas del Foro y porque sus 
fuentes provienen de las termas de Caracal la. Como decía PASCAL: 
"Qu'on ne dise pas que je nai ríen dit de nouveau: la disposition des matiéres 
est nouvelle » Es evidente que lo que cuenta no son los materiales 
empleados sino la concepción de la institución jurídica, los valores y 
preocupaciones que la alientan, los propósitos sociales que la organizan. Y 
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 éstos, en el caso de la responsabilidad extracontractual, son 
fundamentalmente modernos. 
2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. 1nstituciones  y principios 
No es posible entender una institución jurídica a través de la mera 
lectura del articulado correspondiente; hay que conocer antes que nada el 
principio o los principios que organizan tales normas en ese campo 
conceptual integrado que llamamos institución. De ahí que sea muy 
importante descubrir ante todo el principio o los principios de 
responsabilidad que alientan o que pueden alentar la responsabilidad 
extracontractual en el Código Civil de 1984 y solo desde esta perspectiva 
observar el funcionamiento de las normas que integran la institución. 
Los principios, organizan las instituciones para realizar ciertos fines 
u objetivos que la sociedad se propone lograr. El derecho es básicamente un 
mecanismo de regulación de las conductas sociales. Por consiguiente, la 
clave de la Institución la encontraremos en los propósitos sociales que el 
Derecho pretende realizar. Una vez conocidos los objetivos sociales, 
podremos reconocer los principios jurídicos que nos ayudan a realizarlos; y 
ello nos permitirá a su vez una interpretación eficiente y dinámica de las 
normas pertinentes. 
 Nuestra tesis consiste en afirmar,  que la responsabilidad 
extracontractual es básicamente una institución moderna- es decir, 
desarrollada durante los últimos 300 años- porque es una solución nueva 
para un problema viejo. 
Las instituciones jurídicas no son soluciones universales a 
determinados problemas sino intentos históricos de dar una respuesta 
jurídica a problemas cuya raíz es a veces- no siempre- universal; intentos 
circunstanciados, porque utilizan los valores, técnicas y conocimientos de 
cada época determinada a fin de encontrar una solución mejor y más 
adecuada a las circunstancias. El problema puede existir a través de las 
épocas (relativamente, sólo en su gran silueta, porque en su formas 
concretas el planteamiento del problema también varía a lo largo de la 
historia); pero definitivamente las respuestas y soluciones que se proponen 
al problema dependen de las ideas, medios y circunstancias de cada época. 
El problema que afronta la responsabilidad extracontractual es el 
relativo al tratamiento social de los daños que los hombres que infligen unos 
a otros. Pero las respuestas han variado notablemente a lo largo de la 
historia. 
Originalmente, este problema se resolvería a través de la venganza 
privada. Sin embargo, difícilmente podemos decir que ése es el antecedente 
de la moderna y sofisticada responsabilidad extracontractual. En todo caso 
podría ser el antecedente remoto de todo el Derecho; o quizá mejor, la 
 venganza privada es probablemente el estado social anterior a la existencia 
del Derecho. Más tarde la venganza es organizada por el grupo y así resulta 
monopolizada por la autoridad social. 
En realidad, es posible hablar de Derecho- y aún entonces sólo 
sentido analógico- cuando se pasa del estadio de las reclamaciones 
interindividuales o de la irrestricta decisión de la autoridad social a un 
sistema normativo de organización de la sociedad en tanto que tal, con 
derechos y obligaciones para los ciudadanos y para el Estado, con frenos y 
contrapesos que equilibran los intereses brutos, los que, a través de un 
razonamiento socialmente aceptable, son transformados en Derechos 
reclamables. El Derecho Romano, por ejemplo, ya no es una mera 
canalización de la venganza ni el nudo ejercicio de la autoridad por aquél 
que gobierna sino que es un "sistema", una organización de los intereses y 
actividades de los hombres en el seno de la sociedad, que establece derechos 
y obligaciones recíprocos. 
2.2.2. Teorías de la responsabilidad extracontractual 
2.2.2.1. Teoría del daño.  
La comprobación de que la responsabilidad extracontractual es una 
institución histórica y de que sus principios no son universales sino 
que responden a las preocupaciones de una época, nos devuelve la 
capacidad de juicio. Dado que estos principios organizativos de la 
institución surgen en función de una problemática concreta, es 
 importante evaluar el principio que introduciremos en un nuevo 
Código en función de las circunstancias de la vida social en que se 
aplicará; deberá responder a las realidades, convicciones y 
problemas de nuestra época y no a las preocupaciones de los 
Romanos (quienes, por otra parte, como excelentes juristas, eran 
muy conscientes de sus circunstancias inmediatas, a diferencia de 
algunos de sus modernos admiradores). 
 
La responsabilidad extracontractual moderna es un mecanismo que 
persigue ante todo reparar económicamente un daño. En otras 
palabras, cuando una persona ha sufrido un daño sin justificación, el 
Derecho quiere que los aspectos materiales de este daño le sean 
aliviados mediante el traslado de su carga económica a otro o a otros 
individuos. Los autores coinciden en que la moderna responsabilidad 
extracontractual coloca el acento en la reparación de la víctima antes 
que en el castigo del culpable: el automovilista imprudente puede ser 
sancionado con multas -aun si no ha llegado a producir desafíos- o 
eventualmente con sanciones penales si su conducta ha sido 
particularmente grave; pero el Derecho Civil se ocupa 
fundamentalmente de reparar a la víctima, persigue el resarcimiento 
económico de quien sufrió el daño, independientemente de que el 
causante merezca un castigo o no. 
 
 Como puede advertirse, resarcir es desplazar el peso económico del 
daño: liberar de éste a la víctima y colocárselo a otra persona (el 
culpable, el causante, el empleador, el dueño del animal, el 
asegurador, etc.). Sin embargo, no es posible desplazar el peso 
económico del daño sufrido por la víctima y colocarlo sobre otra 
persona si no existe alguna buena razón para que ésta otra lo soporte. 
Notemos que obligar a una persona a cubrir los daños de un 
accidente equivale a convertirlo en víctima; y si las víctimas son 
tratadas con simpatía por el Derecho Civil, no podemos aumentar el 
número de ellas creando, paralelamente a la víctima directa o física, 
otra víctima de carácter económico. De ahí que el Derecho haya 
explorado ciertos principios que permiten justificar la transferencia 
del peso económico del daño. 
 
2.2.2.2. Teoría de la culpa. 
La primera de esta teoría justificatoria corresponde a la mentalidad 
liberal predominante en la época en que nace la responsabilidad 
extracontractual moderna- es la llamada responsabilidad por culpa o 
responsabilidad subjetiva, según la cual el peso económico del daño 
debe trasladarse al causante si éste ha obrado dolosamente o con 
imprudencia o descuido. 
 
 De acuerdo a este principio, cuando miramos en derredor desde la 
perspectiva de la víctima que busca satisfacción, al primero que 
encontramos es al causante del daño; y si este causante no obró con 
la diligencia adecuada, el perjuicio económico debe trasladársele 
porque el daño no se hubiera producido si no hubiera sido por su 
intervención negligente o imprudente. El causante "decidió" no 
tomar las precauciones debidas (es decir, pudo hacerlo y no lo hizo); 
y, como consecuencia de esta imprudencia o negligencia, debe 
asumir los efectos nocivos que se deriven de esa conducta. Hay un 
acento en el rol de la voluntad y de la libertad individual, que se 
manifiesta aún a través de la negligencia. Existe, pues, una buena 
razón para el desplazamiento del oneris económico. Si, por el 
contrario, el daño se produjo debido a circunstancias fortuitas que 
escapaban al control de la voluntad del causante, no existe 
justificación para hacerlo responsable y, no habiendo ninguna otra 
persona en quien hacer recaer dicha carga económica, ésta tiene que 
ser soportada exclusivamente por la víctima. 
 
2.2.2.3. Teoría  subjetiva. 
La teoría subjetiva, heredera moderna de las reflexiones medievales 
sobre el pecado, ofreció desde el primer momento muchas 
dificultades. 
 En términos rigurosos, se es culpable subjetivamente cuando no se 
han adoptado las medidas que estaban al alcance del sujeto para 
evitar el daño. Este es el sentido moral de la responsabilidad: si el 
daño no podía ser evitado por ese individuo en particular en esas 
circunstancias determinadas, no hay moralmente culpa. Algunos 
autores alemanes, en un prurito de rigor y de escrúpulos, 
pretendieron trasladar al Derecho este concepto de culpa derivado de 
la moral, absolutamente subjetivo y casuístico. BRODMANN11 
sostuvo que "Para haber tenido la obligación de evitar un daño, hay 
que haber tenido también la posibilidad de evitarlo. Pero el deber de 
un individuo está en proporción a su inteligencia. A nadie puede 
pedírsele que sea más listo de lo que Dios lo ha hecho". 
 
De esta manera la responsabilidad resulta relativizada e 
individualizada, sujeta a las posibilidades psicológicas, físicas, 
culturales y quizá hasta económicas de cada individuo en particular. 
Pero de esta manera también la investigación de la culpa se hace 
muy difícil. El análisis jurídico se transforma prácticamente en un 
análisis psicológico: lo que pudiera ser evitado por algunos 
individuos de reflejos más rápidos quizá no la evaluación de la culpa 
moral requiere una esprit de finesse que excede la capacidad de 
investigación del Derecho y lo vuelve inoperante. Ya en la Edad 
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 Media, un juez inglés, con ese espíritu pragmático y esa puede ser 
evitado por quien tenga reflejos más lentos, luego este último, no es 
culpable en tales circunstancias, aunque en las mismas circunstancias 
el primero sí lo sería nota de humor propios del genio anglosajón, 
decía a este respecto que "el pensamiento humano no debe ser 
investigado judicialmente, porque ni el mismo diablo sabe lo que 
piensan los hombres" 
 
La culpa objetiva. Estas dificultades para introducirse en el alma de 
los hombres han obligado al Derecho a reducir su análisis de la culpa 
a niveles más groseros, pero más objetivos, que atienden 
fundamentalmente a las conductas antes que a las motivaciones, a los 
comportamientos socialmente esperados antes que a las posibilidades 
específicas de cada individuo. El Derecho, sin abandonar todavía la 
noción de culpa sino para hacerla jurídicamente viable, inventó la 
ficción del "hombre razonable", construida míticamente sobre la idea 
del "buen padre de familia" romano: se trata de un prototipo de ser 
humano que actúa siempre en la forma más adecuada, dentro de lo 
razonable; y este hombre inventándose convierte en modelo o patrón 
para juzgar la conducta de los hombres reales. 
 
Ya el Derecho Romano había advertido que la aplicación de una 
culpa estrictamente subjetiva e individualizada era prácticamente 
 imposible: en la medida en que avanza la idea de culpa sobre la idea 
más objetiva de inuriae, "no se procede caso por caso a la 
investigación de aquello que explica la participación de la voluntad 
efectiva del sujeto  sino que se traza un modelo, un deber ser que 
quita contenido en el plano psicológico a la referencia a la facultad 
intelectiva y volitiva. 
 
Aun cuando una parte de la doctrina alemana todavía acoge la idea 
de la apreciación de una culpa in concreto, la doctrina francesa y la 
doctrina anglosajona se inclinan por la apreciación de la culpa in 
abstracto, es decir, sin referencia al sujeto específico concreto, sino a 
una noción abstracta de hombre-tipo a la que los franceses, siguiendo 
la tradición romanista, llaman "el buen padre de familia" y los 
anglosajones llaman "el hombre razonable" (el que ejerce un 
razonamiento). Es así como, ante un accidente, no se trata de 
preguntarse si esa persona en particular que es el causante tenía -él 
mismo- la posibilidad de evitar el daño, sino que simplemente 
comparamos su conducta con la que habría tenido en esas 
circunstancias un hombre razonable, un buen padre de familia. Si 
hay discrepancias entre la conducta real y la conducta ''modelo", ese 
causante es "culpable", luego responsable. 
La teoría de la responsabilidad subjetiva como única explicación de 
la obligación de reparar era quizá discutible como principio desde 
 que fue ideada; pero cuando menos podía funcionar adecuadamente -
con la "corrección" de la objetividad en la culpa- dentro de un 
mundo todavía simple como el de los siglos pasados, donde los 
riesgos de accidentes eran pocos y de una naturaleza tal que la 
negligencia podía ser fácilmente establecida. 
 
Pero la industrialización, las innovaciones tecnológicas, el 
incremento de las velocidades y de los poderes para hacer cosas, 
originaron una verdadera inflación de riesgos en el mundo 
contemporáneo. ¿Además, los nuevos riesgos tienen una naturaleza 
elusiva debido a su complejidad y no permiten identificar con 
facilidad al culpable, si existe alguno, cómo pedirle a los parientes de 
las víctimas de un accidente de aviación que prueben que el piloto 
actuó con negligencia (aun cuando ésta sea objetivamente 
considerada), para tener derecho a una indemnización? ¿Cómo exigir 
que la persona que se intoxicó con un producto defectuoso pruebe 
que el fabricante fue negligente o imprudente en su elaboración? en 
circunstancias tales. La investigación de la culpa se convertía a pesar 
del objetivizante recurso a la comparación con el patrón de conducta 
esperada- en un expediente engorroso, costoso y a veces insuperable 
que conducía, por lo general, a que las víctimas no alcanzaran 
resarcimiento alguno. En el Perú, un jurista de mirada aguda y larga 
denunció tempranamente las dificultades de mantener el principio de 
 la culpa en todos los casos. Manuel Augusto OLAECHEA12, ponente 
del título correspondiente del Código de 1936, decía (sin ser 
debidamente escuchado): "Si se examina el proceso de las ideas 
jurídicas, observamos una interesante evolución: la responsabilidad 
principia por tener en Roma un carácter netamente objetivo y poco a 
poco incide en el concepto de imputabilidad: la falta, vale decir la 
culpa, sirve de base a la doctrina, que queda así transformada de real 
en subjetiva. La culpa aquiliana o el cuasi delito traduce una especie 
de pecado jurídico. Esta concepción subjetivista domina en el curso 
de los siglos. Realiza una confusión entre los puntos de vista penal y 
civil, y es verdaderamente arcaica en una época corno la actual en 
que el problema de la responsabilidad no puede ser una simple 
cuestión de conciencia sino también de orden económico". Y 
concluía con una suerte de declaración de guerra al subjetivismo: 
"No concibo el sistema tradicional. Entiendo menos la lucha para 
sostenerlo. Este sistema no es social, ni cristiano, ni justo". 
 
2.2.2.4. Teoría de  la culpa  objetiva.  
Todo ello llevó a una mayor objetivación de la responsabilidad por 
dos caminos: uno más tímido, más tradicional; otro más osado, pero 
también más espinoso. 
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 El primer camino pretendió mantener la fidelidad al principio de la 
culpa. Ya hemos visto cómo este principio había sufrido una primera 
objetivación casi de inmediato al establecer el patrón objetivo del 
hombre razonable; podíamos hablar así de una "culpa objetiva". Ante 
las nuevas dificultades se da un paso más allá y se establece que la 
carga de la prueba corresponde a quien pretende liberarse de la 
responsabilidad: es éste quien debe acreditar que obró sin culpa. Así, 
esta área del Derecho crea una grave excepción al principio que 
sostiene que es el demandante quien debe probar lo que afirma. La 
teoría subjetiva clásica establecía que la víctima debía probar la 
existencia del daño y además la culpa del causante que justificaba 
que se le trasladara las consecuencias económicas de tal daño. En 
cambio, a partir de la inversión de la carga de tal prueba, la víctima 
se limita a probar el daño y el hecho de que una determinada persona 
fue causante del mismo; y es el causante quien debe probar la 
ausencia de culpa de su parte si quiere evitar el pago de una 
indemnización. Nótese cómo la inversión de la carga de la prueba 
funciona como una presunción iuris tantum generalizada de culpa: 
todo causante es, de primera intención, culpable. 
El segundo camino adoptó una dirección parecida, pero intentó 
formularla como un nuevo principio de responsabilidad. Esta nueva 
formulación del principio de responsabilidad fue denominada 
"responsabilidad objetiva" porque sólo atiende a los hechos del caso 
 (al nexo causal) sin que sea necesario preguntarse por la paternidad 
moral -la culpa del daño. La discusión sobre la culpa no requiere ya 
ser planteada por el demandante (como en la formulación clásica del 
principio subjetivista) ni tampoco puede ser alegada por el 
demandante para liberarse de responsabilidad (como sucedía en la 
inversión de la carga de la prueba): demostrado el daño, el causante 
queda obligado a repararlo. 
 
Evidentemente, este nuevo principio facilitó en forma extraordinaria 
la reparación de las víctimas, sin que éstas tuvieran que recurrir a 
proezas judiciales en materia de probanza ni a farragosos juicios en 
los que la bizantina discusión sobre la culpa aparecía como un 
engorroso leit motiv que retardaba el pago de la justa compensación, 
ya sea porque fuera planteada por el propio demandante como 
fundamento de su acción (responsabilidad subjetiva sin inversión de 
la carga de la prueba), ya sea porque fuera planteada por el 
demandado como defensa (responsabilidad subjetiva con inversión 
de la carga de la prueba). 
Sin embargo, la responsabilidad objetiva no resolvió de manera 
adecuada el problema moral y filosófico de explicar la razón o 
justificación por la que el causante tenía que convertirse en segunda 
víctima (de carácter económico) del accidente, aun en los casos en 
que éste puede probar que no tuvo culpa alguna. 
 Es por ello que algunos juristas conservadores, aun cuando eran 
conscientes de la necesidad de reformular el principio liberal de 
responsabilidad, se resistían a abandonar la idea de culpa porque, 
desde su punto de vista individualista, esto significaba el abandono 
de toda eticidad en la apreciación de la conducta. Georges RIPERT, 
por ejemplo, en el Prefacio al libro de SAVATIER, expresa su 
nostalgia por la culpa en estas palabras: "Escriben los juristas: 
debernos abandonar la idea de culpa, es una idea anticuada, el 
progreso la ha sustituido por la idea del riesgo. ¿Se atreverían a 
escribir: debemos abandonar la idea de que el hombre debe 
comportarse bien y decirle: 'Pórtate como quieras, a tus propios 
riesgos y peligros, pero si dañas a otro tendrás que pagar'? Sin 
embargo, eso es lo que enseñan y creen firmemente quienes ayudan 
de esta manera al progreso del Derecho"36. Entre nosotros, José 
LEON BARA_NDIARAN13 defiende la necesidad de la culpa 
(aunque admite excepciones para el caso de daños producidos 
mediante bienes o actividades peligrosas) porque "los actos humanos 
están sometidos a juicios estimativos, de mérito y de demérito, según 
que se procede bien o mal, pues la vida humana no está regida por la 
ley de causalidad, sino que tiene un sentido teleológico, ya que de 
otra manera no habría manera de calificar al ser humano como un 
sujeto de responsabilidad ética". 
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Es de advertirse que de alguna manera la responsabilidad objetiva 
tiene todavía algún fundamento en la culpa; sólo que atribuye culpa a 
todo causante y no le da oportunidad de demostrar lo contrario. Así 
la responsabilidad objetiva es una suerte de presunción iuris et de 
iure de culpa generalizada. Pero este mismo resabio de culpa es lo 
que la hace ininteligible: si en principio se paga porque es culpable, 
¿por qué no se nos permite demostrar que no lo somos? La 
responsabilidad objetiva impone una culpa irrefutable sobre todo 
causante; lo que parece contradictorio y hasta inmoral. 
 
En vista de ello, algunos juristas pretendieron fundada moralmente 
en el riesgo creado por el causante: el que realiza una actividad para 
beneficio propio (en sentido lato y no comercial), está creando un 
riesgo y debe responder por él. Pero si bien esta teoría puede tener 
mayor aplicación en el caso de ciertas actividades (plantas de energía 
nuclear u otras anormalmente riesgosas), no parece justificar 
adecuadamente la responsabilidad objetiva en los accidentes 
rutinarios -aunque sean producidos con bienes o actividades 
riesgosos- donde tanto el causante como la víctima se han colocado 
en situación de riesgo en su propio provecho: el conductor que se 
dirige en su vehículo a su oficina y el peatón que sale de su casa y 
cruza la autopista para comprar una botella de cerveza, ambos 
 realizan actividades que crean riesgos en provecho de ellos mismos; 
y no parecería que hubiera razón sólida alguna para preferir a uno a 
costa del otro. La única respuesta a esta objeción consiste en ingresar 
en una casuística muy compleja para establecer cuáles actividades 
son "más" generadoras de riesgos que otras. Pero por ese camino 
podemos perdernos en sutilezas de apreciación tan complicadas y 
escolásticas como la evaluación de la culpa y, en algunos casos, 
entrar en un callejón sin salida. 
 
Por consiguiente, la teoría objetiva así fundamentada se convertía ya 
sea en un, expediente para obtener la reparación de la víctima a 
cualquier precio teórico, sin preocuparse mayormente de la 
justificación para que tal persona en particular sea obligada a pagar 
el daño, ya sea -paradójicamente- en un medio para eliminar la 
responsabilidad extracontractual e impedir la reparación de las 
víctimas si llegamos a la conclusión de que todos realizamos de 
alguna manera actividades riesgosas en nuestro propio beneficio por 
lo que debemos asumir personalmente tales riesgos. 
 
2.2.2.5. Teoría del énfasis en la víctima.  
Estas consideraciones dieron origen a una reflexión más profunda de 
la responsabilidad extracontractual a la luz de sus objetivos actuales 
 y dentro de las circunstancias concretas en que se producen los daños 
en el mundo contemporáneo. 
Es así como se tomó más acentuadamente consciencia de que la 
responsabilidad extracontractual no tiene por objeto sancionar sino 
reparar: por tanto, el centro de preocupación está en la víctima y no 
en el causante. Este último será sancionado administrativamente con 
multas o suspensión de su licencia de conducir o podrá ser quizá 
hasta enjuiciado penalmente. Pero al Derecho Civil le interesa más 
bien aliviar a la víctima en los aspectos económicos del daño. 
  
2.2.2.6. Teoría de la responsabilidad de la sociedad.  
Se reconoció que el peso de los daños producidos por dolo y culpa 
inexcusable debe recaer sobre el culpable con el objeto de intimidar 
a quienes pudieran sentir la tentación de no adoptar las precauciones 
necesarias, sea por imprudencia imperdonable, sea para evitar un 
mayor costo económico o para obtener una ventaja material. Pero 
también se advirtió que paralelamente a esos daños de "padre" 
claramente conocido existen actualmente un sin número de 
accidentes que se producen aparentemente sin culpa de ninguna de 
las partes y en cierta forma debido a que es la sociedad toda la que 
quiere aprovechar ciertas ventajas tecnológicas generadoras de 
riesgos. 
 
 En estos casos -que constituyen quizá la mayor parte de los 
accidentes en el mundo actual- parecería que es también la sociedad 
toda la que debe de alguna manera contribuir a la reparación de la 
víctima. Sin embargo, tanto la teoría subjetiva como la teoría 
objetiva sólo toman en cuenta al causante directo y a la víctima: 
tratan la responsabilidad extracontractual como una relación 
interindividual, sin considerar los aspectos sociales que entran en 
juego. El sistema de la responsabilidad extracontractual, ya sea que 
se adopte el principio subjetivo o el objetivo, opera como un 
interruptor de corriente, con sólo dos puntos: off (el peso económico 
permanece en la víctima porque no se reconoce responsabilidad en el 
causante) y no (el peso económico se traslada al causante porque se 
establece la responsabilidad de éste). Sin embargo, en gran parte de 
los accidentes actuales parecería que la sociedad toda debe ser de 
alguna manera responsabilizada y el problema no puede quedarse 
dentro de los estrechos límites de la relación causante-víctima sino 
que tiene que procesarse socialmente. 
 
Tomemos el ejemplo de los accidentes de automóvil. En la mayoría 
de los casos, los dos choferes consideran honestamente que la culpa 
es del otro; el juez tiene muy graves escrúpulos de consciencia para 
atribuir la culpa a uno o a otro y finalmente opta por una 
responsabilidad compartida. Y es que, en realidad, quizá la culpa es 
 de ambos o de ninguno: aun cuando seamos los choferes más 
diligentes del mundo, en muchos momentos tenemos descuidos; y si 
uno de esos momentos coincide precisamente con el azar de que otro 
automóvil se cruce ante nosotros, se produce un accidente. Por 
consiguiente, el accidente resulta una combinación entre una falta 
humana estadísticamente inevitable y el azar. Notemos que si el azar 
no interviene en el momento del descuido colocando otro automóvil 
o un peatón delante, ni siquiera la teoría subjetiva sanciona la culpa 
presente en el descuido que efectivamente existió: si no ha habido 
daño (es decir, intervención del azar), el "culpable" de descuido no 
es sancionado por la responsabilidad extracontractual; lo que prueba 
que el sistema de responsabilidad extracontractual no está orientado 
a la sanción de una falta sino a la reparación de un daño. 
 
¿Podemos hablar todavía seriamente de la culpa como elemento 
decisivo de la responsabilidad cuando, a pesar de que existe un 
culpable (alguien que ha cometido un descuido o una imprudencia), 
éste no es penalizado sólo porque tuvo la suerte de no cometer 
ningún daño? La responsabilidad extracontractual sólo entra en 
acción si existe víctima; lo que significa que es la víctima el centro 
en torno al cual gira la responsabilidad extracontractual (y no el 
culpable) y que es la reparación lo que constituye el objetivo 
fundamental de todo el sistema (y no la sanción). 
  
Esta participación de la sociedad en la comisión del daño -que lleva 
a diluir socialmente la idea de culpa del causante directo- es 
particularmente patente cuando advertimos que, en muchos casos, la 
sociedad pudo disponer las cosas de manera de evitar que se 
produzca el daño, pero no lo hizo porque esperaba obtener ciertos 
beneficios del riesgo. Los accidentes no serían dañinos si la sociedad 
adoptara ciertas medidas de precaución. Por ejemplo, no habrían 
accidentes de automóvil si se prohibiera el uso de automóviles; 
menos radicalmente, los accidentes automovilísticos no causarían 
prácticamente lío alguno si se estableciera que no pueden circular 
automóviles que rueden a más de 10 km. por hora y que no cuenten 
con bandas de algodón y de jebe en todo su contorno que hagan 
inofensivas las colisiones. Es posible evitar así casi totalmente las 
muertes producidas con ocasión del tránsito vehicular. Pero la 
sociedad no quiere hacerlo porque prefiere que se produzca un cierto 
porcentaje de muertes -estadísticamente inevitables si no adoptamos 
las precauciones sociales antes mencionadas-para que la sociedad 
pueda disfrutar de las ventajas de la velocidad. 
 
Por consiguiente y siguiendo con el ejemplo anterior no sólo los 
conductores de automóviles sino la sociedad toda se beneficia 
también con la existencia de vehículos rápidos, que son mayores 
 productores de riesgos pero que tienen ventajas indudables para la 
manera general de vivir de todos los miembros del grupo social. 
Consecuentemente, si la sociedad acepta el riesgo a cambio de los 
beneficios, debe compartir también parte de la responsabilidad 
derivada de los accidentes rutinarios (no producidos por dolo ni por 
culpa inexcusable). 
 
2.2.2.7. Teoría de  la distribución social del daño.  
Este tipo de reflexiones ha guiado el pensamiento jurídico hasta la 
más moderna teoría de la responsabilidad extracontractual, llamada 
de la distribución o difusión social de los daños. 
 
La distribución social del daño ha sido también llamada por la 
doctrina "distribución del riesgo" (risk distribución). Sin embargo, a 
través de esta última expresión se pueden entender varias cosas 
diferentes. De un lado, puede pensarse que se trata simplemente de 
colocar la carga de los daños en los más ricos, en quienes están en 
mejor posibilidad de pagarlos. Esto nos llevaría a una suerte de 
justicia "a lo Robin Hood": quitarle a los ricos para darle a los 
pobres, sin más justificación que el hecho de que unos son ricos y los 
otros pobres. Esta sería la teoría del "bolsillo grande" (deep pocket o 
long purse justification). Una segunda acepción nos conduce a la 
idea de que los que crean un riesgo deben soportar sus 
 consecuencias, cualquiera que sea su grado de riqueza. Esto nos 
remite a la teoría del riesgo creado que hemos mencionado al hablar 
de la teoría de la responsabilidad objetiva. Una tercera acepción 
consiste en diluir el peso económico del daño, intersubjetivamente e 
intertemporalmente, de manera que el "responsable" no sea una 
nueva víctima, desde el punto de vista económico. 
 
Es esta tercera acepción que nos interesa en particular y que 
consideramos que constituye una posición diferente frente al 
problema de la responsabilidad por accidentes. Según ella, no se 
trata ya de buscar a un culpable a quien sancionar ni de crear por 
razones oscuras una nueva víctima económica frente a la víctima 
directa. De lo que se trata en esos accidentes de la vida 
contemporánea de carácter rutinario (lo que excluye el dolo o la 
culpa inexcusable), es fundamentalmente de reparar a la víctima y 
diluir en el todo social el impacto económico del daño para que 
nadie lo sufra en particular: la sociedad toda es responsable de los 
daños rutinarios de la vida en común y, consecuentemente, hay que 
trasladar el costo de la indemnización a toda la sociedad. 
 
¿Cómo lograr este propósito? A través de dos poderosos medios de 
difusión de los costos económicos que ofrece la moderna sociedad 
de mercado: el sistema de precios y la contratación de seguros. 
  
Explicaremos la utilización de cada uno de estos medios a través de 
sendos ejemplos. 
 
2.2.2.8. Teoría de  la difusión del riesgo a través del sistema de precios.  
Veamos el caso de los daños causados por productos defectuosos: 
una persona utiliza una crema de afeitar fabricada defectuosamente y 
ésta le causa una grave alergia que exige un costoso tratamiento 
médico y la imposibilita para concurrir a su trabajo por varios días. 
 
La responsabilidad subjetiva clásica exigiría que el consumidor, 
además de acreditar que el uso de tal crema le produjo la alergia, 
puede que hubo negligencia en el fabricante de la crema; lo que 
constituye evidentemente una labor ardua. La vertiente moderna de 
esa teoría, que invierte la carga de la prueba, atribuiría 
responsabilidad de primera intención al fabricante; pero liberaría a 
éste de culpa -y, consiguientemente, de responsabilidad- si prueba 
que adoptó todas las medidas razonables de control en la fabricación 
de los productos y que el defecto encontrado posteriormente 
escapaba a sus posibilidades de conocimiento dentro de los límites 
de una vigilancia normal del proceso productivo. Por su parte, la 
responsabilidad objetiva privilegiaría a la víctima al punto de obligar 
al fabricante a pagar una reparación sin que su falta de culpa lo 
 exonere; pero la pretendida explicación de que al fabricar tal crema 
de afeitar ese fabricante creó un riesgo en su beneficio no es 
correcta, ya que el sujeto que compró la crema para usarla también 
pensó que se beneficiaría con tal uso. 
 
La nueva teoría de la distribución social de los riesgos atribuiría 
también responsabilidad irrefutable al fabricante, pero basándola en 
razones muy distintas: el defecto del producto casi puede ser 
considerado como un azar, porque nadie tiene realmente culpa de 
que exista (suponiendo que no haya mediado dolo ni culpa 
inexcusable); pero el fabricante es la parte que está en mejores 
condiciones de diluir ese costo en el todo social a través de un 
incremento de los precios. En otras palabras, el fabricante puede 
calcular el riesgo estadístico de que ciertos productos salgan 
defectuosos a pesar de todo el control aplicado e incluir ese costo 
probable en el precio del artículo; de modo que todo el que compra 
la crema de afeitar está de alguna manera garantizando la posibilidad 
de una reparación para aquél miembro de la comunidad de usuarios 
que tiene la mala suerte de que le toque precisamente el producto 
defectuoso que escapó a todo control. 
 
Como se puede apreciar, ese fabricante no es un "responsable" 
propiamente dicho porque no se espera que él soporte íntegramente 
 el peso del daño; es más bien un canal para difundir tal peso 
económico entre la sociedad a través del sistema de precios. De esta 
manera, el riesgo social de que alguna vez se produzcan artículos 
defectuosos sin dolo ni culpa inexcusable del fabricante se diluye 
entre la sociedad toda que consume estos productos y que paga un 
precio que incluye el monto de las eventuales compensaciones por 
los daños causados. 
 
La difusión del riesgo a través del seguro. El mecanismo del seguro 
es similar al descrito anteriormente, pero tiene un mayor grado de 
institucionalización. Aquí la difusión de la carga económica del daño 
se realiza a través de un seguro obligatorio para aquellos riesgos de 
carácter rutinario fácilmente identificables y categorizables, tales 
como los accidentes de automóviles. 
 
Este seguro permite una adecuada satisfacción de la víctima y una 
eficiente difusión del daño entre todos los asegurados a través del 
pago de las primas. No se trata ya de buscar culpables sino 
simplemente, aceptando que en los accidentes rutinarios no hay 
propiamente culpa de nadie (en el sentido fuerte del término) y que 
la propia sociedad admite tales riesgos para beneficiarse con las 
ventajas que conllevan, se persigue reparar a las víctimas dentro de 
un esfuerzo social institucionalizado, sin producir una nueva víctima 
 de carácter económico: el "culpable" o el "causante", según se 
fundamente en la teoría subjetivista o en la objetivista; es decir, 
aquél que debe pagar individualmente el costo del daño. 
 
2.2.2.9. Teoría de la difusión del riesgo y prevención del daño. 
Claro está que es preciso tener en cuenta, adicionalmente al 
propósito reparativo de la responsabilidad extracontractual, los 
efectos erradicativos. En verdad, aun cuando en nuestra opinión la 
erradicación del riesgo no constituye la función principal de la 
responsabilidad extracontractual, no puede negarse tampoco que este 
mecanismo jurídico puede contribuir de manera bastante importante 
a lograr ese otro objetivo social. 
 
CALABRESI es quien, colocando el acento en la erradicación, ha 
pretendido conciliar este objetivo con la reparación socialmente 
difundida. Para este autor, no basta con eliminar los "costos 
secundarios" (reparar el daño) del accidente sino que también es 
preciso intentar reducir los "costos primarios", es decir, el accidente 
mismo. Esto significa que algún tipo de incomodidad debe ser 
sentida por aquéllos que más fácilmente podrían evitar la producción 
del riesgo, a fin de incentivar en ellos una actitud que lleve a 
controlar al máximo tal producción. De ello deducimos que cuando 
 menos el importe de las primas de seguros debe ser cargado a ese 
tipo de actores de la vida social. 
 
Parecería que regresamos de esta manera nuevamente a la teoría de 
la responsabilidad objetiva por riesgo creado, así como a todas sus 
dificultades. Sin embargo, la diferencia fundamental estriba en que, 
dentro de la perspectiva que venimos desarrollando, el énfasis no 
está colocado en la creación física del riesgo sino en la posibilidad 
económica de evitarlo. En vez de una apreciación gruesa y empírica 
sobre si crea más riesgo poner un automóvil en circulación o salir a 
caminar distraídamente por las calles, CALABRESI nos propone un 
sofisticado análisis económico para determinar quiénes son los que 
deben asumir el pago del seguro. 
 
El principio básico consiste en que el costo de diluir los daños 
económicos del accidente debe pasar a formar parte del costo de 
determinado bien o servicio que pudiera ser ofrecido con menos 
riesgos. El productor se está beneficiando por el hecho de crear un 
riesgo y de no cargarlo a sus costos, sino simplemente abandonarlo a 
los usuarios. Es verdad que si el peso económico del daño (es decir, 
el monto de las primas del seguro, dentro del mundo actual) es 
incorporado al costo del bien o servicio, el productor lo trasladará al 
precio y se resarcirá de ello. Pero su bien o servicio será más caro; y, 
 a través de la ley de la oferta y la demanda, el público decidirá si 
siempre tiene todavía interés en tal bien o servicio a su costo real, es 
decir, incluyendo su incidencia de daños probables. Si el precio se 
eleva demasiado y disminuye la posibilidad de venta del bien o 
servicio, el productor tendrá interés en estudiar alternativas que 
reduzcan la posibilidad de accidentes (costo primario) y, 
consecuentemente, reduzcan las primas a pagar (costo secundario), 
lo que lo llevará a una reducción de sus costos de producción. 
 
Como puede apreciarse, lo importante para que este mecanismo 
erradicativo funcione es que no se permita al productor 
"externalizar" sus costos, es decir, retirarlos de su estructura de 
precios y trasladarlos al usuario por caminos ajenos al mercado. Esto 
último sucede cuando el productor del bien o servicio no toma en 
cuenta la posibilidad de accidentes derivados de su actividad 
productiva y el sistema de responsabilidad extracontractual remite 
estos costos a otras personas (la propia víctima, un tercero o, sólo en 
ciertas circunstancias, el propio productor). El Derecho debe, más 
bien, obligar a una "internalizaeión" de los costos, a exigir que cada 
productor contabilice las posibilidades de accidentes derivadas del 
riesgo del bien o servicio, de manera que incidan en su precio final. 
 
 Dentro de este marco conceptual es posible comprender por qué, por 
ejemplo, los atropellos automovilísticos deben ser cubiertos por 
seguros de los propietarios de automóviles y no por seguros de los 
peatones. Ambos sistemas podrían resolver el problema de la 
difusión del riesgo: si los propietarios de automóviles son obligados 
a asegurarse, serán ellos quienes cargarán ese costo adicional de las 
primas de seguro a las actividades económicas que ellos realizan y 
así difundirán el riesgo; si los peatones son obligados a asegurarse, 
harán lo propio y también difundirán el riesgo. Pero es indudable que 
el propietario de un automóvil puede contribuir más fácilmente y a 
más bajo costo a evitar daños a peatones, que lo que pueden hacer 
los peatones mismos: los propietarios tienen un cierto control sobre 
la potencialidad riesgos a del automóvil, ya que están en aptitud de 
revisar periódicamente sus frenos y su dirección, usar llantas en buen 
estado, contratar choferes expertos, conducir a baja velocidad, etc. 
Ahora bien, si por el contrario obligamos a los peatones a que se 
aseguren y no a los automovilistas, el seguro del peatón no afectará 
el costo de poseer y conducir un automóvil; consiguientemente, los 
automovilistas no tendrán interés en buscar alternativas (las medidas 
de precaución antes mencionadas) que les reduzcan un costo que 
ellos no tienen. En consecuencia, aun cuando la reparación (el costo 
secundario) estaría garantizada, el accidente mismo (el costo 
primario) no sería controlado. Esto haría además que las primas de 
 seguro del peatón fueran más altas de lo que podrían ser si los 
automovilistas adoptaran precauciones. Por otra parte, manejar 
automóvil sería una actividad que se realizaría por debajo de su costo 
(ya que el costo de los accidentes habría sido transferido al peatón) y 
ello sería un incentivo para el uso del automóvil; lo que a su vez 
aumentaría los costos del peatón debido a que aumentarían las 
primas en razón del incremento del número de automóviles 
peligrosos. 
 
A todo ello hay que agregar que, para ciertas personas, las primas no 
son transferibles porque las actividades económicas que realizan 
tienen precios rígidos que no permiten un aumento fácil. Por 
ejemplo, el propietario de un automóvil que es empleado y no 
empresario, tendrá dificultades para exigir un mayor sueldo 
atendiendo a este mayor costo de las primas. Pero también tendrán 
esta misma dificultad algunos empresarios que no pueden aumentar 
proporcionalmente el precio de los bienes o servicios que producen 
debido a limitaciones del propio mercado o a medidas 
administrativas. En principio, siempre que el mercado no es perfecto, 
la incidencia de la prima de seguro tiende a quedarse en quien está 
obligado a contratar el seguro. En estos casos, el mecanismo del 
seguro cumple su papel de difundir la mayor parte del peso 
económico del daño cuando menos entre el total de los asegurados; 
 pero ese peso residual constituido por la prima misma de seguro 
queda en quien mejor podría evitar la producción de estos daños y 
así tiende a erradicarlos. Por consiguiente, podría argumentarse que 
la ausencia de un mercado perfecto hace aún más eficaz la solución a 
través del seguro porque logra establecer una proporcionalidad entre 
dos propósitos sociales que podrían presentarse como contrapuestos: 
de un lado, la disolución o difusión del daño debido a que se tiene 
consciencia de su carácter social; de otro lado, la erradicación de las 
fuentes de daños, debido a que también se tiene consciencia de que, 
aun cuando el riesgo ha sido creado socialmente, hay contribución de 
algunos individuos que, pudiendo adoptar ciertas precauciones, no lo 
hacen. 
 
Este efecto se hace aún más notorio si las Compañías de Seguros 
establecen, como es usual, primas diferenciadas en razón del riesgo y 
de las precauciones asumidas: quien no tenga accidentes en un año, 
puede pagar una prima menor en el año siguiente; quien tiene su 
automóvil en mejores condiciones, puede tener también derecho a 
una reducción de la prima. En esta forma, la asignación de la 
obligación de asegurarse a quien mejor puede controlar o atenuar el 
riesgo, cumple una función erradican te. 
 
 Finalmente, insistimos en que la finalidad de la responsabilidad 
extracontractual es eminentemente reparativa. Por tanto, no debe 
esperarse de ella un papel erradicativo muy grande. Para cumplir este 
otro propósito social, existen áreas del Derecho más eficientemente 
preparadas. Por ejemplo, el Reglamento de Tránsito prevé multas y 
otras sanciones para quienes conduzcan a velocidad excesiva o para 
quienes no cumplan con un mínimo de revisión técnica anual de sus 
vehículos, etc. Todo ello no tiene otro objeto que evitar que se 
incrementen innecesaria o intolerablemente los riesgos sociales. La 
prevención del daño está, pues, fundamentalmente a cargo de normas 
ajenas al Derecho Civil. 
 
2.2.2.10. Teoría del sistema y estadística.  
Utilizando las categorías de STEINER, podríamos decir que la 
percepción clásica de la responsabilidad es diádica, mientras que la 
percepción actual es sistémica y estadística. 
 
Por percepción diádica debemos entender aquella que configure el 
accidente como un hecho que relaciona dos unidades individuales, 
como un par: el "responsable" (culpable o causante, según se trate de 
responsabilidad subjetiva u objetiva) y la víctima. En este sentido, 
"par" no implica una relación permanente o continua sino 
simplemente una vinculación de naturaleza correlativa, que puede 
 tener un carácter absolutamente accidental. En cambio, la percepción 
sistémica coloca a los diferentes participantes del accidente 
(causante, víctima, seguro, etc.) como partes interrelacionadas de un 
esquema más amplio y social: son elementos de un contexto de 
relaciones entretejidas. 
 
La visión diádica es miope y no logra comprender adecuadamente el 
accidente, porque el contexto social no deja de estar presente en éste 
aun cuando se lo perciba como un hecho que sucede sólo entre el 
responsable y la víctima. Asumida una óptica diádica, ni la doctrina 
ni los jueces perciben la dimensión social del accidente porque no 
tienen la visión adecuada; pero esta dimensión no desaparece con 
cerrar los ojos: es un ingrediente esencial del mismo. Las Cortes y la 
teoría jurídica imaginan usualmente los accidentes como eventos 
aislados, discretos; no comprenden las conexiones de estos 
fenómenos con la vida de la sociedad. 
 
Esta misma configuración del accidente como hecho privado impide 
a las teorías clásicas (sean subjetivas u objetivas) la consideración 
del accidente como una categoría estadística. La percepción clásica 
ve el accidente en sus aspectos anecdóticos, mientras que la 
percepción actual lo ve como un fenómeno recurrente y medible 
estadísticamente. 
  
Es probablemente debido a esas diferencias de perspectiva que la 
responsabilidad extracontractual tradicional sólo se preocupa del 
caso concreto y se limita a una estrecha concepción judicial del 
daño. En cambio, la responsabilidad extracontractual moderna, 
tomando consciencia de la naturaleza social del problema, amplía el 
campo del Derecho Civil y no vacila en recurrir además a otras áreas 
jurídicas para, entre todas, intentar administrar el riesgo, 
domesticarlo, calcularlo socialmente y establecer también 
socialmente los mecanismos de prevención (básicamente por la vía 
administrativa y por la vía penal y, en forma menor, por la vía civil) 
y de reparación (a través del Derecho Civil y de los medios del 
mercado: seguros, precios, etc.). 
2.2.2.11. Teoría de  la responsabilidad extracontractual y teoría 
económica. 
Responsabilidad y riqueza personal. El primer acercamiento entre la 
situación jurídica derivada del daño y las consideraciones de carácter 
económico que envuelven a las partes, se ha basado en una 
comprobación simple: el agente y la víctima no tienen 
necesariamente la misma capacidad económica; por consiguiente, 
cuando existe una manifiesta desigualdad, el Derecho no puede 
ignorar este hecho que forma parte del tejido de la situación jurídica. 
 
 Esta consideración de la riqueza relativa de las partes con el objeto 
de determinar la responsabilidad puede fundarse en justificaciones 
muy diferentes. De un lado, es posible utilizar un razonamiento 
estrictamente utilitario y aplicar la teoría del costo y del beneficio 
marginal. Dentro de esta línea, se dirá que quien tiene más dinero 
puede soportar mejor el daño y perjudicarse menos con ello, que 
quien tiene menos dinero: la víctima directa "económica" (el 
responsable) es menos víctima si tiene más dinero. Puede-plantearse 
un ejemplo extremadamente simplista, pero ilustrativo: si una 
persona tiene un solo vehículo, será catastrófico para ella si lo pierde 
en un accidente (caso de que sea la víctima) o si tiene que venderlo 
para pagar el valor de un automóvil a la persona con quien ha 
chocado (caso de que sea señalado como responsable); en cambio, si 
la persona tiene diez automóviles, la pérdida física de uno o de su 
valor no afectará gravemente su vida ni su comportamiento 
económico futuro. Por consiguiente, cuando los legisladores 
establecen las reglas de responsabilidad o cuando los jueces las 
aplican -sostienen algunos- deben tener en cuenta este orden de 
consideraciones a fin de que el peso económico del daño recaiga (o 
permanezca, en el caso de la víctima) en quien tiene mayor 
capacidad para absorberlo, ya que ello será lo menos disruptivo 
económicamente. Otros sostienen que la atención a la relativa 
riqueza de las partes se funda en una razón de orden político-social: 
 siendo la igualdad un ideal, es preciso aprovechar cualquier ocasión 
para producir un efecto redistributivo que tienda a minimizar las 
diferencias de fortuna. Dentro de esta línea de razonamiento, el 
accidente y su reparación se convierten en instrumentos de una 
política de redistribución de la riqueza. En consecuencia, siempre 
que se produce un accidente, hay que cargarle el peso económico del 
daño a la parte más rica a base del expediente de hacerlo responsable 
(si es agente) o de hacerle soportar dicho peso negándole el derecho 
a exigir indemnización (cuando es víctima). De esta manera se harán 
menos ricos a los ricos y menos pobres a los pobres, con lo que se 
avanza hacia el ideal igualitario. 
 
Una tercera eventual fundamentación puede tener un carácter moral 
y basarse en un sentido de solidaridad "a la Robin Hood": no es que 
se proponga una nivelación de fortunas, sino simplemente se postula 
que los ricos deben ayudar a los pobres y por eso tienen obligación 
de cargar con las desgracias sociales. 
 
Por último, es posible introducir el factor riqueza dentro del 
razonamiento únicamente por razones prácticas: si se atribuye la 
responsabilidad al más rico, hay más garantía de que la víctima sea 
efectivamente indemnizada. 
 
 2.2.2.12. La teoría económica repensada 
Los planteamientos que hemos expuesto están asentados sobre un 
presupuesto fundamental: que el mercado pueda funcionar sin 
ninguna traba y basado exclusivamente en un razonamiento 
utilitario. Sin embargo, ésta no parece ser la situación real. 
 
CALABRESI denuncia esta falta de correspondencia de la situación 
teórica con la situación real. Es verdad, dice, que si se asume que la 
conducta es siempre racional, que las transacciones no implican 
costo y que no hay restricciones legales para el mercado y para la 
libre negociación, toda distribución defectuosa desde el punto de 
vista de PARETO14 (ya sea porque el reparto original era defectuoso 
o porque se produjo una situación posterior -un accidente- que 
modificó el status económico de las partes), será "curada" por el 
mercado a través de las negociaciones o transacciones subsecuentes. 
Por ejemplo, si el costo de un artefacto que impida que el humo de 
las fábricas deteriore el trigo de los agricultores vecinos es más 
barato que producir un trigo resistente al humo, los agricultores 
tendrán interés en pagar a las fábricas ese costo para que instalen el 
aparato; y a su vez los agricultores cargarán este costo al precio del 
trigo. Si, en cambio, es más barato producir una variedad de trigo 
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 resistente, los agricultores no querrán pagar nada a los fabricantes 
por el dispositivo anticontaminante y preferirán invertir una suma 
menor en una solución propia. 
Pero, agrega CALABRESI, no existe nunca una situación tan fluida 
en la que todo pueda ser cargado al mercado y donde la transacción 
misma no suponga un costo que crea una distorsión del sistema. 
Dado que la sociedad está formada por un gran número de personas 
y que no todas tienen igual capacidad para negociar, las bases 
sociales de toda la construcción teórica propuesta se resienten 
cuando son confrontadas a la realidad. Muchas personas están en una 
posición negociadora débil, ya sea porque tienen patrones culturales 
que las limitan o porque su ubicación dentro del mercado no les 
permite trasladar el costo del daño a su propia actividad o porque 
existen costos de oportunidad que no pueden afrontar. En estas 
condiciones, el reparto original de bienes y de posibilidades o las 
intervenciones posteriores del Derecho, influyen notablemente en los 
resultados de las transacciones recíprocas. 
 
Veamos el caso de los accidentes de trabajo. La teoría dice que no 
importa en quién recaiga el peso económico del daño porque el 
mercado se encargará de distribuirlo adecuadamente: si recae en el 
trabajador (es decir, si el empleador no tiene obligación de resarcir el 
daño sufrido), los trabajadores exigirán al empleador una suma 
 mayor por concepto de salario con el objeto de "auto-asegurarse"; si 
cae en el empleador, los fabricantes colocarán esta incidencia como 
parte del costo y los trabajadores tendrán que pagarla dentro del 
precio de los artículos que compran. Pero si analizamos la realidad, 
este razonamiento no es exacto. Cuando no existía seguro de 
accidentes de trabajo, el trabajador no tomaba en cuenta el riesgo 
para establecer el monto del salario que pedía por su trabajo; y, en la 
mayor parte de los casos, tenía que aceptar el salario que le daban o 
se quedaba sin trabajo y se moría de hambre. 
 
MISHAN, señala también sus reservas sobre la tesis de que el 
Derecho es en última instancia irrelevante en la asignación de lo que 
le corresponde a cada uno. La ley, según obligue o no obligue a 
pagar los daños originados por una determinada acción, determina en 
quién recae el esfuerzo de negociación. Si la ley hace responsable al 
industrial que arroya sus desagües químicos al río, por los daños 
causados a agricultores que riegan sus campos aguas abajo, entonces 
será tal industrial quien tendrá que intentar comprar a los 
agricultores su derecho a demandar: tendrá que ofrecerles una suma 
que les haga económicamente soportable el hecho de recibir aguas 
contaminadas. En cambio, si la ley no le atribuye ninguna 
responsabilidad sobre la base de que se trata de daños indirectos o de 
cualquier otra argumentación jurídica, entonces serán los 
 agricultores quienes tendrán que intentar comprarle al industrial su 
derecho de contaminar: le ofrecerán una suma que le haga 
económicamente rentable en colocar un dispositivo de purificación 
de los desagües antes de que sean arrojados al río. El hecho de que el 
orden jurídico reconozca el derecho del ciudadano a usar aguas no 
contaminadas, a la ausencia de ruidos molestos, a disfrutar de aire 
puro, etc. coloca la carga del compromiso económico en quienes 
pretenden destruir estas condiciones y abre mayores 
responsabilidades de negociación a los afectados. 
 
Hay un argumento más en contra de la teoría reseñada -aún sin entrar 
en los problemas filosóficos y éticos que ella encierra- que 
CALABRESI apunta. Para establecer el verdadero funcionamiento 
del mercado en cada caso, haría falta una enorme cantidad de 
información. SI se quisiera simplemente analizar el tipo de 
transacciones en cascada que' conducirían al óptimo de PARETO36 
a partir de un accidente de automóvil, sería necesario reunir una 
inmensa cantidad de datos; y hasta ahora no se ha intentado un 
análisis completo de ese tipo. 
 
Pero los abogados no pueden esperar hasta tener una seguridad 
completa para actuar. Mientras que los economistas -al menos, los 
economistas neo-liberales- tratan de matematizar las situaciones y 
 moverse en un mundo de verdades establecidas y vinculadas entre sí 
mediante situaciones, los abogados se mueven en el mundo de lo 
meramente probable. Pero como el mundo probable es el de todos 
los días, los aboga dos están más cerca de la realidad que esos 
esquemas económicos abstractos. Por otra parte, en este mundo de 
todos los días la gente tiene otros intereses al margen del beneficio 
económico: la gente cree también en la justicia y en un conjunto de 
valores culturales o morales que quiere que sean realizados, 
independientemente de su relación costo/beneficio. El abogado no 
puede ceñirse simplemente a una racionalidad hipotética, sino que 
tiene que ayudarse en su labor con un ejercicio adivinatorio (guess 
work) sobre lo que son realmente los hechos y sobre lo que la gente 
realmente quiere. 
 
Por todo ello, mientras que para COASE la menor intervención del 
Gobierno y del Derecho es usualmente lo mejor, para CALABRESI15 
las cosas se presentan de manera bastante más compleja. De ahí que 
aun cuando en teoría el mercado bajo ciertas condiciones puede 
controlar las diferentes situaciones y lograr un óptimo, en la práctica 
no se puede abandonar todo al mercado porque carecemos de los 
datos sobre su operación en la realidad, sobre las condiciones en que 
realmente está actuando 
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Para CALABRESI, la responsabilidad extracontractual no es un 
campo aislado del Derecho sino que sus reglas tienen una estrecha 
relación con las demás normas, particularmente con las de los 
Derechos Reales y las del Derecho Penal. En última instancia, el 
Derecho es un sistema de protección de intereses individuales que la 
comunidad considera con "título" suficiente para ser protegidos. Por 
tanto, básicamente el orden jurídico confronta en primer lugar un 
problema de "titularidad". Determinada las bases de tal titularidad, el 
Derecho se encarga de proteger los "títulos" a través de diferentes 
grupos de normas. En el campo del Derecho Civil, los Derechos 
Reales protegerán los títulos sobre bienes objetivables (rei), bienes 
permanentes que están en el comercio de los hombres y cuyo título 
es oponible a cualquiera; la responsabilidad contractual protegerá los 
títulos sobre intereses efímeros (duran lo que dura la relación 
contractual); la responsabilidad extracontractual protegerá los títulos 
sobre bienes extra comercio, que no pueden ser objeto de propiedad 
(derecho a la vida y a la salud, a la honra, al goce pacífico de los 
bienes, etc.), y también las "propiedades" cuando no se atenta contra 
su titularidad (que es materia de los Derechos Reales) sino contra su 
integridad física o contra su valor económico (daños y perjuicios). El 
Derecho Administrativo colabora con tal protección prohibiendo o 
alentando ciertos actos que pueden afectar los bienes titulados y 
 administra la comunidad de titulares. El Derecho Penal prolonga una 
de las funciones del Derecho Administrativo prohibiendo de forma 
radical ciertos actos que afectarían también muy radicalmente los 
respectivos derechos titulados. 
 
El problema fundamental consiste, entonces, en determinar las bases 
de la titularidad y luego definir los mecanismos de respaldo. Uno de 
los criterios que puede regir este proceso es el de la eficiencia 
económica u optimalidad de PARETO. Pero, como hemos visto, 
CALABRESI reconoce -contra lo que sostienen los más fervorosos 
defensores de la corriente denominada Law & Economics- que la 
optimalidad funciona de manera diferente según el reparto inicial, 
porque las transacciones posteriores resultan afectadas por la 
desigual distribución de riqueza. Además, CALA-BRESI acepta que 
hay valores culturales (religiosos, éticos, etc.) (Que muchas veces 
parecen asumir más importancia que la optimalidad misma. 
 
Estas ideas informan su teoría sobre los accidentes. En este campo, 
los individuos son indudablemente titulares de un derecho a gozar de 
su vida y de sus bienes en condiciones pacíficas y normales. El orden 
jurídico pretende proteger estos bienes mediante procedimientos que 
tienden fundamentalmente a evitar que sean afectados; o a que, si lo 
son, el daño producido sea reparado. Con estas miras, CALABRES° 
 distingue tres tipos de costos que se derivan de los accidentes: (a) los 
costos primarios, que son los resultados directos del accidente: la 
vida truncada. el miembro perdido, la propiedad dañada, la salud 
quebrada por la contaminación ambiental, etc.; (b) los costos 
secundarios, que están constituidos por las sumas de dinero que 
deben pagarse como indemnización a quienes sufrieron los daños: el 
peso económico del daño que recae sobre un individuo en particular, 
ya sea que se le llame "el culpable", "el agente", etc.; y (c) los costos 
terciarios, que son todos los derivados de poner en funcionamiento la 
maquinaria legal que controla los costos primarios y los secundarios: 
el costo de prohibir administrativamente una determinada actividad, 
el costo para la víctima de demandar, el costo para el Poder Judicial 
de manejar una gran cantidad de juicios de responsabilidad, etc. 
 
El ideal sería minimizar los tres costos antes mencionados. Sin 
embargo, estos tres tipos de costos se encuentran interrelacionados y 
lo que minimiza uno de ellos puede maximizar el otro. Por ejemplo, 
no puede pensarse que la sociedad quiere eliminar los accidentes a 
cualquier precio; hay muchos casos en los que el costo de una 
medida destinada a evitar un accidente (costo terciario) es demasiado 
alto y hace imposible su aplicación. Así, es necesario desterrar el 
mito de que la sociedad protege la vida humana por sobre todas las 
cosas. "Nuestra sociedad" dice CALABRESI, "no se ha 
 comprometido a preservar la vida a cualquier costo... Se aceptan 
riesgos que -estadísticamente, por lo menos- tendrán indudablemente 
un costo en vidas humanas". De lo que se trata entonces es de saber 
"cuán lejos queremos ir en salvar vidas y a qué costo". 
  
Para combatir los costos de los accidentes puede recurrirse a 
medidas que operan a través del mercado (general detenerse) y que 
no prohíben la actividad generadora de accidentes pero obligan a 
pagar sus consecuencias (reglas de responsabilidad extracontractual) 
o a medidas que operan administrativamente (especifica detenerse) y 
que prohíben o limitan la actividad generadora de accidentes 
(reglamento de tránsito que establecen" velocidades máximas, 
obligación de colocar un artefacto anticontaminante en las 
chimeneas de las fábricas, prohibición de tener una fábrica de 
explosivos en el centro de la ciudad, etc. 
 
Habitualmente, los sistemas de responsabilidad extracontractual se 
combinan con medidas administrativas para combatir o compensar el 
costo de los accidentes. Y, si se quiere diseñar un método eficaz de 
minimizar los efectos de los accidentes, es preciso estar muy 
consciente de esta vinculación entre ambos tipos de medidas. Por 
ejemplo, si la acción por daños y perjuicios es demasiado 
complicada o si es usual que la víctima 111) obtenga judicialmente 
 reparación o que la reparación obtenida sea siempre insatisfactoria 
(por el tiempo transcurrido o por otras razones), las personas 
manifestarán una tendencia a contratar un seguro; lo que facilita la 
reparación del daño (costos secundarios), Ahora bien, las Compañías 
de Seguros señalarán primas más ventajosas a quienes tengan 
automóviles reforzados que resisten mejor las colisiones (en el caso 
de seguro de automóviles) o a quienes sepan manejar armas. Pero los 
automóviles reforzados hacen más estragos a los demás automóviles 
cuando chocan y la difusión del uso de armas en 111 poblaciones 
hace más insegura la vida en la ciudad; lo que incrementa la 
producción de daños (costos primarios). El mismo razonamiento es 
aplicable al caso de que el Gobierno desarrolle un sistema de seguro 
obligatorio de accidentes de automóviles; si se opta por seguros de 
"primera persona" (cada seguro paga los daños propios de su 
asegurado) en vez de los seguros por "tercera persona" (cada seguro 
paga los daños de la otra persona involucrada en el accidente), se 
tienen numerosas ventajas: se culmina la engorrosa investigación de 
la culpa, la víctima reclama a su propia Compañía de Seguros con la 
que tiene relaciones habituales, etc.; pero las Compañías de Seguros 
favorecerán todos los mecanismos que produzcan el daño propio 
aunque aumenten la peligrosidad de ese automóvil y 
consecuentemente incrementen la producción de daños. 
 
 CALABRESI16 sugiere que el peso económico del daño debe ser 
unidamente colocado en quien es el "más barato evitador del daño" 
(cheapest cost-avoider). "Es preciso" dice, "detectar qué actividad o 
grupo de actividades puede reducir los costos de los accidentes en la 
forma más barata en términos de valores de mercado, dado que 
solamente si los costos son atribuidos a esas actividades puede haber 
propiamente una decisión adecuada del tipo general deterrence (es 
decir, vía el mercado) por o contra los costos de los accidentes. El 
problema análogo para la determinar cuáles actividades pueden 
reducir 'mejor' los costos de accidentes desde un punto de vista 
colectivo". En otras palabras, se trata de golpear el mal en su origen, 
obligando económica o administrativamente a tomar una decisión en 
contra del accidente a aquél que precisamente es quien puede 
evitarlo. El responsable será aquél que mejor pueda evaluar el riesgo 
de accidente, porque es el que mejor puede adoptar las medidas 
necesarias para evitar que el accidente se produzca. 
 
Esta determinación del cheapest cost-avoider puede hacerse caso por 
caso o también por categorías de agentes o de actividades: los 
automovilistas, los que usan máquinas en su producción, los que 
producen bienes destinados al consumo, los que abren piscinas al 
público, etc. Dentro de este contexto, el principal objetivo de todo 
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 sistema de responsabilidad extracontractual por accidentes tiene que 
ser la reducción del costo de los accidentes. Pero el sistema debe ser 
sentido como justo (fair). Propiamente hablando, la justicia no es un 
objetivo sino una limitación: el objetivo es reducir el costo de los 
accidentes (en el cual se incluye tanto el disminuir las posibilidades 
de accidentes como el compensar a las víctimas); y es esto 10 que 
hay que hacer de manera justa. 
 
CALABRESI no ignora la naturaleza social del accidente moderno; 
y, por ese motivo, no deja de ver la necesidad de diluir el peso 
económico del daño entre la sociedad. Por eso incluso afirma que, 
complementariamente al principio de hacer recaer la responsabilidad 
sobre el cheapest cost-avoider, hay que aplicar el principio de que la 
responsabilidad debe incidir fundamentalmente en quien mejor 
pueda asegurarse o auto-asegurarse. 
 
Este planteamiento pudiera parecer contradictorio: si de lo que se 
trata es de presionar económicamente sobre quien puede evitar el 
daño que efectivamente lo evite, parecería que éste debe soportar 
todo el económico sin diluido a través del seguro o de los precios. 
Sin embargo, es claro que no sería realista pensar que, dentro de una 
economía de mercado, aquél a quien se le ha hecho recaer la 
responsabilidad no va a Intentar desplazada a otros mediante alguno 
 de los procedimientos mencionados. Pero ello no afecta el objetivo 
de erradicación del daño en la medida en que no vivimos dentro de 
un mundo de mercado ideal. Las transacciones no son tan fáciles ni 
tan fluidas como lo supone la teoría: "el precio de muchos productos 
no puede ser aumentado sin dificultades, ('1 hecho de recibir 
inicialmente el peso económico del daño -aunque después lo 
transfiera-implica costos financieros y de oportunidad que a su vez 
tienen que ser desplazados a los precios; pero todo ello hace cada 
vez más complejas las cosas. Por consiguiente, aun cuando el peso 
del que no pueda ser teóricamente diluido a través del sistema de 
precios y de ILTN seguros, en la práctica quien lo recibe 
inicialmente preferiría no haberlo recibido nunca. De esta manera 
existe siempre una función de deterrence. 
  
Desde su perspectiva fundamental de deterrence, lo que 
CALABRESI no admite es que el costo del accidente sea retirado de 
la economía tanto del causante como de la víctima mediante un 
sistema de seguro social general, del tipo de Nueva Zelandia. 
Mientras el costo del accidente tenga que ser internalizado por el 
cheapest cost-avoider, aun cuando éste proceda después a difundido 
más o menos trabajosamente, el efecto deterrence está siempre 
presente. En cambio, dice CALABRESI, "cuando nadie resulta 
incomodado por el accidente porque un organismo que se encarga de 
 compensarlo, nadie se preocupará tampoco por evitar las causas de 
los accidentes. 
 
Sin que ello signifique que nos inclinemos por un seguro estatal 
respecto del cual debo confesar mi escepticismo- pienso que esta 
última conclusión no es del todo rigurosa. Es posible hacer una 
distinción de los daños intolerables (todos aquéllos que se pueden 
razonablemente' evitar y no se evitan) y los propiamente accidentes. 
Los primeros son aquellos que la sociedad puede y quiere evitar. 
Para ello, ha establecido medidas de specific deterrence, como la 
prohibición de conducir por encima de cierta velocidad dentro del 
área urbana o la obligación de descontaminar las aguas que se 
arrojan al río, etc. También se encuentran en este grupo los daños 
causados mediando dolo o culpa inexcusable. Los segundos, los 
accidentes, son los que no se pueden evitar razonablemente (debido a 
que su producción misma es colectiva y a que el costo colectivo de 
evitados sería más alto de lo que la sociedad está dispuesta a pagar). 
Podríamos decir que los daños intolerables deben ser intemalizados 
por el cheapest cost-avoider (que en el caso de los daños dolosos o 
causados mediando negligencia inexcusable será el "culpable", en 
sentido clásico) con el objeto de desalentarlo en la creación de la 
situación generadora del daño, mientras que los propiamente 
accidentes pueden ser intemalizados directamente con el objeto de 
 que su peso sea diluido de la mejor forma posible (ya que no hay 
forma de evitarlos). 
 
 
2.2.3. La responsabilidad extracontractual en el Perú. 
2.2.3.1. El código civil de 1852.  
El codificador de 1852 adoptó el principio de la culpa como base 
para la determinación de la responsabilidad, .de acuerdo a la 
tradición de la época. 
De la misma manera corno el Code Napoleón en el cual se inspira, el 
Código Civil peruano de 1852 coloca la materia bajo el título 
"Obligaciones que nacen de delitos o de cuasidelitos", marcando de 
esta forma el carácter de hecho ilícito del acto que produce el daño 
resarcible y la necesidad de la presencia del dolo o de la culpa para 
configurarlo. 
 
Esta culpa debe ser demostrada por el demandante en la generalidad 
de los casos. Sin embargo, existen algunas situaciones en las que ya 
se admite una inversión de la carga de la prueba. Este es el caso de la 
responsabilidad de los padres, guardadores, maestros y, en general, 
personas que tengan a alguien bajo su cuidado, por los daños que 
cometan los hijos, las personas sujetas a la guarda, los alumnos y, en 
 general, aquellos sujetos al cuidado de ellas, respectivamente: si bien 
esas personas responden de primera intención, están en aptitud de 
liberarse de responsabilidad justificando que no pudieron impedir el 
hecho que causó el daño (art. 2194). También sucede lo mismo con 
la responsabilidad por daños producidos por animales, por los que 
responde el dueño; pero éste puede liberarse probando que el animal 
se había perdido o extraviado sin su culpa (art. 2192). 
 
Cabe señalar que en este último caso la responsabilidad es más 
estricta: no se libera el dueño del animal si éste no se hubiera 
extraviado, aunque pruebe que no podía hacer nada para impedir el 
daño. En el fondo, hay aquí un atisbo de la teoría del riesgo creado 
que no estaba presente en su antecedente francés. En el Code 
Napoleón -cuando menos según la interpretación primigenia, que 
actualmente ha sido variada por los tribunales franceses hasta casi 
transformar esta responsabilidad en objetiva- el propietario era 
responsable, ya sea que el animal estuviera bajo su custodia o que se 
hubiera escapado o perdido; pero tal propietario podía probar 
también su ausencia de culpa en ambos casos. En cambio, el Código 
Civil Peruano de 1852 le quita posibilidad de liberarse mediante la 
argumentación subjetivista si el animal no se ha perdido ni 
extraviado. 
  
 Pero además, existen otras reglas en las que se apunta aún más 
marcadamente el inicio de un pensamiento jurídico objetivista. Así, 
el artículo 2197 establece que "el que vive en una casa es 
responsable de los daños que causen las cosas arrojadas de ésta; pero 
puede repetir contra el autor del daño". Nótese cómo responde una 
persona que definitivamente no es el autor del daño y que no 
necesariamente tiene culpa. Forzando mucho la teoría de la culpa, 
alguien podría aducir que existe en esta peculiar responsabilidad una 
cierta base de culpa porque todo el que vive en una casa tiene la 
obligación de vigilar que ninguno de los otros moradores arroje algo 
por la ventana. Pero esta argumentación no corresponde a la 
naturaleza jurídica de la situación prevista en la norma: esa persona 
no puede exonerarse probando que no tuvo culpa; sólo le queda 
repetir contra el verdadero autor del daño. 
 
Tiene igualmente un sabor objetivista -consciente o inconsciente el 
artículo 2198 cuando establece que "Se obligan también a reparar los 
daños que causen: (1) El que tiene alguna cosa puesta o suspendida 
en un lugar por donde pasan o en que se paran hombres, y cuya caída 
puede causar daño; (2) El que corre por las calles a bestia, o en 
cualquier especie de carro; (3) El que va dentro del carro y ordena la 
carrera al conductor; (4) El que arrea bestias por las calles 
haciéndolas correr; y (5) El que caza con armas de fuego o pone 
 trampas en el camino". Debe advertirse que no se trata propiamente 
de casos de culpa, porque todas esas actividades pueden realizarse 
con el mayor cuidado. Estamos más bien ante un caso de riesgo 
cuando el Código ordena que, aunque se practique la cacería con 
toda prudencia, el que hiera a otro en esas circunstancias responde 
por los darlos. No cabe duda de que esta norma se aproxima bastante 
más a la teoría de riesgo creado que a la de la culpa, aun cuando la 
teoría del riesgo no había sido todavía formulada en esa época: se 
trata de intuiciones que están en el ambiente jurídico y que llevarán 
posteriormente a los juristas franceses a formular tal teoría. 
 
2.2.3.2. El  código civil de 1936.  
El legislador del Código Civil de 1936 se mantuvo dentro de la 
tradición de la culpa, con algunas excepciones para las que acogió 
tímidamente la teoría objetiva. 
A pesar de las intuiciones de OLAECHEA17 respecto de la presencia 
de un componente social en la responsabilidad por accidentes y a 
pesar de sus esfuerzos por introducir un principio objetivo de 
responsabilidad, esta labor de avanzada no fue comprendida. 
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 Juan José CALLE apoyó la introducción del principio de 
responsabilidad objetiva propuesta por OLAECHEA y en un 
Memorándum presentado a la Comisión Reformadora, manifestó su 
opinión en el sentido de que no sólo los actos ilícitos podían dar 
nacimiento a la obligación de reparar sino también algunos actos 
que, aun siendo lícitos, debían dar lugar a resarcimiento en el caso de 
que causaran daño, debido a su carácter riesgoso. Por este motivo, 
propuso que en el nuevo Código se mantuviera el tenor del artículo 
2191 del Código Civil de 1852, pero que se le infundiera una nueva 
interpretación: la palabra "hechos" debía ser entendida en sentido 
objetivo. Termina su Memorándum manifestando de manera expresa 
su concordancia con OLAECHEA. 
 
Sin embargo, Alfredo SOLF y MURO discrepó radicalmente de este 
temperamento modernizante y sostuvo que los actos lícitos no 
pueden dar lugar a reparación aunque produzcan daños, porque 
conforman una "zona inmune en que puede moverse el hombre 
impunemente"; y "es de gran importancia en la práctica para dar una 
guía a quien deba conducirse en la vida con seguridad". En 
consecuencia, no acepta que se traslade al nuevo Código el antiguo 
artículo 2191 —que ha acogido aisladamente, podía haber dado una 
equivocada impresión objetivista sino con la aclaración en otra 
norma en el sentido de que los actos practicados en el ejercicio 
 regular de un derecho no dan lugar a responsabilidad 
extracontractual: "Esta última salvedad importa decir que sólo hay 
lugar a la indemnización de los daños causados por los hechos del 
hombre no ejercidos en forma regular o, en otros términos, que el 
ejercicio normal de un derecho no acarrea responsabilidad, aun 
cuando ocasione perjuicio". En sus conclusiones, SOLF y MURO49 
dice adherirse también a la propuesta de OLAECHEA, pero siempre 
"que se declare que la responsabilidad por el riesgo creado tendrá 
aplicación en los casos contemplados en las leyes especiales sobre 
riesgo profesional, y en las que se establecen el riesgo de empresa u 
otras de la misma índole". Como puede apreciarse, se trata de una 
adhesión de pura cortesía porque, en la práctica, .la propuesta de 
OLAECHEA° quedaba totalmente transformada: el Código 
contemplaría únicamente la responsabilidad por culpa y había que 
dejar a otras leyes especiales la responsabilidad objetiva. Esta 
posición ilustra el mecanismo de auto-arrinconamiento dentro de 
límites cada vez más estrechos que sufre el Derecho Civil en las 
últimas décadas en razón de su incapacidad para absorber 
imaginativamente la nueva problemática.  
 
Ya hemos señalado que OLAECHEA y CALLE pretendieron 
infundir a esa norma un nuevo espíritu, insuflándole la 
responsabilidad objetiva a través de la palabra "hechos". Pero ante la 
 oposición de SOLF y MURO18, tuvieron que aceptar la limitación de 
que ese artículo sólo se refiriera a los daños no causados en el 
ejercicio regular de un derecho, introduciendo a desgano la tesis de 
SOLF y MURO en un mero inciso del segundo artículo de la 
responsabilidad (inciso 1 del artículo 1137); lo que equivalía a dejar 
la puerta de servicio abierta para que la teoría de la culpa tuviera 
siempre un acceso, aun cuando fuera de menor categoría. 
 
En la Exposición de Motivos del nuevo Código, OLAECHEA había 
intentado insistir en su interpretación objetivista de las nuevas reglas. 
Más tarde, en una Ejecutoria Suprema en la que intervino como 
Fiscal, reafirma esta línea de interpretación. La señora Clotilde viuda 
de Sojo había interpuesto una demanda de indemnización contra don 
Jorge Kieffer Olcese, por la muerte de su esposo, don Manuel Sojo 
Zárate, producida por un accidente automovilístico en la A venida 
Colonial el 22 de abril de 1939. La defensa sostuvo que el accidente 
no se había producido por omisión o descuido del demandado sino, 
más bien, por imprudencia de la víctima. En su dictamen del 16 de 
diciembre de 1943, el doctor OLAECHEA19 plantea una conciliación 
difícil. De un lado, sostiene que "el concepto clásico de culpa no 
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 puede satisfacer por sí solo las tendencias y necesidades de la vida 
jurídica contemporánea"; por lo que, apoyándose en lo escrito por él 
mismo en la Exposición de Motivos del Libro Quinto del Código 
Civil de 1936, afirma que "Hay en ciertas situaciones un elemento 
preponderante de riesgo que tiende a objetivar la responsabilidad": 
"Estos casos miran al interés social y están inspirados en una 
profunda exigencia de equidad". Tales situaciones se presentan 
cuando se utilizan ciertos elementos o se realizan ciertas actividades 
"que entrañan peligro personal o colectivo". Recurre a la autoridad 
de Ángel. Gustavo CORNEJO quien, en sus Comentarios al Nuevo 
Código, había sostenido la existencia de un doble principio de 
responsabilidad: el subjetivo, que se aplica al delito y al cuasi-delito; 
y el objetivo que se aplica cuando ha mediado un elemento riesgoso. 
CORNEJO considera que éste último es el caso fundamentalmente 
en las relaciones derivadas del trabajo, en la utilización de ciertos 
elementos, en el ejercicio de ciertas actividades, tratándose de 
incapaces y en lo referente a personas que están bajo la dependencia 
de otras. Para CORNEJO, los artículos del Código Civil de 1936 que 
se aplican objetivamente son los siguientes: 1139,1142, 1144, 1145 
Y 1146. OLAECHEA no circunscribe la responsabilidad objetiva a 
determinados artículos sino que piensa que el propio artículo 1136 -
pieza central del sistema- encierra la idea de responsabilidad objetiva 
si ha intervenido un elemento peligroso. Atendiendo a todo ello 
 concluye que la viuda tiene derecho a ser resarcida por la muerte de 
su marido en el accidente automovilístico, aun si no ha demostrado 
la culpa del conductor; lo que presupone que, en su opinión, la 
circulación automotriz es una actividad riesgosa. 
 
OLAECHEA, atenúa un tanto el radicalismo de su posición 
objetivista expresada en El Problema de la Responsabilidad 
Extracontractual en el nuevo C6digo Civil y admite que el "principio 
de clausura" del sistema es el subjetivo, con la carga de la prueba 
invertida. Dice OLAECHEA: "En síntesis, si la víctima-demandante 
en el proceso de responsabilidad prueba el daño y el hecho (culposo 
o no culposo) del demandado, éste debe ser condenado a la 
reparación del perjuicio, aunque no se produzca ninguna prueba 
sobre la culpa del autor del daño, a menos que el demandante 
demuestre, si se trata del daño irrogado por él, el ejercicio regular de 
su derecho, la causa extraña o la fuerza mayor" (El énfasis es 
nuestro). Notemos que, aunque el autor se refiere a hechos "culposos 
o no culposos", se trata realmente siempre en esta hipótesis de 
hechos culposos, ya que si el agente demuestra que actuó en 
ejercicio regular de un derecho -es decir, sin culpa no existe la 
obligación de reparar. El propio OLAECHEA entiende el ejercicio 
regular de un derecho como la ausencia de culpa, cuando explica que 
el articulado del Código "Admite la noción de culpa que reside en la 
 conducción del agente apreciada en función de las circunstancias, o, 
como dice el artículo 1137, en el ejercicio irregular de un derecho" 
(El énfasis es nuestro). Pero, paralelamente a esta noción central de 
culpa, "El articulado del Código coordina los elementos objetivo y 
subjetivo de la responsabilidad" introduciendo la inversión de la 
carga de la prueba y, además, ciertos casos de excepción que se rigen 
exclusivamente por el principio objetivo, respecto de los cuales 
funciona "una responsabilidad de pleno derecho e irreversible 
mediante la prueba contraria". Así: "Tratándose de la 
responsabilidad de las personas o de las cosas sujetas a la guarda, 
existe algo más que una inversión de la prueba, o una simple 
presunción susceptible de ser abatida por la prueba contraria: la 
responsabilidad en tales casos es indeclinable y se basa en 
consideraciones superiores de justicia y de naturaleza probatoria". 
También cuando se trate de una "actividad o empresa que supone 
ciertos y determinados riesgos de naturaleza interior que son 
inherentes e inseparables", la responsabilidad del agente está privada 
de "virtud exoneraría". Otros casos a los que hace mención son los 
relativos a la responsabilidad de los padres, tutores o curadores 
(artículo 1143) y a la responsabilidad del principal respecto de los 
actos de su servidor (artículo 1144). 
  
 José LEON BARANDIARAN20 en sus Comentarios al C6digo Civil 
Peruano publicados en 1953, asume también una orientación 
subjetivista, con alguna concesión a la teoría del riesgo; "Se puede 
decir firmemente, que la idea de culpa sigue siendo la idea capital de 
la responsabilidad civil dentro de nuestro Código. El principio del 
riesgo y de la culpa objetiva intervienen, pero sólo en determinados 
casos". Cabe destacar que cuando el doctor LEON 
BARANDIARAN se refiere a la "culpa objetiva" no lo hace en el 
sentido de la mayor parte de los juristas como una culpa 
"estandarizada" o in abstracto sino, más bien, como casi equivalente 
a responsabilidad objetiva. Pero, independientemente de esta 
cuestión terminológica, lo importante estriba en que este jurista basa 
también el sistema del Código en la culpa, para que no se diga que la 
palabra "hechos" del artículo 1136 instaura la responsabilidad 
objetiva, aclara: "cuando el artículo 1136 de nuestro actual Código 
habla de 'hechos', 'descuido o imprudencia', no se refiere a un hecho 
cualquiera sino a uno intencional. El descuido o la imprudencia 
respectan a la culpa propiamente dicha. El hecho, de carácter 
intencional, respecta al dolo. Esta posición subjetivista ha sido 
mantenida por el doctor LEON BARANDIARAN pues en su Curso 
del Acto Jurídico, publicado en 1983, reitera: "Se ha discutido si 
conforme a nuestro Código es necesaria la culpa como elemento 
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 determinante de responsabilidad. La duda no tiene base en qué 
apoyarse. Del inciso lo del artículo 1137, del artículo 1139, del 
artículo, 1140, del artículo 1141, del artículo 1145, del artículo 1146 
y del artículo 1147 se deduce que la culpa se hace presente como 
causa determinante de la responsabilidad" 
 
En 1959, otro preclaro jurista peruano, el doctor Félix NAVARRO 
IRVINE56, se pronuncia sobre el tema a través nuevamente de un 
dictamen fiscal. Eran las épocas en que toda Ejecutoria Suprema 
requería un dictamen fiscal por escrito -con todo lo positivo que ello 
significaba en materia de establecer una jurisprudencia de los 
Tribunales suficientemente documentada- y en que los abogados de 
prestigio y juristas de fama aceptaban el cargo de Fiscal, cuando 
menos interinamente. 
 
NAVARRO analiza la demanda interpuesta por Francisco Mamani 
Quispe, en representación de su menor hija Vicenta Gloria Mamani, 
contra don Gilberto Cuadros por el daño material y moral sufrido por 
el hecho de haber sido atropellada por un ómnibus de propiedad del 
demandado y conducido por un servidor de éste. La niña tenía 
escasamente 6 años de edad y se dirigía a su colegio en compañía de 
su hermano. En la calle Santa Marta, fue perseguida por un perro. 
Asustada por esta amenaza, atravesó corriendo la pista para dirigirse 
 a la vereda de enfrente. En estos momentos pasaba un ómnibus 
conducido por un servidor del demandado que la atropelló y, como 
consecuencia, hubo que amputarle una pierna. El chofer del ómnibus 
sostuvo que no había tenido culpa en el accidente y que, más bien, 
había mediado descuido del padre de la niña -el actor-por haberla 
dejado transitar sin compañía o custodia de una persona mayor. Es 
por ello que la defensa sostuvo que tampoco el patrón del chofer y 
propietario del ómnibus era responsable, porque no hay 
responsabilidad sin culpa. 
 
NAVARRO21 opina que la responsabilidad que Contempla el Código 
se fundamente en la culpa, pero que la carga de la prueba ha sido 
invertida; en consecuencia, si el demandado no ha probado su 
ausencia de culpa, debe pagar. Esta tesis, concordante con la de 
OLAECHEA y la de ZULETA, se encuentra claramente expresada 
en el dictamen: "Aunque está suficientemente esclarecido por las 
motivaciones de los legisladores y las exégesis de reputados 
comentaristas que la responsabilidad extracontractual que establece 
el artículo 1136 del Código Civil no se apoya en el principio del 
riesgo, sino supone que el agente incurra en culpa o falta, 
corresponde al perjudicante la carga de la prueba liberatoria...". Esta 
inversión de la carga de la prueba se justifica porque "frente al 
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 progreso de la técnica que aumenta cada día y la mecanización de la 
vida humana, no cabe pretender que el hombre normal, expuesto a 
múltiples encuentros con aparatos y máquinas, esté en aptitud de 
apreciar, en caso de accidente, cuándo medió impericia o negligencia 
del conductor y cuándo una causa fortuita inevitable. De ahí que un 
principio de justicia haya llevado a los ordenamientos jurídicos 
modernos, como nuestro Código Civil de 1936, a presumir la culpa 
del agente, si en el uso de la cosa causa daños, presunción que puede 
destruir actuando prueba para convencer que no incurrió en ella". Y 
agrega: "Tal es la concepción intermedia que, como figura general, 
debe prevalecer en la apreciación de la responsabilidad 
extracontractual: ni la fórmula fatalista del "obrar a propio riesgo" o 
del "riesgo creado" que determinaría una responsabilidad sin culpa, 
meramente objetiva, ni la inequitativa de exigir a la víctima que sea 
ella, tras de haber sido dañada, la que aporte a los jueces la prueba de 
la culpa del agente". La Ejecutoria Suprema de 27 octubre de 1959 
hizo suyos estos planteamientos del doctor NAVARRO. 
  
2.2.3.3. El código civil peruano de 1984. 
Nuestro actual Código Civil de 1984 la responsabilidad 
extracontractual se encuentra regulada en el Libro VII, Fuente de 
Obligaciones Sección Sexta, tanto como responsabilidad objetiva 
como subjetiva. 
 El código civil de 1984 plantea dos teorías: 
La teoría subjetiva de responsabilidad y la teoría de riesgo creado. 
La teoría subjetiva está consagrada en el art. 1969 del código civil 
vigente y establece: 
“aquel que por dolo o culpa cause un daño a otro está en la 
obligación de indemnizarlo” 
Según esta  norma, el peso económico del daño se traslada a su autor 
siempre que haya obrado dolosamente o con imprudencia o 
negligencia. La culpa es analizada desde un punto de vista moral; y, 
además, deber ser probada por el demandante. También se le 
denomina culpa in concreto, por ser analizada desde las 
posibilidades personales del autor. 
 
El Dr. Manuel A. Olaechea, ponente del Código Civil de 1936, 
sostenía que este principio realiza una confusión entre los puntos de 
vista penal y civil, y es verdaderamente arcaico en una época como 
la actual en que el problema de la responsabilidad no puede ser una 
simple cuestión de conciencia sino también de orden económico. 
Fernando de Trazegnies, por su parte, manifiesta: “se es culpable 
subjetivamente cuando no se han adoptado las medidas que estaban 
al alcance del sujeto para evitar el daño”. 
 
 En cuanto  a   la teoria  del riegso  el artículo  1970   del Cóidgo 
Civil  de 1984,  prescribe : “Aquel   que  mediente   un bien  
riesgosos   o peligroso , o por el  ejercicio de  una actividad  riesgosa   
o peligorsa, causa un daño  a otro, está obligado a  repararlo”  Segun 
este  artíuclo  quyien use   un bien riesgosos , es responsable  del  
daño  causado a  terceros. La velocidad y el riesgo creado mediante 
bienes o actividades peligrosas, cobra, en el acontecer cotidiano, un 
alto costo, de magnitud no mayor al beneficio, desde luego, pero 
que, desde el punto de vista particular, suele generar graves 
sufrimientos a las personas. Se trata de los accidentes, que acontecen 
en forma imprevista, con o sin culpa de sus protagonistas, y 
producen daños muchas veces literalmente irreparables. La sociedad 
debe pagar por utilizar la velocidad y los bienes y actividades 
riesgosas en la mejora de sus condiciones de existencia. Pero, 
obviamente, dicho pago no debe limitarse al plano moral, dejando en 
las víctimas la asunción del costo económico (costo real). Es decir, si 
la sociedad se beneficia del peligro, debe asumir su costo 
económico. Esto es lo lógico. 
2.2.4. La culpa 
2.2.4.1. Grados de culpa  y patrón objetivo 
Culpa in abstracto y culpa in concreto. El artículo que estamos 
comentando recoge la idea de culpa como criterio de identificación 
 del responsable. Pero nada en su texto ordena que la apreciación de 
la culpa sea practicada in abstracto o in concreto. 
 
Pensamos que este artículo sólo puede referirse a aquello que antes 
hemos denominado "culpa objetiva", ya que la culpa considerada 
en sus aspectos absolutamente subjetivos pertenece más bien al 
campo de la Moral que al del Derecho. 
 
Como dicen los hermanos MAZEAUD y TUNC22, si se pretendiera 
que el juez examine la culpa subjetiva o culpa in concreto, si se 
postulara que el juez debe estudiar la personalidad efectiva de ese 
sujeto en particular que es el causante y las circunstancias 
específicas e irrepetibles en que se produjo el accidente, "¿Cómo 
sabría él sí, frente a su propia consciencia, un individuo ha sido 
imprudente o negligente? Bajo el color de analizar un estado de 
alma, se vería fatalmente obligado a abandonar el examen de esa 
consciencia en particular, a salir de la intimidad del investigado, 
para echar una mirada en tomo a sí a fin de comparar la conducta 
de aquél respecto de quien se debe establecer su responsabilidad 
con la que hubiera tenido cualquier otro individuo en circunstancia 
semejante" 
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 Ya POTHIER en el S. XVIII, en su Traité des Obligations, que fue 
una de las obras precursoras del Code Napoleón, planteaba la 
necesidad de objetivar la apreciación de cada uno de los tres grados 
de culpa mediante la comparación de la conducta del agente con un 
"tipo social". Así decía que la culpa lata consiste en no adoptar 
respecto de los asuntos de otro el cuidado que "Las personas menos 
cuidadosas y las más estúpidas" no dejarían de tener respecto de 
sus propios asuntos; la culpa levis es la falta de cuidado, 
comparando la conducta con la de una "persona prudente"; y la 
culpa levisima supone comparar la conducta con la que tendrían 
"las personas más meticulosas" respecto de sus propios asuntos 
12°. En todos estos casos, está presente la idea de un modelo social 
que sirve de patrón objetivo para determinar la culpa. 
 
2.2.4.2. Culpa jurídica y culpa moral.  
Por consiguiente, la culpa que debemos investigar en el causante del 
daño, de acuerdo al artículo 1969 del Código Civil de 1984, no 
puede ser apreciada in concreto tomando en cuenta todas las 
particularidades y posibilidades subjetivas del agente sino in 
abstracto, mediante la comparación con una conducta objetiva o 
ideal en tales circunstancias. 
 
 Este es uno más de los casos en que el Derecho se distingue -
lícitamente- de la Moral: mientras que una determinada conducta 
puede ser moralmente irreprochable analizada in concreto, esa 
misma conducta es considerada culpable por el Derecho por 
comparación con un patrón objetivo de conducta y da lugar al pago 
de una indemnización. 
 
Se trata, entonces, de un standard "situado", un standard que se 
define en el interior de circunstancias concretas. Pero existe el 
peligro al razonar de esta manera, corno lo advierten de inmediato 
los hermanos MAZEAUD23, que por otro camino nos encontremos 
de regreso en la idea de la culpa in concreto: "porque, bajo el 
pretexto de colocar el tipo de comparación en idénticas condiciones 
a las que se encontraba el demandado, llegaría uno, según una 
expresión trivial, pero cómoda, a 'colocarse en el pellejo' del autor 
del daño e incluso en su consciencia ¿Cuál es el criterio, entonces, 
para atender a las circunstancias, pero mantenerse dentro de la 
noción de culpa in abstracto? Para los MAZEAUD, el quid del 
asunto consiste en que sólo se deben tornar en cuenta las 
circunstancias "externas", mas no las "internas". Esto significa que el 
juez debe preguntarse cómo se habría comportado un automovilista 
prudente en el momento y en la posición del autor del daño 
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 (circunstancias externas); la consciencia del automovilista, ni su 
temperamento, sus reflejos, su capacidad de reacción, sus hábitos 
mentales y motrices, etc. 
  
Sin embargo, esta distinción entre circunstancias "externas" y 
circunstancias "internas" no resuelve todos los problemas, sino que 
crea uno más: el Juez tendrá que decidir cuáles son circunstancias 
externas y cuales son internas, porque tal carácter no surge con 
fuerza irrefutable de los hechos. 
¿Debemos, por ejemplo, considerar la edad corno una circunstancia 
interna o externa? Si la asumimos corno interna, la edad no puede ser 
un factor para evaluar el comportamiento del causante; pero si la 
asumimos corno externa, no podremos comparar la conducta de un 
niño con la de un adulto sino con la de un "niño prudente". Un caso 
similar sucede con la enfermedad. Si es una circunstancia interna, no 
debe importarnos si el automovilista era un hombre enfermo o no lo 
era: su conducta efectiva habría que evaluarla con referencia a la 
conducta de un "hombre prudente" normal y sano. Pero si se trata de 
una circunstancia externa, entonces sólo podremos "medir" su 
conducta con referencia a la de un "enfermo prudente", teniendo en 
cuenta corno factor atenuante todas las limitaciones de la 
enfermedad. En el juicio seguido por el Concejo Distrital de 
Magdalena del Mar con don Juan Machiavello González a que 
 hemos hecho referencia128, la Corte consideró que la deficiencia 
mental y la incapacidad en el correcto manejo de una mano son 
circunstancias que, lejos de justificar la mala maniobra, la hacían 
patente y por ello determinó que había existido culpa en el chofer; 
por tanto, en los términos de los hermanos MAZEAUD24, la Corte 
estaba considerando esas circunstancias corno "internas" y, 
consecuentemente, inaceptables corno justificación. 
 
Un factor particularmente perturbador de este planteamiento es, 
como lo vieron claramente los MAZEAUD, la competencia 
profesional o la habilidad para realizar un cierto oficio. ¿Debemos 
considerar esa competencia o capacidad como circunstancia externa 
o interna? Parecería tratarse de una circunstancia interna, lo que 
llevaría a que no se tenga en cuenta para apreciar la responsabilidad. 
Sin embargo, muchos jueces la introducen en el análisis de la culpa, 
como si se tratara de una circunstancia externa. Pero, aun para los 
que admiten que ese factor debe ser considerado, esa toma en 
consideración no se realiza siempre en el mismo sentido. Para unos, 
el hecho de que el autor del daño sea particularmente competente -y, 
por tanto, más consciente de los riesgos implícitos- es un elemento 
agravante de la responsabilidad. Para otros, reduce las posibilidades 
de incurrir en imprudencia porque esa competencia les peii lite 
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 asumir con seguridad riesgos que para personas de menor 
competencia el tomarlos hubiera sido calificado como imprudencia; 
por lo que el umbral de la imprudencia en las personas 
particularmente competentes es más lejano y sus posibilidades de 
incurrir en responsabilidad son más bajas. 
 
2.2.4.3. La culpa y las diferencias sociales. 
En realidad, tenemos severas dificultades en la aplicación consistente 
de las categorías propuestas por los MAZEAUD65 -circunstancias 
"externas" e "internas" y las utilizamos para expresarnos sólo en la 
medida en que no contamos con otras mejores, que permitan 
describir más coherentemente una noción de culpa objetiva que 
intuimos como básica y fundamental de la responsabilidad civil. 
En este sentido, notemos cómo, bajo la apariencia de circunstancias 
"externas", es posible pasar una serie de factores que tienen también 
un marcado aroma "interno" y que, en todo caso, sean "internos" o 
"externos", nos resultan difíciles de aceptar. Por ejemplo, podríamos 
decir que constituye un factor "externo" la condición económica de 
las personas; y así, responsabilizaríamos por sus actos a quienes 
tienen recursos económicos mientras que exoneraríamos o 
atenuaríamos la responsabilidad de quienes tienen una condición 
modesta. Nos encontraríamos ante una responsabilidad que no se 
basa en la culpa ni en la causalidad objetiva ni en la distribución 
 social del riesgo, sino en la capacidad de pago: paga el que tiene el 
bolsillo más grande (deep pocket o long purse). Adviértase cómo de 
esta manera es posible ensayar una solución teórica -cuando menos 
para cierto tipo de casos- a la contradicción antes denunciada entre 
riqueza y culpa. Y esta circunstancia "externa", referida a la 
condición económica de las partes, parecería vinculada además a 
toda una constelación de factores "externos-internos": las personas 
de condición modesta no han tenido la ventaja social de recibir una 
mejor educación, no han estado tan expuestos a una información 
tecnológica que les permita sortear más adecuadamente los riesgos 
de la vida contemporánea, sus reflejos son más lentos debido a las 
deficiencias de su dieta y otras consideraciones similares. 
 
2.2.4.4. La culpa y las diferencias culturales.  
Sin perjuicio de lo expuesto respecto de la necesidad de juzgar la 
culpa de acuerdo a patrones objetivos de comportamiento, 
consideramos que, en un país de una diversidad tan dramática de 
culturas como es el Perú, puede suceder que el "standard" del 
hombre razonable no sea el mismo con relación a todos sus 
habitantes. 
La forma como se concibe la racionalidad y la prudencia dentro de 
los grupos humanos occidentalizados puede ser radicalmente 
 diferente de la forma como son concebidas por la mentalidad andina 
o por la mentalidad amazónica en el interior de su propio mundo 
tradicional; y esta inadecuación del patrón o "standard" es quizá aún 
mayor cuando se trata de evaluar la conducta del hombre andino 
actuando con su mentalidad peculiar dentro del mundo occidental y 
frente a las nuevas situaciones de riesgo que este mundo distinto al 
suyo le plantea. 
 
2.2.4.5. La culpa por omisión: naturaleza.  
La omisión puede presentarse como consecuencia y en la ejecución 
de una operación que implica la realización de ciertos actos 
positivos. Por ejemplo, el chofer que conduce su automóvil (acto 
positivo), omite frenar a tiempo para evitar el accidente. Si esta 
omisión es dolosa, negligente o imprudente -es decir, si existe culpa 
en tal omisión- no cabe duda de que origina responsabilidad. 
Pero la omisión puede producirse también independientemente de 
todo acto positivo: estamos ante la simple inacción de una persona 
frente a un daño que sobreviene a otro y cuya intervención hubiera 
podido evitar o atenuar. Es este segundo caso que presenta las 
mayores dificultades y el que es materia de análisis en estos párrafos. 
El primer caso la omisión de algo indispensable dentro de la serie de 
actos positivos orientados a una finalidad específica- es la típica 
negligencia, cuya naturaleza y consecuencias jurídicas han sido 
 ampliamente estudiadas por la teoría de la culpa. En cambio, el 
segundo caso es el que la doctrina discute y que una buena parte de 
ella condiciona a que haya existido previamente una obligación legal 
de actuar para que pueda hablarse de responsabilidad. 
 
2.2.4.6. La culpa por omisión.  
La obligación legal de ayudar, dentro de la ley peruana. El Código 
Penal Peruano contiene varios artículos referidos a casos vinculados 
al problema que nos ocupa. La culpa por omisión. El deber general 
de solidaridad. ¿Podemos decir que sólo existe responsabilidad por 
omisión cuando se ha incurrido en algunos de los casos 
contemplados en el Código Penal, a que hemos hecho referencia? 
Esto supondría que debe existir previamente una condena penal para 
que se pueda exigir la indemnización civil. 
En nuestra opinión, el deber de auxiliar al prójimo no está limitado a 
las normas del Código Penal sino que está permanentemente 
presente en las reglas de la responsabilidad civil como una 
obligación general de solidaridad. Dentro de este orden de ideas, la 
clásica obligación de no causar daño a otro (neminem laedere), que 
ha sido siempre considerada como uno de los fundamentos básicos 
de la responsabilidad civil, no es sino la forma negativa de declarar 
esa obligación genérica de solidaridad. Consecuentemente, las 
normas del Código Penal no son a su vez sino la expresión específica 
 del mismo principio para fines penales; pero no limitan la aplicación 
de las consecuencias del principio en el campo civil. 
 
2.2.4.7. En el camino de la responsabilidad objetiva 
Las rutas de la objetivación. Como veremos en el Capítulo II de este 
Título, el Código Civil de 1984, ha colocado el principio de 
responsabilidad objetiva (Art. 1970) al lado del principio de 
responsabilidad subjetiva (Art. 1969). De esta manera, para el 
legislador de 1984, la responsabilidad extracontractual se encuentra 
dividida en dos grandes campos que se rigen por dos grandes 
principios: los daños producidos mediante actividades o cosas 
riesgosas, están sometidos a responsabilidad objetiva; los demás 
casos de daños, están sometidos a responsabilidad subjetiva. 
 
Sin embargo, independientemente de la presencia paralela de la 
responsabilidad objetiva manifiesta, es posible encontrar caminos 
que pueden ser recorridos por los jueces para objetivar la 
responsabilidad en el seno mismo de la responsabilidad subjetiva. 
Esta actitud objetivista de la jurisprudencia que pervierte el ánimo 
subjetivista del legislador, ha sido una tradición en la historia 
jurídica Peruana. Ya hemos señalado antes que los jueces Peruanos -
siguiendo, por otra parte, una tendencia universal-prácticamente 
 convirtieron en culpable a todo causante, a pesar de la tónica 
básicamente subjetivista del articulado del Código Civil de 1936. 
 
En el Código Civil de 1984, estas posibilidades son aún mayores. Se 
trata de una situación paradójica pues el legislador de 1936, quiso ser 
objetivista y, en cambio, redactó un articulado fundamentalmente 
subjetivo vista, con un campo reducido para la objetivación. Por el 
contrario, el legislador de 1984, quiso ser más bien subjetivista y; sin 
embargo, dejó grandes posibilidades a la objetivación por la vía 
judicial. 
 
2.2.4.8. La culpa levísima. 
Esa característica de variabilidad del standard de prudencia a que nos 
hemos referido139 es muy importante porque constituye uno de los 
caminos por los cuales los Jueces y Tribunales pueden incrementar 
la objetivación de las responsabilidades por riesgos rutinarios si, 
siguiendo el razonamiento que hemos hecho en la Primera Parte de 
este libro, consideran (como el autor) que la responsabilidad objetiva 
es preferible para tratar los casos de daños por accidentes porque 
facilita la reparación de las víctimas y promueve la difusión social 
del riesgo a través de la contratación de seguros. 
La culpa levísima. Esa característica de variabilidad del standard de 
prudencia a que nos hemos referido es muy importante porque 
 constituye uno de los caminos por los cuales los Jueces y Tribunales 
pueden incrementar la objetivación de las responsabilidades por 
riesgos rutinarios si, siguiendo el razonamiento que hemos hecho en 
la Primera Parte de este libro, consideran (como el autor) que la 
responsabilidad objetiva es preferible para tratar los casos de daños 
por accidentes porque facilita la reparación de las víctimas y 
promueve la difusión social del riesgo a través de la contratación. Es 
interesante señalar que otras legislaciones subjetivistas no han 
admitido la objetividad ni siquiera para los daños producidos por 
actividades peligrosas. Este es el caso del Código Civil Italiano que, 
en su artículo 2050, se limita a invertir la carga de la prueba en los 
casos de actividades peligrosas; sin perjuicio de que, además, la 
jurisprudencia italiana se haya orientado en muchos casos hacia el 
objetivismo por la vía de interpretar el principio de culpa como 
portador de responsabilidad aún en el caso de culpa levísima. 
 
En cambio, el legislador peruano, que ya había invertido la carga de 
la prueba como regla general (art. 1969, in fine), requería de una 
medida más enérgica respecto de los daños por cosas o actividades 
peligrosas: la responsabilidad objetiva. Por eso en el artículo 1970, 
no menciona el dolo ni la culpa como en el caso del artículo 1969 
sino que se limita a señalar la relación causal: si se produce un daño 
 por estas causas, exista o no exista dolo, exista o no exista culpa, el 
causante responde. 
 
2.2.4.9. Independencia de la culpa 
Mal podría decirse que el principio del artículo 1969 es de carácter 
general y que se aplica a todos los casos de responsabilidad 
extracontractual, incluyendo los comprendidos en el artículo 1970; 
con lo que los daños resultantes de actividades riesgosas o del uso de 
bienes peligrosos, estarían también sujetos al principio de la culpa. 
Si fuera así, no hubiera sido necesario el artículo 1970. Si aquél que 
causó un daño al realizar una actividad peligrosa sólo está obligado a 
indemnizado si medió dolo o culpa dentro de los alcances del 
artículo 1969, entonces ¿para qué repetir la norma en el artículo 
1970? 
Es obvio que en el artículo 1970, el legislador quiso decir algo más o 
algo distinto, que no estaba en el artículo 1969; y lo hace eliminando 
las palabras dolo y culpa. Así, los casos de daños comprendidos en el 
artículo 1970, se diferencian de los comprendidos en el artículo 
1969, en el hecho de que para obligar a indemnizar a aquéllos no se 
exige dolo ni culpa. Por eso es también que el artículo 1970, ya no se 
refiere a la inversión de la carga de la prueba de la culpa; ya no hay 
culpa que probar la presunción inimpugnable de culpa. Hay quienes 
han pretendido que la responsabilidad por riesgo no es realmente un 
 caso de responsabilidad objetiva, sino que se trata más bien de una 
presunción de culpa iuris et de iure. 
 
Esta tesis es insostenible, pues una presunción que no puede ser 
enervada es una realidad para el Derecho. ¿Cómo puede hablarse 
todavía de culpa si, aunque puedo demostrar que no tuve culpa en la 
comisión del daño, no se me deja probarlo? La inversión de la carga 
de la prueba que hemos encontrado en el artículo 1969 juega el papel 
de una presunción iuris tantum: siempre queda la posibilidad de 
probar que no se tenía culpa. Pero cuando esa posibilidad ha sido 
suprimida, hablar de culpa es incurrir en una piadosa ficción: se 
responde porque se es causante; y la referencia a la culpa -vía la 
presunción- no es sino un homenaje al difunto. En realidad, la 
presunción iuris et de iure de culpa no es sino una forma de plantear 
-ilícitamente- la responsabilidad objetiva con el lenguaje de la culpa: 
para no reconocer que estamos ante la responsabilidad objetiva, se 
recurre todavía a la terminología subjetivista; en otras palabras, se 
viste a la responsabilidad objetiva con sedas subjetivistas. Pero en el 
fondo, para cualquier espíritu naif (lo que puede ser intelectualmente 
muy útil en numerosas ocasiones) estamos simple y llanamente ante 
la responsabilidad objetiva. 
 
 El principio general y los casos especiales. En este capítulo nos 
referimos al principio general de responsabilidad objetiva y 
estudiaremos en particular el artículo 1970, que incorpora 
legislativamente este principio, fundándolo en el riesgo creado. 
 
Sin embargo, el artículo 1970, no es el único que aplica el principio 
objetivo. Más adelante veremos que otros artículos de la misma 
Sección del Código utilizan también el principio objetivo para 
regular ciertos casos especiales de responsabilidad. 
 
Para comprender mejor este deseo legislativo de que todo lo riesgoso 
esté incluido en los alcances de la responsabilidad objetiva, es 
preciso ubicar esta preocupación dentro del contexto del Derecho 
Comparado en que se presenta esta responsabilidad particular 
derivada de las actividades o bienes riesgosos. 
Algunos Derechos, como el norteamericano, tienden a restringir el 
concepto de lo riesgoso. En Estados Unidos, la idea es que este tipo 
de responsabilidad objetiva sólo rige para las actividades 
anormalmente peligrosas (abnormally dangerous activities); y por 
"peligro anormal" se entiende que no exista posibilidad de eliminar 
el riesgo a pesar del ejercicio de diligencia o cuidado razonables: la 
actividad peligrosa es una actividad excepcional. Zigurds L. ZILE, 
con extraordinario sentido del humor, comenta que las actividades 
 anormalmente riesgosas son aquellas tan absurdas como criar un 
elefante hindú en el patio de la casa, trabajar una cantera con TNT, 
fumigar los edificios con gas de cianuro para matar hormigas o 
cucarachas, pilotear aviones a velocidades supersónicas, etc. Todas 
estas actividades no se encuentran necesariamente prohibidas e 
incluso algunas de ellas pueden ser consideradas hasta beneficiosas y 
necesarias. En consecuencia, las Cortes dicen a través de su 
jurisprudencia: "Usted quiere llevar a cabo algunas de esas 
actividades. Muy bien, hágalo. Pero esa actividad tendrá que pagar 
los daños que causa. 
 
En cambio, nuestro legislador no ha restringido la responsabilidad 
objetiva a sólo los casos "ultra peligrosos" sino que amplía el 
concepto de riesgo por la vía de la reiteración enfática -repetición de 
adjetivos similares- a fin de comprender no solamente a las 
actividades excepcionalmente peligrosas sino a todas las que sean 
riesgosas de cualquier manera. Hablar no sólo de riesgo o de peligro 
(por separado) sino de "riesgo o peligro" (conjuntamente) equivale a 
decir "todo lo que en cualquier forma puede engendrar peligro. 
  
2.2.5. Riesgo  anormal   o riesgo  simple 
Para comprender mejor este deseo legislativo de que todo lo riesgoso esté 
incluido en los alcances de la responsabilidad objetiva, es preciso ubicar 
 esta preocupación dentro del contexto del Derecho Comparado en que se 
presenta esta responsabilidad particular derivada de las actividades o bienes 
riesgosos. 
Algunos Derechos, como el norteamericano, tienden a restringir el concepto 
de lo riesgoso. En Estados Unidos, la idea es que este tipo de 
responsabilidad objetiva sólo rige para las actividades anormalmente 
peligrosas (abnormally dangerous activities); y por "peligro anormal" se 
entiende que no exista posibilidad de eliminar el riesgo a pesar del ejercicio 
de diligencia o cuidado razonables: la actividad peligrosa es una actividad 
excepcional. Zigurds L. ZILE, con extraordinario sentido del humor, 
comenta que las actividades anormalmente riesgosas son aquellas tan 
absurdas como criar un elefante hindú en el patio de la casa, trabajar una 
cantera con TNT, fumigar los edificios con gas de cianuro para matar 
hormigas o cucarachas, pilotear aviones a velocidades supersónicas, etc. 
Todas estas actividades no se encuentran necesariamente prohibidas e 
incluso algunas de ellas pueden ser consideradas hasta beneficiosas y 
necesarias. En consecuencia, las Cortes dicen a través de su jurisprudencia: 
"Usted quiere llevar a cabo algunas de esas actividades. Muy bien, hágalo. 
Pero esa actividad tendrá que pagar los daños que causa. 
 
En cambio, nuestro legislador no ha restringido la responsabilidad objetiva a 
sólo los casos "ultra peligrosos" sino que amplía el concepto de riesgo por la 
vía de la reiteración enfática -repetición de adjetivos similares- a fin de 
 comprender no solamente a las actividades excepcionalmente peligrosas 
sino a todas las que sean riesgosas de cualquier manera. Hablar no sólo de 
riesgo o de peligro (por separado) sino de "riesgo o peligro" 
(conjuntamente) equivale a decir "todo lo que en cualquier forma puede 
engendrar peligro. 
 
2.2.6. El nexo causal 
2.2.6.1. La causa como condición dentro del territorio de la 
responsabilidad extracontractual.  
Hemos señalado que las inmunidades constituían fronteras que 
demarcaban el territorio de la responsabilidad extracontractual. Pero 
existe una condición fundamental -que parece subyacer a toda la 
problemática que venimos estudiando- para que una situación sea 
tratada en términos de responsabilidad extracontractual: el nexo 
causal. 
 
Toda relación de responsabilidad extracontractual implica que una 
determinada persona (la víctima) puede exigir a otra (el responsable) 
el pago de una indemnización por daños causados por ésta última a 
la primera. Pero este poder exigir no se dirige arbitrariamente contra 
cualquier persona: no es posible cobrar una indemnización por un 
accidente de tránsito al primer transeúnte que asome por la esquina 
después de ocurrido el hecho. Tiene que haber una razón para que 
 una determinada persona y no otra sea obligada a pagar; una razón 
que individualice un presunto responsable dentro del universo de 
personas. El primer hecho que utiliza el Derecho para estos efectos 
es la relación de causa a efecto; independientemente de que, una vez 
establecida ésta, el Derecho exija todavía otros elementos más para 
convertir al causante en efectivamente responsable (culpa, por 
ejemplo, en los casos de responsabilidad subjetiva). 
 
2.2.6.2. Causalidad natural y causalidad jurídica. 
En algunos casos, este esquema se hace algo más complejo en razón 
de que la víctima puede exigir el pago también a una tercera persona 
(empleador, representante legal de la persona incapacitada, 
Compañía de Seguros, etc.) que, por alguna razón, responde 
conjuntamente con -o en vez de- el causante natural. Así, 
paralelamente al causante «físico», la ley crea un causante "jurídico" 
 
Por tanto, el análisis causal de la responsabilidad no se basa en el 
orden natural de causas sino en la voluntad de la ley. Esta voluntad 
responde a finalidades antes que a mecanismos; es decir, mientras 
que la naturaleza está tramada por las causas eficientes (relación 
causa-efecto) que crean mecanismos automáticos o regularidades 
fácticas, el Derecho está tramado por propósitos sociales que 
establecen vinculaciones entre los hechos con miras a la realización 
 de ciertos valores o fines En gran parte de los casos, las 
vinculaciones jurídicas siguen el mismo patrón del orden natural; 
pero en algunos casos, la vinculación causal natural y la vinculación 
causal jurídica no van por el mismo camino. Esto explica que pueda 
considerarse "causante" al empleador por los daños causados (en el 
orden natural) por su servidor, a pesar de que ese empleador no 
"hizo" nada, salvo el hecho de ser empleador al cual la ley le imputa 
ciertas consecuencias. 
 
Por eso, la pregunta causal consiste siempre en "¿quién hizo qué?"; 
pero este "hacer" no debe ser entendido en sentido físico sino 
jurídico; es decir, el "hacer" del Derecho es el acto que el mismo 
Derecho señala como causa de otro. Es probable que muchas veces 
la norma legal no diga nada especial sobre la causa. En estas 
condiciones debe entenderse que está asumiendo la causa natural 
como causa jurídica. Pero, en otros casos, la norma establece, directa 
o implícitamente, una causa diferente. 
 
2.2.6.3. Causalidad y autoría. 
La causa jurídica tiene, en la mayor parte de los casos, una 
característica más personal que la causa natural, es una dimensión 
existencial del ser humano. La causalidad natural, de carácter 
mecánico, apunta únicamente al "enlace material entre un hecho 
 antecedente y un hecho consecuente", mientras que la autoría se 
refiere a la posibilidad de imputar un obrar a una persona 
determinada. Esto significa que la persona participa en el hecho con 
un mínimo de voluntad presente. No queremos decir que la autoría 
suponga voluntad de dañar, lo que nos colocaría en el campo del 
dolo. Basta que tenga una voluntad de obrar, de realizar el acto que, 
quizá sin saberlo ni quererlo, producirá un daño. De todo lo que se 
trata es que la conducta sea aquélla propia de un ser humano y no 
una mera participación mecánica o física. Por ejemplo, en lo alto de 
un edificio, Marcelo empuja a Carlos, quien tropieza con Pedro; éste 
último pierde el equilibrio, cae al pavimento y se mata. 
 
Es claro que Carlos no ha «obrado» propiamente hablando, no es 
autor del daño de Pedro; su participación ha sido meramente 
mecánica, física. El autor es Marcelo. Esta distinción entre causa 
natural y autoría (causa jurídica) es importante para analizar la 
defensa basada en que el daño fue cometido por hecho determinante 
de tercero (art. 1972). 
 
2.2.6.4. Causalidad y culpabilidad. 
De ninguna manera debe confundirse causa y culpa, a pesar de que a 
veces puede ser muy difícil realizar la distinción. 
 
 Como precisa GOLDEMBERG25, para saber si una persona es 
culpable debe demostrarse primero que es autor del hecho; recién 
después de que esto quede demostrado podrá indagarse si es culpable 
o no. "Se trata de un planteamiento ajeno al problema de 
culpabilidad o inculpabilidad que supone un juicio de valor sobre 
una acción dada. Lo que aquí se juzga es la actuación del sujeto en sí 
misma, sin abrir opinión acerca de su contenido espiritual 
 
La universalidad de causas. El problema estriba en determinar las 
causas que producen una situación dañina, y su alcance. 
 
De un lado, las causas que pueden estar en el origen de un 
determinado hecho son usualmente múltiples. La causa de un 
accidente no es solamente la maniobra específica del conductor del 
automóvil en un momento determinado sino también la invitación 
del amigo que lo hizo dirigirse hacia la casa de éste y en el camino 
tuvo el accidente, la suegra del otro automovilista que ese día lo 
había enervado lo suficiente como para reducir su capacidad de estar 
alerta, el hijo de este automovilista que le había pedido que le 
comprara una revista y para lo cual éste había tomado su automóvil, 
una hermosa mujer que pasaba en ese momento por la calle y que 
distrajo un instante a ambos automovilistas, etc.; todas éstas son 
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 causas del accidente porque si alguna de ellas no hubiera tenido 
lugar, el accidente no se habría producido. 
 
¿Debemos, entonces, responsabilizar no sólo a los conductores de los 
vehículos sino también al amigo invitante, a la suegra, al hijo, a la 
bella transeúnte, etc.? 
 
2.2.6.5. La individualización de las causas jurídicamente operativas. 
Con la teoría de la equivalencia de las causas, llegamos a la 
conclusión de que todos los actos humanos son causa de todas las 
desgracias de los hombres. JIMÉNEZ de ASUA decía que ese 
enfoque era la exasperación del concepto de causa. Llevada hasta sus 
últimas consecuencias esta teoría nos paraliza jurídicamente. 
 
2.2.6.6. Teoría de la causa próxima. 
Una alternativa interesante a la universalidad causal fue la teoría de 
la causa próxima, según la cual era preciso atender a las causas 
inmediatas y directas. Esta tesis influyó en nuestro Derecho y 
todavía esta terminología se mantiene en el campo contractual: el 
artículo 1321 del Código Civil de 1984, señala que se debe 
indemnización por los daños derivados del incumplimiento 
contractual, en cuanto sean consecuencia inmediata y directa de tal 
inejecución. 
  
La teoría de la causa próxima presenta problemas porque tiende a 
echar una cortina de humo que hace invisible la responsabilidad de 
quienes se encuentran detrás del agente inmediato del daño. Por 
ejemplo, si un automovilista atropella a un peatón porque la 
reparación que le hicieron de sus frenos era defectuosa, ese peatón 
debería tener acción tanto contra el automovilista como contra el 
taller que hizo la reparación negligentemente; éste sería un caso de 
concurrencia de causantes a que se refiere el artículo 1983. 
 
Sin embargo, dentro de la teoría de la causa próxima, podría 
sostenerse que el peatón sólo tiene acción contra quien fue causa 
directa e inmediata de su daño, es decir, contra el automovilista 
(quien responde objetivamente por riesgo, mientras que el taller 
quedaría inaccesible. Este tipo de planteamientos haría imposible la 
responsabilidad por productos defectuosos y haría excesivamente 
estrecho -y muchas veces injusto- el campo de la causalidad. 
 
2.2.6.7. Teoría de la causa preponderante. 
Esta teoría -mal llamada también "teoría de la causa eficiente" (lo 
que desvirtúa el sentido clásico, de origen aristotélico, de esa 
expresión)- se opone a la indiferencia de causas planteada por el 
 análisis de las conditionum sine quae non y trata de encontrar una 
causa de carácter preponderante. 
 
Teoría de la causa adecuada. Esta teoría, desarrollada en 1888, no 
por un jurista sino por un filósofo, J. von KRIES, parte de una 
observación empírica: se trata de saber qué causas normalmente 
producen un tal resultado, de esta manera, frente a un daño, se trata 
de saber cuál es la causa, dentro de la universalidad de causas que 
encarna cada situación, que conduce usualmente al resultado dañino. 
Por ejemplo, que una persona le entregue inocentemente un martillo 
a otra, no conduce a un crimen; en cambio, que una persona golpee 
con un martillo la cabeza de otra, lleva a un homicidio o, cuando 
menos, a lesiones entregado, el acto de Catilinae es "causa" de la 
muerte de Ciceronis; pero la entrega inocente del martillo por Catone 
no es "causa"; porque tal acto no conduce usualmente al daño en 
cuestión: podría haber llevado sencillamente a que Catilina se 
construya una nueva mesa de trabajo. 
 
2.2.6.8. La causa en la responsabilidad extracontractual dentro del 
código civil peruano.  
Nuestro Código enuncia la relación causal en los artículos 1969 y 
1970, al referirse a "aquél que (de una manera o de otra) causa un 
daño a otro". Y luego califica el tipo de causa que tiene una función 
 operativa en responsabilidad extracontractual en la última parte del 
artículo 1985 donde, un poco de paso, dice que la causa debe ser 
"adecuada". 
 
En nuestra opinión, esta referencia del artículo 1985 está fuera de 
lugar. Esa norma reglamenta la naturaleza de la indemnización, que 
supone que ya ha quedado establecida la responsabilidad. En 
cambio, la mención a la causalidad adecuada trata sobre uno de los 
determinantes -o mejor, sobre uno de los presupuestos de la 
responsabilidad misma. 
 
Las teorías expuestas aparecen como muy especulativas para el 
abogado que está formado dentro de la disciplina de las realidades 
apremiantes de la acción. Por ese motivo, creemos que es importante 
analizar la idea de causa en operación, confrontada con los 
problemas de la vida social. 
  
La problemática de la causa surge fundamentalmente por contraste. 
Cuando no hay discusión en materia de causalidad, la causa parece 
no ofrecer dificultad jurídica alguna. El que demanda una 
indemnización por responsabilidad extracontractual tiene que probar 
que. Su demandado es "causante" de su daño. Pero esta prueba es 
bastante simple porque no va más allá de la comprobación directa: si 
 se demuestra que el demandado conducía el vehículo con el cual el 
demandante fue atropellado, hay una prueba prima Jacie de que fue 
el causante. 
 
La simple presencia activa del demandado en la producción del 
daño, le atribuye el carácter de causante sin necesidad de entrar en 
mayores sutilezas. 
    
2.2.7. El Daño y la responsabilidad  civil 
2.2.7.1. El daño  en  la estructura de los hechos jurídicos ilícitos que 
originan una responsabilidad civil. 
Como ya lo hemos comentado un aspecto fundamental de la 
estructura de los hechos jurídicos ilícitos que originan 
responsabilidad civil sin lugar a dudas es el aspecto objetivo del 
daño causado, pues solamente cuando se ha causado un daño se 
configura jurídicamente un supuesto de responsabilidad civil, 
produciéndose como efecto jurídico el nacimiento de la obligación 
legal de indemnizar, bien se trate del ámbito contractual o extra 
contractual, ya que en caso contrario no existirá ningún sustento para 
el nacimiento de dicha obligación legal de indemnizar. Como es 
evidente, en el caso de la responsabilidad civil extra contractual el 
daño debe ser consecuencia del incumplimiento del deber jurídico 
genérico de no causar daño a otro, mientras que en el campo 
 contractual el mismo deberá ser consecuencia del incumplimiento de 
una obligación previamente pactada entre las partes. Sin embargo, en 
ambos casos el aspecto fundamental de la responsabilidad civil es el 
que se haya causado un daño, que deberá ser indemnizado. De no 
haber daño, no se configura un supuesto de hecho jurídico ilícito, 
contractual o extracontractual y por ende no se configura un 
supuesto de responsabilidad civil, por más que exista una conducta 
antijurídica o ilícita. El objetivo de los sistemas de responsabilidad 
civil no es el sancionar las conductas antijurídicas, sino el que se 
indemnice los daños causados. Tal es la importancia del daño 
causado en los sistemas de responsabilidad civil que un sector de la 
doctrina moderna ha propuesto cambiar la denominación de 
"Responsabilidad Civil" por la de "Derecho de Daños". Sin embargo, 
nosotros pensamos que la cuestión de la denominación del sistema, 
aun cuando tiene importancia es un aspecto secundario, más aún, nos 
parece más adecuado seguir hablando de responsabilidad civil, por 
tratarse pensamos de una denominación legitimada por la tradición 
jurídica local y también por nuestra' jurisprudencia. Pues bien, no 
debe olvidarse que en el campo de la responsabilidad civil lo que se 
busca es indemnizar los daños causados a fin de resarcir a las 
víctimas, mientras que en el ámbito de la responsabilidad penal el 
objetivo central es sancionar a los autores de conductas ilícitas o 
antijurídicas. .E1 objetivo de la responsabilidad es, pues, la represión 
 de los hechos jurídicos ilícitos tipificados legalmente como delitos, 
sancionando a sus autores, mientras que el objetivo de la 
responsabilidad civil es indemnizar los daños causados consecuencia 
de los hechos jurídicos ilícitos típicos o atípicos. En tal sentido, 
puede haber delito sin daño, mientras que no puede haber hecho 
jurídico ilícito que origina responsabilidad civil sin daño. En los 
sistemas de responsabilidad civil lo fundamental es, pues, la 
reparación de los daños causados a las víctimas, bien se trate del 
ámbito contractual o extracontractual. 
 
Tampoco debe olvidarse que en el campo de la responsabilidad civil, 
desde nuestro punto de vista, en vez de hablarse simplemente de 
daños, sería más conveniente hablarse de daños jurídicamente 
indemnizables, por cuanto los daños para originar una 
responsabilidad civil deben ser producto de una conducta antijurídica 
o ilícita, según lo hemos visto en el Capítulo III dedicado al tema de 
la antijuricidad, ya que todos los daños que sean consecuencia de 
conductas permitidas por la ley, por ser realizadas en el ejercicio 
regular de un derecho, legítima defensa o estado de necesidad, no 
originan una responsabilidad civil, justamente por tratarse de daños 
consecuencia de conductas ajustadas al sistema jurídico. Por ello en 
el presente libro utilizaremos indistintamente los dos términos, pero 
 cuando hagamos uso únicamente del término daño, lo haremos 
siempre con el significado de daño jurídicamente indemnizable. 
 
2.2.7.2. Categorías del daño patrimonial 
Ahora bien, se han propuesto en la doctrina muchas definiciones o 
intentos de definir el daño que origina una responsabilidad civil. Sin 
embargo, la fórmula más exacta nos parece aquella que define el 
daño es jurídicamente indemnizable como toda lesión a un interés 
jurídicamente protegido, bien se trate de un derecho patrimonial o 
extra patrimonial. En tal sentido, los daños pueden ser patrimoniales 
o extra patrimoniales. Serán daños patrimoniales las lesiones a los 
derechos patrimoniales y serán daños extra patrimoniales las lesiones 
a los derechos de dicha naturaleza, como en el caso específico de los 
sentimientos considerados socialmente dignos o legítimos y por ende 
merecedores de la tutela legal, cuya lesión origina un supuesto de 
daño moral. Del mismo modo, las lesiones a la integridad física de 
las personas, a su integridad psicológica y a sus proyectos de vida, 
originan supuestos de daños extra patrimoniales, por tratarse de 
intereses jurídicamente protegidos, reconocidos como derechos extra 
patrimoniales. En la doctrina existe unanimidad en que existen dos 
categorías de daño patrimonial, que son de aplicación tanto al campo 
contractual como extracontractual: el daño emergente y el lucro 
cesante. Se entiende por daño emergente la pérdida patrimonial 
 efectivamente sufrida y por lucro cesante la renta o ganancia 
frustrada o dejada de percibir. Estas dos categorías de daño 
patrimonial se aplican con el mismo significado tanto al sistema de 
responsabilidad civil contractual como extracontractual, estando 
ambas reconocidas legalmente en nuestro Código Civil. En tal 
sentido, el artículo 1321 del Código Civil, con relación a la 
responsabilidad civil contractual u obligacional, nos dice lo 
siguiente: "Queda sujeto a la indemnización de daños y perjuicios 
quien no ejecuta sus obligaciones por dolo, culpa inexcusable o 
culpa leve. El resarcimiento por la inejecución de la obligación o por 
su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, comprende tanto el 
daño emergente como el lucro cesante, en cuanto sean consecuencia 
inmediata y directa de tal inejecución". Del mismo modo, con 
relación a la responsabilidad extracontractual el artículo 1985 del 
Código Civil, dispone en forma expresa: "La indemnización 
comprende las consecuencias que deriven de la acción u omisión 
generadora del daño, incluyendo el lucro cesante, el daño a la 
persona y el daño moral, debiendo existir una relación de causalidad 
adecuada entre el hecho y el daño producido". Obviamente, cuando 
el artículo 1985 se refiere a las consecuencias que deriven de la 
acción u omisión generadora del daño está aludiendo directamente a 
la pérdida patrimonial sufrida efectivamente por la conducta 
antijurídica del autor o coautores, es decir, a la noción de daño 
 emergente. De esta forma queda claramente demostrado que en el 
sistema jurídico nacional el daño patrimonial comprende las dos 
categorías antes mencionadas, bien se trate del ámbito extra 
contractual y contractual, teniendo en ambos casos el mismo 
significado. No debe olvidarse que el daño es el mismo en los dos 
campos de la responsabilidad civil y que la única diferencia se 
encuentra en que en un caso el daño es producto de una conducta que 
contraviene el deber jurídico genérico de no causar daño a los demás 
y en el otro caso de una conducta que contraviene una obligación 
previamente pactada. 
 
Un ejemplo muy simple permitirá comprender perfectamente la 
diferencia entre el daño emergente y el lucro cesante: si como 
consecuencia de un accidente de tránsito, una persona pierde su 
vehículo que utilizaba como instrumento de trabajo para hacer taxi, 
el daño emergente estará conformado por el costo de reposición del 
vehículo siniestrado, mientras que el lucro cesante, por los montos 
que el taxista dejará de percibir por su trabajo como taxista con su 
vehículo. 
  
Como es también evidente, y lo hemos explicado en los puntos 
anteriores, no basta la producción de un daño, pues es también 
necesaria la relación de causalidad y la concurrencia de los 
 respectivos factores de atribución. Sin embargo, debe quedar 
claramente establecido que si no hay daño debidamente acreditado, 
no existirá ningún tipo de responsabilidad civil. 
 
2.2.7.3. El daño moral  y el daño a la persona 
Ahora bien, a diferencia de lo que sucede con el concepto y las 
categorías del daño patrimonial, respecto al daño extra patrimonial 
existen en la doctrina diversas orientaciones, lo que ha originado una 
gran discusión y enorme debate, hasta hoy no concluido, pues para 
algunos juristas la única categoría de este daño es el daño a la 
persona y para otros por el contrario existen dos categorías: el daño 
moral y el daño a la persona. Antes de dar a conocer brevemente las 
diferentes orientaciones, y a fin de poder tomar posición sobre este 
debate, es necesario explicar el concepto de daño moral y de daño a 
la persona. Por daño moral se entiende la lesión a los sentimientos de 
la víctima y que produce un gran dolor o aflicción o sufrimiento en 
la víctima. Así, por ejemplo, se entiende que en los casos de la 
muerte de una persona, los familiares sufren un daño moral por la 
pérdida del ser querido, bien se trate del cónyuge, hijos, padres y 
familiares en general. Sin embargo, la doctrina establece que para 
que se pueda hablar de daño moral no basta la lesión a cualquier 
sentimiento, pues deberá tratarse de un sentimiento considerado 
socialmente digno y legítimo, es decir, aprobado por la conciencia 
 social, en el sentido de la opinión como un predominante en una 
determinada sociedad en un momento histórico determinado y por 
ende considerado digno de la tutela legal. Así, por ejemplo, una 
mujer casada, no podría demandar por daño moral por la muerte de 
un hombre casado con el cual mantuvo una relación de convivencia 
de varios años. Como consecuencia de este concepto de daño moral 
como una lesión a los sentimientos considerados socialmente 
legítimos y aceptables, es que se restringe el ámbito de aplicación 
del daño moral a los sentimientos que tenemos por los integrantes de 
nuestra familia, en el sentido amplio de la palabra, por cuanto se 
considera que respecto de los mismos nuestros sentimientos son 
considerados socialmente dignos y legítimos y por ende merecedores 
de protección legal. Este requisito fundamental del daño mal fluye 
claramente del artículo 1984 del Código Civil, que señala lo 
siguiente: "El daño moral es indemnizado considerando su magnitud 
y el menoscabo producido a la víctima o a su familia". Sin embargo, 
nosotros pensamos que no el daño moral no se agota jurídicamente 
en los sentimientos por los miembros de la familia, sino también en 
cualquier otro sentimiento considerado digno y legítimo, como 
podría ser el caso de un ahijado, de una novia, de un padrino de 
nacimiento, etc. En tal sentido, pensamos que se debe interpretar el 
sentido del artículo 1984, que hace referencia tanto al menoscabo 
producido a la propia víctima como a su familia. Además pensamos 
 que se debe interpretar sistemáticamente dicho artículo con el 
artículo 215 referido al tema de la violencia como vicio de la 
voluntad, pero que sin embargo nos evidencia la lógica de nuestro 
sistema jurídico de proteger los sentimientos por los miembros de 
nuestra familia, como por cualquier otra persona, siempre que lo 
justifiquen las circunstancias, por tratarse de sentimientos 
considerados dignos de tutela legal. Es por ello que el artículo 215 de 
nuestro Código Civil, señala textualmente lo siguiente: "Hay 
intimidación cuando se inspira al agente el fundado temor de sufrir 
un mal inminente y grave en su persona, su cónyuge, o sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad o 
en los bienes de unos u otros. Tratándose de otras personas o bienes, 
corresponderá al juez decidir sobre la anulación, según las 
circunstancias. Del mismo modo pensamos que los sentimientos que 
se protegen legalmente bajo el concepto de daño moral, no sólo son 
aquellos que tenemos por otras personas, sean miembros de nuestra 
familia o no, sino también por nosotros mismos, en función a nuestra 
propia identidad y escala de valores. El daño moral es pues la lesión 
a cualquier sentimiento de la víctima considerado socialmente 
legítimo. En el ámbito de la responsabilidad civil obligacional o 
contractual, el artículo 1322 se limita a señalar que" El daño moral, 
cuando él se hubiere irrogado, también es susceptible de 
resarcimiento", sin hacer ninguna referencia al posible significado 
 del daño moral. No obstante lo cual, pensamos que debe aplicarse el 
mismo significado del daño moral en la responsabilidad civil extra 
contractual, por tratarse del mismo concepto en ambos casos. 
 
Como se podrá comprender fácilmente la categoría del daño moral 
presenta dos grandes problemas: el primero de ellos referido a la 
forma de acreditado o probado y el segundo referido a la manera de 
cuantificado. Se entenderá también con facilidad que la prueba del 
daño moral será a veces muy difícil, dado que no todas las personas 
expresan sus sentimientos o emociones, o como sucede también es 
fácil a veces para algunas personas simular sufrimientos o lesiones a 
los sentimientos sin que existan realmente. Además sucede en 
muchos casos que los sufrimientos severos son resistidos con 
fortaleza sin ninguna alteración en la salud o aspecto físico del 
sujeto. Ante esta enorme dificultad, la jurisprudencia peruana ha 
optado por presumir que en los casos de fallecimiento de una 
persona, el cónyuge y los hijos sufren necesariamente un daño 
moral. Esta fórmula, que si bien nos parece saludable en un aspecto, 
nos parece perjudicial en el sentido que evita que se concedan sumas 
importantes en concepto de indemnización por daño moral, al 
prescindir de la prueba del mismo. Sin embargo, lo saludable de esta 
presunción es que se trata de una manera ingeniosa de evitar las 
dificultades en la probanza del daño moral. 
  
Un segundo problema igualmente importante es el de la manera de 
cuantificar o medir y traducir económicamente el daño moral, pues 
como resulta lógico y evidente no existe suma alguna que pueda 
reparar el dolor por la pérdida de un ser querido, supongamos pues el 
caso de la pérdida de un hijo para un padre o la madre. Este segundo 
problema es mucho más serio y grave que el anterior y constituye sin 
lugar a dudas el obstáculo fundamental para la aceptación por toda la 
doctrina de la categoría del daño moral. El Código Civil pe ruano en 
el mismo artículo 1984° ha consagrado una fórmula, entendemos 
inteligente, cuando dispone que el daño moral es indemnizado 
considerando su magnitud y el menoscabo producido a la víctima o a 
su familia, que se traduce en el sentido que el monto indemnizatorio 
por daño moral deberá estar de acuerdo con el grado de sufrimiento 
producido en la víctima y la manera corno ese sufrimiento se ha 
manifestado en la situación de la víctima y su familia en general, 
fórmula bastante general y elástica que sin embargo no puede 
resolver del todo la enorme dificultad en la medición patrimonial del 
daño moral. Corno se podrá apreciar, también con facilidad el 
otorgamiento de indemnizaciones por daño moral representa para el 
poder judicial un problema enorme, que tiene que ser resuelto con 
criterio de conciencia y equidad en cada caso en particular, pues no 
existe fórmula matemática y exacta para cada supuesto. 
  
En lo relativo al daño a la persona debemos señalar en primer lugar 
que a diferencia del daño moral, él mismo no se acepta literalmente 
en el ámbito de la responsabilidad civil contractual, sino únicamente 
en el campo extracontractual, según fluye del artículo 1985 que 
hemos mencionado anteriormente. El artículo 1322 del sistema 
contractual solamente hace referencia al daño moral. No obstante lo 
cual pensamos que el daño a la persona es también indemnizable en 
el campo de la responsabilidad civil contractual en nuestro sistema 
jurídico, pues no existe ninguna razón para limitar su aplicación 
únicamente al campo extracontractual. Por ello pensamos que en el 
Perú estará totalmente justificada legalmente una pretensión 
indemnizatoria por daño a la persona en el campo contractual. Pues 
bien, así como existen problemas relacionados con la admisión del 
daño moral, existen también problemas en primer lugar en cuanto al 
significado mismo de daño a la persona. Para un sector de la doctrina 
el daño a la persona es la lesión a la integridad física del sujeto, por 
ejemplo la pérdida de un brazo, una lesión severa que produzca 
parálisis, etc., o una lesión a su aspecto o integridad psicológica, 
mientras que para otros el daño a la persona constituye la frustración 
del proyecto de vida. Así, por ejemplo, los casos típicos que utilizan 
estos autores de frustración del proyecto de vida, hacen referencia a 
la pérdida de uno o varios dedos para un pianista, de una pierna para 
 una bailarina o jugador profesional de algún deporte rentado, etc. Por 
nuestra parte, entendernos que la fórmula más sencilla y adecuada 
para entender el significado de daño a la persona es estableciendo 
que se produce dicho daño cuando se lesione la integridad física del 
sujeto, su aspecto psicológico y / o su proyecto de vida, todo lo cual 
deberá ser obviamente acreditado. No obstante lo cual, en lo relativo 
a la frustración del proyecto de vida, pensamos que no se trata de 
cualquier posibilidad de desarrollo de una persona, que puede ser 
incierta, sino que deberá tratarse de la frustración de un proyecto 
evidenciado y en proceso de ejecución y desarrollo que se frustra de 
un momento a otro. No se debe confundir proyecto de vida con 
cualquier posibilidad respecto de la cual no exista ningún tipo de 
evidencia comprobada. Como tampoco se debe confundir proyecto 
de vida con las simples motivaciones de los sujetos. Desde nuestro 
punto de vista, la fórmula integral que hemos planteado nos parece la 
más razonable y lógica para entender la noción de daño a la persona, 
por cuanto la persona no es únicamente un cuerpo, sino también una 
mente, y en muchos casos supone un proyecto de vida evidenciado 
por hechos y conductas concretas. 
 
Muy bien, hechas estas precisiones por separado tanto sobre el daño 
moral corno el daño a la persona, resulta evidente, por lo menos 
desde nuestro punto de vista, que se trata de categorías 
 independientes, pues una cosa es la persona y su proyecto de vida, y 
otra muy distinta son sus sentimientos. Nos parece muy interesante 
la fórmula que plantea la eliminación de la categoría del daño moral, 
para hacer referencia únicamente al daño a la persona, pero no nos 
parece convincente. Más aún, la regulación del Código Civil peruano 
mantiene la diferencia entre ambas categorías de daños, lo que 
significa que hoy por hoy no podemos adherirnos a la posición que 
sostiene que el daño moral debe desaparecer para referimos 
solamente al daño a la persona. El hecho que sea muy difícil probar 
el daño moral y cuantificado no significa que deba ser eliminado 
como categoría de daño jurídicamente indemnizable. 
 
Como es también evidente, en el caso del daño a la persona el 
problema fundamental no es tanto la prueba del mismo como su 
cuantificación, en cuyo caso el juez deberá acudir también 
necesariamente al criterio de conciencia y equidad. 
 
Pues bien, sabiendo ya cuáles son las categorías de daños existentes 
que son indemnizables, y los problemas que originan las categorías 
del daño extra patrimonial, corresponde ahora determinar los 
criterios para establecer los montos indemnizatorios tanto en el 
ámbito contractual como en el extra contractual. En tal sentido, debe 
señalarse que en el campo contractual se indemnizan los daños 
 patrimoniales como el daño moral en cuanto sean consecuencia 
inmediata y directa del incumplimiento obligacional por parte del 
deudor. Ello es lógico por cuanto siempre se requiere que los daños 
sean consecuencia del incumplimiento absoluto o relativo de la 
prestación debida por parte del deudor, esto es, es necesario que 
exista una relación de causalidad inmediata y directa entre los daños 
causados al acreedor y el incumplimiento del deudor, bien sea por 
incumplimiento total, cumplimiento parcial, cumplimiento 
defectuoso, o por retraso en el cumplimiento de la prestación. Sin 
embargo, además de la relación causal, debe señalarse que en el 
campo contractual el monto indemnizatorio será mayor o menor 
dependiendo del grado de culpabilidad del deudor. Así, si el 
incumplimiento es consecuencia de dolo o culpa grave del deudor, 
los daños y perjuicios a reparar son todas aquellas consecuencias 
inmediatas y directas del incumplimiento que pudieran preverse o no 
al momento de contraerse la obligación. 
 
Por el contrario, si el incumplimiento obedeciere únicamente a culpa 
leve, sólo se indemnizarán los daños y perjuicios que sean 
consecuencia inmediata y directa del incumplimiento que podían 
preverse al momento de contraerse la obligación. Esto significa en 
consecuencia que en el campo contractual el monto indemnizatorio 
será mayor o menor, dependiendo del grado de culpabilidad del 
 deudor. Lo que significa que el monto indemnizatorio no depende 
exclusivamente de la relación de causalidad, sino también del factor 
de atribución subjetivo, es decir, de la culpabilidad. Por ello el tercer 
párrafo del artículo 1321 del Código Civil señala lo siguiente: "Si la 
inejecución o el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la 
obligación, obedecieran a culpa leve, el resarcimiento se limita al 
daño que podía preverse al tiempo en que ella fue contraía''. 
Consiguientemente, en los casos de dolo o culpa grave o inexcusable 
el resarcimiento comprende los daños inmediatos y directos 
previsibles e imprevisibles al momento de contraer la obligación, 
mientras que en los casos de culpa leve los daños inmediatos y 
directos solamente previsibles al momento de asumir la obligación. 
 
En el campo extracontractual por el contrario, el monto 
indemnizatorio no depende del grado de culpabilidad del autor del 
daño, sino únicamente de la existencia de una relación, de- 
causalidad adecuada, en tanto y en cuanto se indemnizan todos los 
daños siempre que sean consecuencia de una relación de causalidad 
adecuada. Esto significa que en el ámbito extracontractual se 
indemnizan todos los daños y no interesa la calificación de 
previsibles e imprevisibles, como tampoco el que sean consecuencia 
inmediata y directa o no de la conducta antijurídica. Este principio 
recibe la denominación de reparación integral y se encuentra 
 claramente establecido en el artículo 1985° que hemos examinado 
anteriormente. 
 
De esta forma, pues, llegamos a diferenciar claramente los criterios 
para cuantificar o calcular los montos indemnizatorios en ambos 
sistemas de responsabilidad civil, debiendo quedar muy en claro que 
en el campo contractual el monto indemnizatorio depende 
fundamentalmente del grado de culpabilidad, mientras que en el 
extracontractual depende exclusivamente de la relación de 
causalidad ,adecuada, siendo indiferente la calificación jurídica del 
daño y el grado de culpabilidad del autor de la conducta antijurídica. 
 
2.2.7.4. La indemnización por daños en casos de muerte. 
Pues bien, habiendo examinado la problemática de los daños 
causados en el campo de la responsabilidad civil, sea esta contractual 
o extracontractual, corresponde ahora examinar un aspecto de 
fundamental importancia legal y práctica en nuestro sistema jurídico. 
Nos referimos a la responsabilidad civil extra contractual por daños 
en casos de muerte en el Código Civil Peruano. Desde nuestro punto 
de vista, en los casos de muerte, la cuestión de los daños, se plantea 
de la siguiente manera: 
 
 a) Como acabamos de vedo, de acuerdo a las normas sobre 
responsabilidad civil extracontractual contenidas en el Código Civil 
Peruano, deben indemnizarse extracontractualmente los daños 
patrimoniales, bien se trate del .lucro cesante y/o del daño emergente 
y los daños extra patrimoniales, tanto el daño moral como el daño a 
la persona. Esto significa que en el sistema jurídico peruano, al igual 
que en todos los derivados del Código Civil Francés, en el ámbito de 
la responsabilidad civil extracontractual son indemnizables los daños 
patrimoniales y los daños extra patrimoniales. 
 
Como es evidente, para que pueda ser exigible legalmente una 
indemnización por daños extra contractuales en la legislación 
peruana, al igual que en los otros sistemas jurídicos antes 
mencionados, es necesario que se acrediten los daños causados, la 
conducta del autor y la relación de causalidad entre dicha conducta y 
los daños producidos. 
 
Ahora bien, como también acabamos de mencionar líneas arriba, a 
diferencia del ámbito de la responsabilidad civil contractual, o 
derivada del incumplimiento de una obligación pactada, en el campo 
extra contractual el Código Civil Peruano ha establecido con 
precisión el denominado" criterio de reparación integral" en el 
artículo 1985 del C.C., según el cual en el ámbito extracontractual 
 deben indemnizarse todos los daños causados a la víctima, sea 
presentes o futuros, previsibles o imprevisibles, bien se trate de 
daños patrimoniales o extra patrimoniales, siempre y cuando se 
acrediten los mismos y se compruebe la relación de causalidad. 
 
Como es evidente, se entiende en nuestra doctrina y nuestra 
jurisprudencia por daño emergente la pérdida patrimonial, 
efectivamente sufrida y por lucro cesante, la ganancia o utilidad que 
dejara de percibir la víctima. En el ámbito extra patrimonial, se 
entiende en nuestra doctrina por daño Moral la lesión a los 
sentimientos o el dolor de afección que sufre la víctima y por daño a 
la persona la frustración al proyecto de vida de la víctima o el daño a 
su integridad física. 
 
b) Con relación al concepto del daño moral el Código Civil 
Peruano establece en su artículo 1984°, según hemos visto 
anteriormente, un criterio de medición del mismo en base a las 
circunstancias de cada caso en particular. 
 
c) De esta manera, queda claramente establecido, que tanto al 
nivel del Código Civil Peruano, como en nuestra doctrina y 
jurisprudencia, se reconocen las categorías del daño patrimonial y 
 extra patrimonial dentro del criterio de reparación integral en el caso 
de la responsabilidad civil extracontractual. 
 
d) Ahora bien con relación a la prueba de los daños nuestro 
Código Civil refiere en su artículo 1331 que los mismos deben ser 
probados por la víctima y en el artículo 1332 prescribe que si el 
resarcimiento del daño no pudiera ser probado en su monto preciso, 
deberá fijarlo el juez con valoración equitativa. Como se podrá 
observar, las reglas legales antes mencionadas son muy claras en el 
sentido de señalar que los daños deben ser probados por la víctima y 
que en caso los mismos no se pudieran probar en su monto exacto y 
preciso, deberá fijarlos el juez con valoración equitativa, es decir, 
base a las normas de equidad. 
 
e) Con relación a las personas que pueden demandar o 
reclamar judicialmente indemnización por daños por muerte de una 
persona, nuestro Código Civil, entiende y señala categóricamente 
que sólo son los miembros de la familia del fallecido, pues el artículo 
VI del Título Preliminar del mismo Código dispone que para 
ejercitar o contestar una acción es necesario tener legítimo interés 
económico o moral y que el interés moral autoriza la acción sólo 
cuando se refiere directamente al agente o a su familia. Esto significa 
en consecuencia que en el caso de daños por muerte de una persona, 
 sólo los familiares pueden reclamar daños patrimoniales y daño 
moral. De esta forma, resulta claro que el cónyuge sobreviviente y 
los hijos de la víctima pueden solicitar indemnización por daño 
patrimonial y por daño extra patrimonial. 
 
f) Más aún, nuestra jurisprudencia es uniforme en señalar que 
para poder reclamar daños por la muerte del cónyuge o de alguno de 
los padres, es decir, que para reclamar indemnización por daños en 
caso de muerte, no basta con acreditar el parentesco, esto es, no basta 
con presentar la partida de matrimonio en el caso del cónyuge, o las 
partidas de nacimiento en el caso de los hijos, sino que es 
imprescindible acreditar la calidad de herederos de los mismos, bien 
sea a través de un testamento o de una declaración judicial en el caso 
de sucesión intestada. 
 
g) Nuestra jurisprudencia, en concordancia con lo dispuesto en 
el Código Civil es también uniforme en el sentido que los herederos 
pueden reclamar daños patrimoniales y daño moral en el caso de la 
muerte de una persona. El daño moral se entiende que es procedente 
por el dolor que causa a los familiares la pérdida del ser querido y el 
daño patrimonial por los gastos en que hubieran incurrido' para el 
sepelio y en los casos que el fallecido hubiera sido el único sustento 
 de la familia, bien sea del cónyuge, o de los hijos, o de ambos a la 
vez. 
 
h) Queda claramente establecido, en consecuencia, que tanto 
nuestra legislación, como nuestra doctrina y jurisprudencia, 
consideran que los familiares, bien se trate del cónyuge y/o hijos, 
están legitimados para demandar daños patrimoniales y daños 
morales, en la medida que acreditan su calidad de herederos del 
fallecido. 
 
i) En lo concerniente a la prueba de la existencia y la 
valoración de los daños, nuestra jurisprudencia se basa 
exclusivamente en el criterio de valoración equitativa, pues no exige 
la prueba absoluta y plena de la existencia y los montos de los daños 
ocasionados, sino que al amparo del artículo 1332° establece los 
montos indemnizatorios en base al criterio de equidad. 
  
j) Por regla general en el caso de muerte, a nuestra jurisprudencia le 
resulta suficiente la presentación de la partida de defunción, el 
testamento o la declaratoria de herederos en caso de sucesión 
intestada, y las pruebas que acrediten el evento que ha causado el 
daño. Así, por ejemplo, si se trata de muerte por un accidente de 
tránsito, será necesario presentar el atestado policial correspondiente 
 que acredite el mismo accidente. Pero en modo alguno se solicita 
que se acrediten los daños morales en caso de muerte de un familiar, 
pues se sobreentiende o se presume, justamente en base al criterio de 
valoración equitativa, que la muerte ha causado un profundo daño 
moral a los familiares del fallecido. Del mismo modo, respecto del 
daño patrimonial sólo se solicita la presentación de los documentos 
que acrediten los gastos del sepelio del fallecido y en todo caso 
acreditar que el fallecido era el único sustento de la familia, pero en 
modo alguno se exige acreditar los daños causados técnica y 
precisamente. 
 
k) Como se podrá comprender, la jurisprudencia peruana no exige la 
prueba plena de los daños, sino que los valora equitativamente en la 
medida que se hubiera acreditado el evento que los ha causado. Con 
mayor razón en el caso del daño moral, pues en dicho supuesto el 
daño prácticamente se presume en la medida que se acredite la 
relación familiar y la vocación hereditaria. Es por ello justamente 
que no se toman en cuenta factores de ingreso, ni se utilizan 
fórmulas de cálculo, pues todo se calcula en base a un criterio 
equitativo. Y es por ello también que los montos indemnizatorios 
que se conceden por regla general no son los adecuados. 
 
 l) Más aún, cuando se decretó judicialmente el pago de una 
indemnización, no se señala en la resolución judicial qué monto 
corresponde al daño patrimonial y cuál al daño moral, sino que se 
establece un monto indemnizatorio por todo concepto, globalmente. 
Incluso los mismos abogados cuando preparan demandas por 
responsabilidad civil extracontractual solicitan un monto único, para 
el caso de daño fuerte, que incluya los gastos de sepelio, una 
cantidad que sirva para compensar la pérdida patrimonial por la 
futura falta de sustento familiar a cargo del fallecido y una cantidad 
que sirva para compensar el sufrimiento de la familia por la pérdida 
del ser querido. 
 
m) Como es evidente, todo lo expuesto es para el caso que los 
daños sean indemnizados judicialmente, por cuanto también es 
posible la indemnización voluntaria en cuyo caso los daños son 
reparados de acuerdo al pacto entre las partes. 
 
n) Ahora bien, corresponde examinar el tema de la 
indemnización de daños por muerte en el caso de los que conforman 
un hogar o una unión de hecho, es decir, en el caso de muerte de uno 
de los convivientes. De acuerdo al Código Civil peruano, 
específicamente a su artículo 326° la unión de hecho 
voluntariamente concertada por un varón y una mujer, libres de 
 impedimento matrimonial, para alcanzar finalidades y cumplir 
deberes semejantes a los del matrimonio, origina una sociedad de 
bienes que se sujeta al régimen de sociedad de gananciales, en 
cuanto le fuere aplicable, siempre que dicha unión haya durado por 
lo menos dos años continuos. Este artículo del Código Civil peruano 
de 1984 ha sido ratificado por la Constitución Política del Perú, 
norma jurídica fundamental del Estado peruano, en su artículo 5° 
cuando señala expresamente, siguiendo la misma línea y sentido del 
Código Civil, que: "La unión estable de un varón y una mujer, libres 
de impedimento matrimonial, que forman un hogar de hecho, da 
lugar a una comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de 
gananciales en cuanto sea aplicable". 
 
Como es evidente, ambas normas del sistema jurídico nacional nos 
indican con toda claridad que la unión de hecho, o el hogar de hecho, 
sólo son reconocidos por la ley para efectos de carácter patrimonial, 
constituyendo una comunidad o una sociedad de bienes, pero de 
ninguna manera da lugar a la existencia de una relación jurídico-
familiar con deberes y obligaciones semejantes a los de los 
cónyuges. 
 
Respecto de los hijos concebidos por los convivientes, como es 
también evidente, no existe duda alguna sobre su filiación y sobre 
 los deberes y derechos de los padres para con ellos, pues el Código 
Civil, reconoce la filiación extramatrimonial, con el mismo status 
jurídico que la filiación matrimonial, a tal punto que tanto los hijos 
sean matrimoniales o no tienen los mismos derechos hereditarios. 
Sin embargo, en relación a los convivientes la relación jurídica que 
se genera entre ellos no es igual a la del matrimonio, sino 
únicamente una de carácter patrimonial, razón por la cual se dice con 
toda claridad en ambas normas que el hogar o la unión de hecho sólo 
da lugar a una sociedad o comunidad de bienes. El criterio legal es 
pues bastante claro. Como es evidente, existen algunos profesores 
peruanos que consideran que el hogar o la unión de hecho generan 
una relación familiar de carácter especial. Pero se trata, como es 
obvio, de una opinión muy respetable por cierto, pero de carácter 
estrictamente doctrinario que no puede modificar el sentido de 
ambas normas antes mencionadas. En consecuencia, la relación entre 
los convivientes en la legislación peruana no es una de carácter 
familiar, sino reconocida por la ley restringidamente para efectos 
patrimoniales. 
 
o) Es por ello, precisamente, que en el ámbito sucesorio el 
Código Civil peruano sólo le atribuye expresamente la calidad de 
heredero al cónyuge y no así al conviviente según lo dispone el 
artículo 724. 
  
p) Por todo lo expuesto en los puntos anteriores, es evidente 
que el conviviente en caso que su compañero o compañera fallezcan 
por el hecho de un tercero, no se encuentra legitimado para reclamar 
daños morales por muerte, a pesar del enorme dolor que le origine la 
pérdida del conviviente fallecido. No debe olvidarse que con 
relación al concepto del daño moral, el Código Civil peruano 
establece en su artículo 19840 que el mismo es indemnizado 
considerando su magnitud y el menoscabo producido a la víctima o a 
su familia. El artículo en mención es bastante claro en el sentido de 
afirmar que sólo la víctima o su familia se encuentran legitimadas 
para reclamar indemnización por daño moral y corno ya lo hemos 
expuesto no existe ninguna relación familiar entre convivientes. 
Trátese de una solución injusta o no, ambas normas jurídicas son 
muy claras y sólo legitiman por daño moral a la propia víctima y a su 
familia, bien se trate del cónyuge o de los hijos. Criterio que por otro 
lado es ratificado por nuestra jurisprudencia según lo expusiéramos 
anteriormente. 
 
q) Ahora bien, debe también señalarse que de acuerdo al tercer 
párrafo del mismo artículo 326, la unión de hecho termina por 
muerte, ausencia, mutuo acuerdo o decisión unilateral y que en este 
último caso el juez puede conceder, a elección del abandonado, una 
 cantidad de dinero por concepto de indemnización o una pensión de 
alimentos, además de los derechos que le correspondan de 
conformidad con el régimen de sociedad de gananciales. Esto 
significa, en consecuencia, que en caso de muerte de uno de los 
convivientes, el mismo artículo 326, señala que al conviviente 
sobreviviente no le corresponde ninguna suma por concepto de 
indemnización, sino únicamente sus gananciales conforme al 
régimen de disolución de la sociedad de gananciales, pues ello sólo 
es posible en caso de abandono por decisión unilateral de uno de los 
convivientes. Esto se ha establecido de este modo justamente porque 
el Código Civil considera que la indemnización podrá pagarla el 
conviviente que ha hecho abandono del hogar de hecho y no en el 
caso de muerte por hecho de un tercero pues ello supondría legitimar 
al conviviente a demandar a dicho tercero y este supuesto es negado 
por el propio artículo. En otras palabras, sólo es posible una 
demanda contra uno de los convivientes, pero no de uno de los 
convivientes frente a un tercero por daño moral. En relación al daño 
patrimonial la solución es exactamente igual según se desprende de 
la tercera parte del mismo artículo 3260, y teniendo en cuenta 
además que en caso de muerte corresponderá al sobreviviente sus 
gananciales por ser de aplicación el régimen de sociedad de 
gananciales. 
 2.3. MARCO  CONCEPTUAL  
2.3.1. Responsabilidad 
Etimológicamente la palabra responsabilidad se remonta al termino 
latino "responderé" que es una forma latina del termino responder, por eso 
decimos que la responsabilidad es la habilidad de "responder" El 
Diccionario de la Lengua Española lo define como una deuda, obligación de 
reparar y satisfacer, por sí o por otra persona, a consecuencia de un delito, 
de una culpa o de otra causa legal. 
Partiendo del principio romano es deber genérico de causar daño a 
nadie, si este no es cumplido, su correlato es la obligación de reparar el 
perjuicio causado por su responsable. Consideramos que esta constituye la 
base de la responsabilidad y de sus distintos regímenes jurídicos que derivan 
de el, sobre la naturaleza del hecho ilícito, entendido claro esta como ilícito 
civil y del daño ocasionado. 
 
A nuestro entender el tema de la responsabilidad civil no debe ser 
desarrollado ajeno a un análisis de la relación jurídica obligatoria 
(obligaciones), dado que esta se desenvuelve dentro de la dinámica de una 
obligación. 
 
La Responsabilidad significa la sujeción de una persona que vulnera 
un deber de conducta impuesto en interés de otro sujeto a la obligación de 
reparar el daño producido. 
  
Tal responsabilidad genérica se clasifica tradicionalmente en 
Contractual y Aquiliana o Extracontractual. 
2.3.2. Extracontractual 
Extracontractual o Aquiliana responde,  a la idea de la producción de 
un daño a otra persona por haber transgredido el genérico deber de 
abstenerse de un comportamiento lesivo de los demás. 
 
La separación entre las obligaciones que nacen de la convención y 
las que tienen su origen en la culpa o negligencia civil no es más que de 
régimen jurídico, pues el fundamento último es el mismo; una acción y 
omisión culposa, aunque también dolosa que daña a otro. 
 
2.3.3. Responsabilidad  extracontractual 
La responsabilidad civil es la obligación de resarcir que surge como 
consecuencia del daño provocado por un incumplimiento contractual 
(responsabilidad contractual) o de reparar el daño que ha causado a otro con 
el que no existía un vínculo previo (responsabilidad extracontractual), sea en 
naturaleza o bien por un equivalente monetario, habitualmente mediante el 
pago de una indemnización de perjuicios. Díez-Picazo define la 
responsabilidad como «la sujeción de una persona que vulnera un deber de 
conducta impuesto en interés de otro sujeto a la obligación de reparar el 
daño producido».1 Aunque la persona que responde suele ser la causante del 
 daño, es posible que se haga responsable a una persona distinta del autor del 
daño, caso en el que se habla de «responsabilidad por hechos ajenos»,2 
como ocurre, por ejemplo, cuando a los padres se les hace responder de los 
daños causados por sus hijos o al propietario del vehículo de los daños 
causados por el conductor con motivo de la circulación. 
La responsabilidad civil puede ser contractual o extracontractual. 
Cuando la norma jurídica violada es una ley (en sentido amplio), se habla de 
responsabilidad extracontractual, la cual a su vez puede ser o bien delictual 
o penal (si el daño causado fue debido a una acción tipificada como delito) o 
cuasi-delictual o no dolosa (si el perjuicio se originó en una falta 
involuntaria). Cuando la norma jurídica transgredida es una obligación 
establecida en una declaración de voluntad particular (contrato, oferta 
unilateral, etcétera), se habla entonces de responsabilidad contractual. 
 
2.3.4. Accidente  de transito 
Un accidente es un acontecimiento violento que ocurre 
inintencionadamente, por obra de la casualidad y que provoca un daño, sin 
poder controlarse. Los llamados accidentes de tránsito en muchos casos 
habrían podido impedirse si se hubieran tomado las medidas preventivas 
necesarias, y solo son accidentales por el hecho de no ser dolosos sino 
acaecidos por mera negligencia. Solo podemos llamar accidente a casos 
muy específicos como cuando un rayo puede caer sobre el vehículo, o un 
árbol por una tormenta muy violenta; o mirado desde el lado del peatón, que 
 por ejemplo estando en la vereda es atropellado por un vehículo, o cuando 
cruzaba mientras el semáforo estaba en rojo; o si siendo conductor 
atropellase a un peatón que cruzó sin cuidado e inesperadamente cuando no 
le correspondía. 
 
En general se producen por fallas mecánicas de los vehículos, o por 
descuidos, como manejar distraído; o impar hablando por teléfono celular, 
manejar alcoholizado, llevar un niño o una mascota cerca o encima, ir a 
demasiada velocidad, etcétera). 
Comprenden los accidentes de tránsito por medios aéreos, fluviales, 
marítimos y terrestres, siendo éstos los más numerosos por el mayor número 
de vehículos que eligen esta vía de tránsito, por carreteras. 
Quien ocasiona un accidente es pasible de sufrir consecuencias 
legales al ser demandado y condenado en un proceso civil y/o penal, 
pudiendo tener que reparar los daños sufridos en el primer caso, o castigado 
incluso con privación de la libertad en el segundo, cuando por ejemplo 
como consecuencia del accidente, alguien perdió la vida. 
 
2.3.5. Víctimas de accidentes  de transito 
Los accidentes  de  tránsito ocasionan numerosos costes sociales, no 
sólo en pérdida de vidas sino también en forma de lesiones temporales o 
permanentes a personas involucradas en accidentes de tránsito. Además 
frecuentemente las lesiones permanentes acarrean fuertes costes económicos 
 tanto al estado, como a las compañías aseguradoras como a los individuos 
que los padecen.  
 
La siniestralidad o peligrosidad tiene que ver con la probabilidad de 
ocurrencia de accidentes en un determinado tramo de carretera, un 
determinado tipo de vehículo o un grupo determinado de conductores. Por 
otra parte la vulnerabilidad tiene que ver con la posible ocurrencia de daños 
en caso de ocurrencia de accidente. Los elementos de seguridad pasiva y 
seguridad activa de los vehículos modernos se han previsto para disminuir la 
vulnerabilidad de las personas involucradas en accidentes. 
 
En la mayor parte de países desarrollados se ha observado, en gran 
parte por la mejora de la seguridad de los vehículos, que el riesgo mortal por 
accidente ha disminuido, es decir, en caso de accidente se ha disminuido 
notablemente la probabilidad de muerte. Sin embargo, aunque ha 
disminuido la mortalidad, la proporción de lesionados (heridos que no 
fallecieron) en parte ha aumentado. 
La mayor parte de fallecimientos en accidentes de tráfico están 
asociadas a traumatismos craneoencefálicos, a traumas torácicos y a 
laceración de órganos internos. Entre los heridos además de si son graves 
(riesgo de muerte) o leves (sin riesgo de muerte), debe distinguirse también 
entre heridos con lesiones permanentes y heridos con lesiones pasajeras. 
 
 2.3.6. Reparación integral del daño 
En el Derecho cada institución tiene su propia finalidad u objetivo, 
lo cual permite conocer a cabalidad sus alcances y fronteras; en tal sentido a 
efectos de conocer el verdadero alcance de la responsabilidad civil atribuida 
a una persona por el daño que produzca, es de suma relevancia saber qué 
función persigue el modelo de Responsabilidad civil dentro de determinado 
ordenamiento jurídico. 
Hablar de función de la responsabilidad civil es hablar de la esencia 
misma del modelo que adopte cada sistema jurídico, pues de ello depende la 
manera como se regula toda la institución, esto es si se adopta un fin 
preventivo, toda la normativa aplicable debe estar orientada a la persecución 
de dicho fin y lo propio seria si se adopta un modelo resarcitorio o 
sancionador, por ejemplo. Incluso de habla, también, diversas funciones 
pueden convivir según el tipo de daño producido, pues para el caso del daño 
patrimonial la función a adoptar podría ser el sancionador, preventivo o 
resarcitorio, mientras que en el daño extrapatrimonial, por su esencia, no 
cabria otro fin que el sancionador o la aflictiva-consolodara. 
2.4. HIPÓTESIS 
2.4.1. Hipótesis general: 
Las víctimas por accidentes de tránsito no reciben una reparación 
integral por los daños que se les ocasiona, por no utilizar la vía adecuada 
para accionar, esto es debido a la inaplicabilidad por diversos factores de las 
 normas legales vigentes referente a la responsabilidad civil extracontractual, 
que hace, menguar el logro de una indemnización justa y equitativa por los 
daños ocasionados, como consecuencia del accidente de tránsito, en el 
distrito judicial de Cusco, específicamente en los juzgados penales, mixtos y 
de paz letrados de la provincia de Cusco en el período 2014. 
2.4.2. Hipótesis específica: 
a) La indemnización a las víctimas a consecuencia de un accidente de 
tránsito, en el distrito judicial de cusco, específicamente los juzgados 
penales, mixtos y de paz letrado de la provincia de cusco, período 2014, se 
han logrado por la vía penal, el cual no repara integralmente los daños 
causados a las víctimas. 
b) La inaplicabilidad de las responsabilidad civil extracontractual para la 
reparación integral por accidentes de tránsito por el daño ocasionado a las 
víctimas en la Provincia de Cusco, específicamente los juzgados mixtos y de 
paz letrado de la Provincia de Cusco durante los períodos 2014, permitiría 
que los operadores del derecho apliquen adecuadamente esta figura jurídica 
a fin de lograr una reparación integral por los daños causados a las víctimas. 
c) La aplicación de la responsabilidad civil extracontractual en su artículo 
1970, sería la norma idónea para poder accionar, a efectos de buscar una 
reparación integral, por accidentes de tránsito y que haya ocasionado algún 
daño a las víctimas. 
 2.5. VARIABLES E INDICADORES 
2.5.1. Variable independiente 
 Víctimas por Accidentes de Tránsito. 
Indicadores 
 Frecuencia de accidentes. 
 Daños Personales. 
 Daños materiales. 
 Número de heridos. 
 Accidentes por género 
 Clases de vehículos 
2.5.2. Variable dependiente 
 Inadecuada reparación integral por los daños. 
     Indicadores 
 Administración de justicia. 
 Abogados. 
 Policía Nacional. 
 Peritos. 
  Inaplicabilidad de las normas legales de Responsabilidad Civil 
 Extracontractual. 
     Indicadores 
 Daño personal. 
 Daño moral. 
 Daño material. 
 Proyecto de vida. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
CAPITULO III 
METODOLOGIA   DE  LA  INVESTIGACION 
3.1. TIPO DE  METODOS  DE  INVESTIGACIÓN 
3.1.1. Tipo 
El proceso metodológico de la presente investigación jurídica se regió por 
los siguientes lineamientos metodológicos: 
 Por el objetivo    : Aplicativo 
 Por el enfoque   : Especializado 
 Por la perspectiva temporal  : coyuntural 
 Por las fuentes de información : Documental y de campo 
 3.1.2. Nivel de investigación  
La presente investigación es de un nivel explicativo. Es descriptivo, porque 
se describió las relaciones de las variables; así como, es explicativo, porque 
se explicó las relaciones de causalidad existente entre las variables.  
 
3.1.3. Población y muestra 
Población 
Se trabajara con un el registro de accidentes de tránsito sucedidos en el 
presente año, los cuales a la fecha son 152 Accidentes 
Muestra  
Se ha tomado como muestra representativa 40 procesos. 
3.2. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 
Se recurrirá a la recolección de datos y casos concretos, asimismo se hará uso en 
forma adicional para la presentación de la investigación de la estadística, 
tratándose de una investigación en el área del Derecho, la investigación es de 
carácter fundamentalmente documental y empírica 
3.2.1. Encuesta 
Este instrumento se elaboró en función del problema planteado, la hipótesis 
y los variables identificados, para lo cual previamente se formuló el 
 cuestionario respectivo, siguiendo los criterios científicos a efectos de 
recoger minuciosamente esta información.  
 
3.2.2. Análisis de registro documental  
Esta técnica estará en función del análisis doctrinario y técnica de las 
diversas obras, así como, de las jurisprudencias emitidas por los juzgados de 
la Corte Superior de Justicia del Cusco.  
 
3.2.3. Análisis Micro Comparativo De Sistemas Extranjeros 
Para el mayor cumplimiento de esta técnica he visto por conveniente elegir 
adecuada ente cuales van a ser los sistemas jurídicos extranjeros que van a 
ser objeto de comparación, a fin de determinar las semejanzas, identidades y 
diferencias que pudieran existir entre el objeto de confrontación.  
 
3.2.4. Fichas de información jurídica 
Considerando los criterios metodológicos al momento de recolectar la 
información, formulamos las fichas respectivas, a fin de almacenarlas y 
procesarla debidamente en el momento respectivo, esto es, cuando se ha 
estado elaborando la presente tesis. 
3.2.5. Búsqueda de internet 
Con el manejo de las herramientas de internet se pudo indagar en otros 
sistemas jurídicos relacionados con el tema investigado.  
  
3.2.6. Diseño de la prueba de hipótesis 
El diseño que se empleará en la presente investigación será un diseño 
transaccional descriptivo, el mismo que tendrá por objeto indagar las 
incidencias y valores plasmados en las variables.  
 
3.2.7. Procesamiento de la información 
Una vez obtenida la información mediante las técnicas citadas 
anteriormente, se ha procedido a procesar los datos mediante un programa 
de software. SPSS, EXCEL. 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
CAPÍTULO IV 
RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1.  Interpretación y  análisis 
4.1.1. Distribución  de  frecuencia 
CUADRO N° 01 
Clase Inter 
de 
clase 
Frec. 
Abs 
Simple 
Frec. 
Abs 
Frec. 
Relat 
simple 
Frec. 
Relat 
Acumula
da 
Frec. 
Relat. 
simple 
Frec. Rel 
Acumulad
a 
I Ii Fi Hi Hi Hi Hi% Hi 
1 17-23 76 76 0.147 0.147 14.7 14.7 
2 24-30 186 62 0.361 0.510 36.1 51.0 
3 31-37 99 61 0.192 0.702 19.2 70.0 
4 38-44 68 29 0.132 0.835 13.2 83.5 
5 45-51 54 83 0.105 0.939 10.5 93.9 
6 52-28 13 96 0.025 0.964 2.5 96.4 
7 59-65 9 105 0.017 0.982 1.7 98.2 
8 66-72 5 110 0.010 0.992 1.0 99.2 
9 73-79 1 111 0.002 0.994 0.2 99.4 
10 80-86 3 152 0.005 1.000 100 100.0 
   ∑=152    ∑=100 
 
 INTERPRETACIÓN  
En este cuadro de frecuencias fueron recabados de 152 accidentes de 
tránsito que se suscitaron en el año 2014, en la cual apreciamos el rango de 
edades, la cantidad de personas que fueron registradas, suman un total de 
514 personas, de las que resultaron  un total de 93 personas fallecidas. Se  
visualiza los cuadros estadísticos por trimestres y géneros en los gráficos 01 
y 02, así como también 40 casos que fueron judicializados,  de los cuales 
también se presentarán sus respectivos cuadros estadísticos donde  se  
visualizará  el estado del proceso y pagos de indemnización de los mismos 
en los gráficos 03 y 04. 
 
4.1.2. Accidentes  de tránsito en la provincia De Cusco 
FALLECIDOS POR ACCIDENTES DE TRANSITO SEGÚN POR TRIMESTRES 
- PROVINCIA DE CUSCO - 2014 
GRÁFICO 01   
 
 
 
 
 
 
 INTERPRETACIÓN 
 % PERSONAS 
1° Trimestre 27.96% 26 
2° Trimestre 20.43% 19 
3° Trimestre 27.96% 26 
4° Trimestre  23.65% 22 
TOTAL  100% 93 
ANÁLISIS 
De   152  accidentes de  tránsito   que   ocurrieron en el  año 2014,   en el  primer  
trimestre  del  año 2014,   fallecieron  26 personas esto es el 27.96 %, en el segundo 
semestre   fallecieron 19 de personas  es decir el 20.43%,   en el tercer   trimestre     
fallecieron 26 personas osea el 27.96, en el cuatro semestre fallecieron 22 personas  que 
hacen el 23.65% siendo un total de 93 personas fallecidas que son el 100%. 
FALLECIDOS POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO SEGÚN SEXO- PROVINCIA 
DE CUSCO - 2014 
GRÁFICO 02 
 
  
 
 
 
 
 
 
 INTERPRETACIÓN 
 VARONES  MUJERES  
1° Trimestre 21 5 
2° Trimestre 18 2 
3° Trimestre 22 4 
4° Trimestre  17 4 
TOTAL PARCIAL 78 15 
TOTAL  DE PERSONAS  93 
 
ANÁLISIS 
De  152    accidentes  de  tránsito  en el año 2014,  en el primer  trimestre    fallecieron     
21   varones     y  5  mujeres. En el segundo  trimestre    de abril a  junio    fallecieron   18  
varones    y   2  mujeres. En el  tercer  trimestre  de  julio a  setiembre   fallecieron  22  
varones    y   4  mujeres. En  el  cuatro trimestre    fallecieron    17 varones    y  4  mujeres 
haciendo un total de 93 personas fallecidas. 
ESTADO DE LOS PROCESOS JUDICIALES POR ACCIDENTES DE 
TRÁNSITO - 2014 
GRÁFICO 03 
 
 
 
 
 
 
 
 
En giro Archivado 
en sentencia 
Ejecución de 
sentencia 
18% 
 INTERPRETACIÓN 
 % 
CASOS 
JUDICIALES 
Archivado sin Sentencia 47.5% 19 
Ejecución de Sentencia 17.5% 7 
Archivados 5% 2 
En Giro 30% 12 
TOTAL  100% 40 
 
ANÁLISIS 
De   los  40 procesos   judiciales   que se  tomaron  de muestra, 
el 47.5%  de  procesos  judiciales  o sea 19 procesos,   se  archivaron sin sentencia; el 
17.5 %  de  procesos  judiciales,  es decir 7 procesos están en ejecución de sentencia. 
El 5%   de  procesos  judiciales  esto es 2 procesos   se encuentran  archivados. 
30%   de  procesos  judiciales  o sea 12 procesos  se encuentran en giro haciendo un total 
de 40 procesos judiciales   o el 100%. 
ESTADO DE PAGO POR INDEMNIZACIÓN DE LOS PROCESOS JUDICIALES 
POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO - 2014 
GRÁFICO 04 
 
 
 
 
 
 
 
 INTERPRETACIÓN 
 % 
CASOS 
JUDICIALES 
Cancelado menos del 25% 50.00% 20 
Cancelado menos del 50% 22.50% 9 
Cancelado menos del 75% 20.00% 8 
Cancelado al 100% 7.50% 3 
TOTAL  100% 40 
 
ANÁLISIS 
De  los   40   procesos   judiciales,  o sea  del 100%  de   los  procesos  judiciales   solo se   
indemnizó   en  3 procesos   judiciales, esto es  el 7.5%. Además  de los procesos 
judiciales  sin sentencia que fueron  archivados    ya  sea   por acuerdo   reparatorio  o por  
aplicación  del  principio de  oportunidad,   del 75% se indemnizaron en 8 procesos,   del  
50%  en   9 procesos y  en  25%  en 20 procesos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 CONCLUSIONES 
Primera.- El Artículo 1970 del Código Civil prevé la responsabilidad 
extracontractual en el caso del bien riesgoso o peligroso que cause daño a otro, está 
obligado a repararlo. Consecuentemente los vehículos automotores son bienes 
riesgosos o peligrosos y en caso de accidente de tránsito derivan responsabilidad. 
 
Segunda.- La responsabilidad civil prevista en el Código Civil, artículo 1970, para 
casos de accidente de tránsito por vehículos automotores, se encuentra regulada en el 
Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguro 
Obligatorio por Accidentes de Tránsito, aprobado por Decreto Supremo N° 024-
2002-MTC. 
 
Tercera.- El Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito de los vehículos 
automotores garantiza la reparación a las víctimas por única vez, pero por el resto del 
tiempo los hijos menores de los fallecidos quedan al desamparo económico,  de ahpi   
que   no  existe  una reparación integral del  daño causado a la  víctima. 
 
Cuarta .- Se determinó que 40 procesos judiciales se encuentran en giro el cual 
equivale el 29%, 72 procesos judiciales se encuentran archivados sin sentencia 
alguna, muchos de ellos archivados por abandono el cual equivale 47%, 26 procesos 
judiciales se encuentran en ejecución de sentencia el cual equivale el 17% y 10 
procesos judiciales se encuentran archivados. 
 
 Quinta.- En los resultados de campo, de puede determinar que solo en 2 procesos  
judiciales   concluidos  se  han cancelado la totalidad de la reparación civil establecida 
por el órgano jurisdiccional. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 RECOMENDACIONES 
Primera.-  Modificar   el artículo 1970  del Código Civil,  a fin de   que establezca   
garantizar   la recepción  de  víctimas  de accidente de  tránsito.      
 
Segunda.- Se  sugiere la   modificación   del Texto  único  Ordenado  del Reglamento  
Nacional  de  Responsabilidad    y Seguro Obligatorio    por Accidentes de  Transito , 
aprobado   por Decreto  Supremo No. 024-2002-MTC.  
 
Tercera.-  Se debe    modificar   la normativa   que regula   el Seguro  Obligatorio de 
accidentes de  Tránsito  de los  vehículos   automovilísticos   con la  finalidad  de  
garantizar   la reparación   a las víctimas. 
 
Cuarta.- El Artículo 1970 del Código Civil    que  prevé la responsabilidad 
extracontractual  junto   con Decreto Supremo N° 024-2002-MTC. deben encargara 
de resarcir los daños ocasionados para volver a poner a las partes involucradas en una 
situación justa, dar a cada uno lo que le corresponde, evitando un enriquecimiento o 
empobrecimiento injustos. 
 
Quinta.- Debe Instituirse un Baremo que sirva de pauta para que los jueces puedan 
fijar los montos de las indemnizaciones por los daños, que resulten de los accidentes 
de tránsito; claro está, dejando libre, el margen de discrecionalidad  e  
independientemente   de  la  indemnización  por el Seguro  Obligatorio   de 
Accidentes de  Transito. 
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 ANEXOS 
ENCUESTA 
N° de encuesta                                                    Fecha: Día___ Mes___ Año___ 
DATOS GENERALES: 
Nacionalidad:   _______________       Edad:    ___________ 
Ocupación:       _______________                           Género: ___________ 
1.- ¿Alguna vez usted perdió algún familiar debido a un accidente de tránsito? 
SI     (  ) 
NO   (  ) 
2.- ¿Cuántos accidentes de tránsito al día se suscita en nuestra ciudad del Cusco?  
A) 1  B) 2  C) 3  D) 4  E) Ninguno 
3.- ¿Cuál sería la principal causa para los accidentes de tránsito en nuestra ciudad del 
Cusco? 
Alcohol (  ) 
Hablar por celular (  ) 
Sueño (  ) 
Cansancio (  ) 
Trafico (  ) 
Otros (  ) 
4.- ¿Cuántos personas fallecen como mínimo en un accidente de tránsito en Cusco? 
      1 a 3       (  ) 
      4 a 6       (  ) 
      7 a 8       (  ) 
      9 a 11      (  )  
      12  a más    (  ) 
 
  
 
 
 
5.- ¿Alguna vez tuvo un accidente de tránsito? 
Si     (  ) 
No   (  ) 
 
 
 
